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PRÓLOGO

Una tarea que reviste una importancia significativa y a la vez comprometedora, es la de prologar una obra que aborde de manera generalizada el papel del Juez en un Sistema de Justicia, como figura omnipresente que ha jugado durante toda la historia de la administración y aplicación de la justicia humana.

Al mismo tiempo este poderoso funcionario es un ente que se acrisola y permea de todas las fortalezas y debilidades propias de los seres humanos, haciendo por consiguiente el resultado final de su acción exactamente eso, un hecho obtenido por procedimientos puramente humanos, que es el cedazo y confluencia de miles de años de historia, de aconteceres y vivencias personales, de entornos influyentes, de provechos educativos y formativos, de incidencias fácticas, de estados de animo, de niveles de paz sociofamiliar, en fin un acto-resultado  propio de un ser social imperfecto como cada obra humana.

Nuestro autor  José Luis Fortunato, nos lega una obra, que por la novedad y protagonismo ganados por el Nuevo Código Procesal Penal dominicano, recibe la categoría de aporte significativo en el plano científico-doctrinal.  Este, casi sin proponérselo de primera intención, nos brinda un recorrido por las anchurosas avenidas del conocimiento científico jurídico-penal y la connecesaria postura exigible al juzgador actuante.  Si bien es cierto que es el Juez una especie de soberano, respecto a los demás actores que componen el escenario del juicio penal, no menos cierto que éste, como el resto del poder punitivo del Estado, esta fuertemente limitado por el Derecho Penal y las garantías penales sustantivas que amparan al individuo humano.

El recorrido que hace el autor por los recovecos del derecho punitivo procedimental, con especial interés en el recién instituido Código Procesal Penal, sin quererlo nos puntualiza sobre las anemias milenarias que laceran nuestro sistema de juzgamiento y punición, mostrándonos cómo adolecimos y adolecemos aun en la incipiente práctica, de grandes males heredados por toda una cultura que rindió culto al autoritarismo de un sistema judicial marcadamente inquisitivo, y claro está que aunque sabemos que en innumeras ocasiones se intentó revestir con un ropaje de apariencias las mismas desigualdades, las mismas barbaries, las mismas injusticias, nuestro autor parece comulgar con los actuales intentos de constitucionalizar el ejercicio del poder represivo del Estado a través del derecho penal.  

En síntesis este enfoque presente-futurista de la realidad juridicojudicialistas dominicana, y las reformas puestas en ejecución de manera conjunta en diferentes naciones latinoamericanas, retrata las debilidades posibles que renacen como reales fortaleza del sistema a imperar, siempre que logren permanecer incólumes en su proyectiva al término del curso del río robusto de la contrarreforma.  Es muy fácil coincidir con el Eximio Autor, por sobre todo el hecho que lo que plantea es prácticamente inatacable, porque si bien los que se han adecuado al recién abolido sistema de injusticias procedimentales, de cuyas tramitaciones han hecho su rosario y en cuyas esferas, y de su marcada predilección manada del etiquetamiento de sus usuarios habituales, y que de su corruptibilidad y deficiencia han hecho pingues fortunas que les mantienen y mantendrán como elementos retrancatarios o muro de contención sobre los cuales tendrá que pasar la reforma.  Estas familias judiciales, amigos del sistema y de sus operadores, expertos tramitadores, retardadores, manejadores a la perfección, y no con poca predilección de un cierto sentido de oportunidad que les permite elegir el momento preciso para hacer que pase la audiencia de fondo de sus casos, manejando al dedillo para ello todas las medidas incidentales de procedimientos, legales y no, son a nuestro entender la primera de las barreras y la más letárgica y prolongada a vencer, ya que la misma constituye toda una forma de pensar, de ver y de obrar, y se presupone su existencia más allá de la entrada en madures del nuevo código instaurado.   

El autor ha hecho manar de su inspiración y significativo espíritu creativo y alma inquieta, un legado de macro importancia: útil para el profesional del derecho y cada uno de los actores que intervienen en la pompa teatral del encauzamiento jurídico-penal dominicano, y porque limitarlo, latinoamericanista; haciendo énfasis especial en los juzgadores.  Y a la vez por su alto contenido docente esta se erige en obra de consulta necesaria y obligada para los futuros profesionales que cursan un derrotero hacia tal meta en las aulas universitarias.  

Cuando hacíamos referencia al hecho de que de primera intención, tal vez no fue la procura de nuestro aedo de prosas científicas, el producir una obra de esta especie, es porque el primer objetivo de la misma fue académico, ya que el embrión del cual dimanó la presente fue la tesis de grado de nuestro legador, y la grandeza y proeza de dar continuidad y finalizar con tales resultado, nos mueve a hacer un símil con una de las mas trascendentales obras de análisis jurídico dogmático del trafico de sustancias controladas “El Delito de Trafico de Estupefacientes”, de Luis Fernando Rey Huidobro, quien ideó tal obra como su tesis de grado, y luego la afino y trabajó hasta convertirla en un libro de consulta obligada a los organismos internacionales de conjura de tal galopante mal, a los juzgadores, investigadores y abogados a cargo y descargo.  Invito sinceramente al lector a disfrutar de este gran aporte a la bibliografía jurídica nacional.

DR. EDDY OLIVARES

Ex-Proc. Fiscal Prov. Sto. Dgo.

PRESENTACIÓN

El Juez de Fondo, así como los demás organismos que componen la Estructura Judicial de la República Dominicana en el Proceso Histórico han sido el producto de los cambios y transformaciones desde su nacimiento en Francia como de los avances sociales vigentes en un momento histórico determinado.

El Rol y el papel que juega un Juez siempre ha estado amparado por normas y reglamentos previamente establecidas dando origen a su jurisdicción, pero esto no ha sido elemento para que pueda con sus acciones sentar precedentes y jurisprudencia.

Como sabemos, el juicio está estrechamente ligado a la justicia; el juicio sirve para establecer lo que es justo y relaciona lo honesto con el valor humano y lo que un individuo merece tener. El valor está ligado a la medida y, por eso, a la comparación, sin embargo el todo no puede ser comparado; sólo la parte puede encontrar un término de comparación.

Lo primero que se ve al observar el proceso es que el mismo consta de dos elementos: El Juzgador y el que ha de ser juzgado. Puesto que juzgar es necesario, hay que encontrar al hombre digno de juzgar. Todos los medios excogitados a este respecto para la elección del juez deben ser considerados desde este punto de vista. Puesto que un hombre que no sea parte no existe, la solución está en encontrar quien sea parte lo menos posible.

En ésta investigación estudiaremos la cultura, la moralidad y la imparcialidad del Juez estableciendo de manera clara y diáfana una equidistancia entre las partes. Destacaremos la abnegación del juez que es algo que se adquiere con la costumbre y el entrenamiento y hasta cierto punto con la verdad, dejando abiertas con esto la pulcritud y profesionalidad del juez.

En nuestro análisis hemos tomado en consideración la Resolución No. 1920-2003 dictada recientemente por nuestra Suprema Corte de Justicia en fecha 13 de Noviembre del año 2003, en la cual reconoce y asume los principios fundamentales que se deben tomar en cuenta en un debido proceso de Ley y servirán para allanar el camino a la aplicación del Nuevo Código Procesal Penal que deberá entrar en vigencia a partir de Septiembre del año 2004.

Una correcta implementación del Nuevo Código Procesal Penal requiere desde ahora un conjunto de adecuaciones en la organización y las prácticas de las instituciones del Sistema de Justicia Penal de la República Dominicana, es por eso que la Procuraduría General de la República mediante Resolución No. 14786-2003 ha instaurado nuevas medidas en las leyes vigentes, que al mismo tiempo permita hacer una transición, pausada pero decidida, hacia nuevos estadios de ejercicio de las funciones estatales y sociales, las cuales incluirán esfuerzos complementarios en los ámbitos de investigación, persecución, acusación, defensa, juicio y ejecución de la pena. 

En este orden y siguiendo como plan de desarrollo la secuencia de los objetivos planteados, desarrollaremos nuestra Tesis de Grado tomando es consideración las funciones del Juez de Fondo en el transcurso histórico de la Legislación Dominicana y describiendo los Principios y Tratados Internacionales que han incidido en la estructuración del Nuevo Código Procesal Penal Dominicano, el análisis de la fase preparatoria y preliminar, así como el procedimiento abreviado y el principio fundamental como lo es la libertad del hombre. 

CAPÍTULO I
EL JUEZ: 
FORMACIÓN, DESIGNACIÓN Y FUNCIÓN
1.1- DEFINICIÓN:

EL JUEZ:

Desde tiempos inmemoriales se ha acuñado la frase de que ‘’El Juez es lo que más se parece a Dios” (1) y no se si el ser divino se sienta molesto con esta comparación, pero se usa la frase para dejar establecido que el Juez es un ser todo poderoso, ya  que tiene en sus manos la toma de decisión que no la tiene ningún otro ser sobre la  tierra, que decida quien tiene la razón sobre un  hecho en donde existen intereses encontrados, que condena a quien resulta ser culpable, que descarga y en consecuencia suelta a quien esta preso cuando no suele ser culpable, que juzga el accionar y comportamiento de los demás miembros de la sociedad. Sin embargo, el juez es un ser humano, que no tiene nada que lo haga superior o diferente a los demás seres a no ser la investidura de juez que le da la Constitución de la República, la Ley No. 821 sobre Organización judicial y las normas creadas a fin de hacer ejecutorias sus decisiones.

La definición de lo que es el juez no es tarea fácil de emprender pues existe la posibilidad de que la conceptualización que se presente carezca de enunciación de lo que es el juez, de ahí que hemos buscado entre leyes, doctrinas, tratados y jurisprudencia la definición propia para el concepto juez.

Es el profesional que preside los procedimientos judiciales, pronuncia sentencias en los tribunales de justicia, determina los derechos y obligaciones de las partes de la causa, informa a los miembros del jurado sobre determinados puntos de la ley y analiza las pruebas presentadas. En definitiva, realiza todas aquellas actuaciones encaminadas al esclarecimiento de los hechos de conformidad con lo establecido en las leyes. 

Henri Capitant, en su Vocabulario jurídico, nos señala que: “El Juez es el magistrado encargado de administrar la justicia” (2). En sentido amplio el juez es todo miembro del poder judicial, encargado de juzgar los asuntos sometidos a su jurisdicción, y están obligados al cumplimiento de su función de acuerdo con la constitución y las leyes, con las responsabilidades que aquella y estas determinan.

El Juez de hoy no puede ser un simple aplicador del concepto ley, de que se le muestre el hecho para aplicar el derecho, como se afirmaba que era la única función del juez “Donde las leyes son claras y precisas el oficio del juez no consiste más que en asegurar un hecho” muy por el contrario la sociedad y los nuevos tiempos necesitan del juez humano, buscador de soluciones, inquisitor, que busque respuestas a los problemas que encierra la aplicación del derecho por la ley misma, un juzgador con carácter, firmeza, decidido, conocedor de los elementos formadores del ser humano.

(1) IGNACIO P. CAMACHO HIDALGO, guía y práctica penal, Tribunal de Primera Instancia  

     Pág. 37,   Editora Centenario, S. A. Santo Domingo, Rep. Dom.
1.2-
ASPECTOS  HISTORICOS :

La República Dominicana surge de un movimiento revolucionario encabezado por Juan Pablo Duarte. El movimiento independentista tuvo como base el pensamiento duartiano recogido en el manifiesto del 16 de enero de 1844 y en el Proyecto de Constitución redactado por el propio Patricio (3).

No obstante, el nacimiento de la Nación Dominicana, así como toda la etapa de la Primera República (1844-1861), se caracterizó por un ambiente político convulsivo que no permitió que el legislador dominicano tuviera la oportunidad  de elaborar leyes acordes con la realidad local y que optara por dejar vigente los cuerpos legales y las instituciones judiciales que existían desde la Ocupación Haitiana.

La legislación  procesal penal adoptada fue la versión haitiana del Código de Instrucción Criminal Napoleónico de 1808 y sus sucesivas modificaciones de 1816 y 1832 mediante decreto congresional No. 58 , promulgado el día 4 de julio de 1845, adoptamos los códigos franceses de la Restauración de 1832 en su idioma original. Este hecho político, como era de esperarse, planteó toda una serie de dificultades que fueron denunciadas de manera consistente a lo largo de la Primera y Segunda República.

Con la adopción de código de instrucción Criminal francés, fue impuesto en el proceso penal dominicano el mal llamado modelo mixto, que no es otra cosa que el modelo clásico inquisitivo con ligeras pinceladas del sistema acusatorio anglosajón.  

Con la adopción de este sistema (el inquisitivo) nuestro régimen procesal penal nace divorciado del régimen constitucional, ya que desde nuestra primera constitución fueron recogidos los principios del debido proceso que en mucho difieren del sistema establecido por el código.  

La legislación procesal que heredamos  hace poco más de 150 años pone el procedimiento preparatorio a cargo de la figura del juez de instrucción. Este funcionario judicial concentra una multiplicidad de tareas que dificultan su cumplimiento eficiente y resultados de discutible compatibilidad (4).  En efecto, el juez de instrucción realiza actividades de mero trámite (requiere autorizaciones, recibe querellas, cita, extiende comisiones rogatorias) , investigativas (interroga, realiza allanamientos y registro, secuestra objetos y documentos) restrictivas de libertad (ordena conducencias, impone multa, ordena la prisión preventiva o provisional, dispone su suspensión, concede libertad bajo fianza) y jurisdiccionales (decide a partir de sus propias actuaciones si envía, declina o desestima la apertura de juicio). Resulta obvio que la carga de trabajo impuesta al juez de instrucción, así como la confusión de funciones, limitan su eficiencia como investigador y comprometen su imparcialidad como juzgador. Expresado en las palabras de Maier y Binder difícilmente “una misma persona se transforme en un investigador eficiente y, al tiempo, en un guardián celoso de la seguridad individual; el buen inquisidor mata al buen juez o, por el contrario, el buen juez destierra al inquisidor: 

La conclusión en tiempo oportuno de la instrucción preparatoria representa por si sola un esfuerzo inmenso para los actuales jueces, quienes son cruelmente sometidos a la angustia de vivir permanente en infracción a los plazos legales. Esta situación reduce su poder y les aparta de su función natural de vigilar la legalidad de las actuaciones del fiscal y examinar  imparcialmente la existencia de los presupuestos necesarios para autorizar o no que una persona sea juzgada en un juicio público.

En todo, es preciso advertir que el sistema procesal penal seguido es el llamado mixto clásico o inquisitivo reformado que combina dos fases: la instrucción preparatoria a cargo de un juez regido por los principios del modelo inquisitivo, el cual es escrito, secreto y no contradictorio, y la instrucción definitiva con un juicio pretendidamente oral, público y contradictorio. (5)
El sistema inquisitivo fue reproducido por la mayor parte de países en Latinoamérica en los cuales se mantuvo vigente hasta  finales del siglo pasado (XX), cuando países como Costa Rica, Venezuela y Bolivia se avocaron a una profunda modificación llevando su sistema al modelo acusatorio.

El Código procesal penal de la República Dominicana tiene como mérito la adopción del modelo acusatorio como mecanismo de transparentar la justicia, contribuyendo así a afianzar el tan deseado orden democrático que buscamos desde hace tiempo.

(4) Según el Dr. Edgar Hernández en su libro El Juzgado de Instrucción Pág. 15, Edición 

    Jurídica Virtual, año 2001, Cita: “Algunos juristas sostienen que la fase de instrucción  

    debe desaparecer, porque es un “Cuello de Botella” donde se paralizan o taponan la 

    mayoría de los procesos criminales”.  
(5) Dr. Edgar Hernández M., El  juzgado de  instrucción  “Esta instrucción definitiva  se lleva a cabo en

    la jurisdicción de juicio, en la audiencia pública donde se conoce y decide el fondo del asunto, la

   cual serealiza en estado de manera completamente verbal”. 
(5) Según el Dr. Edgar Hernández  en  su libro el Juzgado de Instrucción,  Pág. 15, Edición Jurídica 

    Virtual, Año 2001, Cita: ”Algunos juristas sostienen que la fase de instrucción debe desaparecer,     

     porque  es un “Cuello de Botella” donde  se  paralizan  o  taponan  la  mayoría  de  los  procesos  

    Criminales”.


1.3- LEGISLACIÓN DOMINICANA

Tras varios años de amplia discusión en diversos escenarios de la Nación ha sido por fin promulgado el Código Procesal Penal de la República Dominicana, el cual deroga y sustituye el vetusto Código de Procedimiento Criminal.

La idea de reformar nuestro sistema procesal es de muchos años. Algunos gobiernos habían hecho esfuerzos tendentes a lograr tal objetivo, pero ninguno había logrado concretar ni siquiera una propuesta formal.

No fue hasta el año 1997, cuando mediante Decreto 104-97, del entonces Presidente de la República, Dr. Leonel Fernández, que quedó conformada una comisión compuesta por notables juristas dominicanos, que tendrían por propósito la revisión y actualización del Código de Procedimiento Criminal de la República Dominicana.

Por otro lado, en época similar surge el Foro de apoyo a la Reforma Procesal Penal, cuya coordinación estuvo a cargo de la Fundación Institucionalidad y Justicia (FINJUS). Este foro contó con la participación de destacados abogados, profesores, así como congresista, políticos, empresarios, connotados representantes de diversas ramas de la vida dominicana y la asesoría de reputados juristas latinoamericanos. (6)
La pieza que ha sido promulgada resulta pues un novedoso cuerpo legislativo que tendrá que servir de base a la tan anhelada eficientización de nuestro proceso penal y a la tan necesaria búsqueda de justicia pronta y cumplida.

Este código está revestido de un lenguaje llano y sencillo, ya que el nuevo código tiene como base el sistema acusatorio y se separa de modo definitivo del sistema mixto o inquisitivo mitigado del Código de Instrucción Criminal Francés. El cambio en el lenguaje se manifiesta desde el propio nombre con que se bautizó la pieza “Código Procesal Penal” en vez de “Código de Procedimiento Criminal”, como impropiamente se llamaba.

En el Nuevo Código encontramos procedimientos menos complejos y que igualmente en muchas oportunidades se dá solución a los casos de modo anticipado, es decir sin necesidad de acudir a juicio. Solo llegarán a la etapa del juicio aquellos casos, que por su verdadera gravedad, revisten la importancia necesaria como para justificar su celebración. (7)
El Nuevo Código Penal implementa una nueva visión de los recursos, siguiendo un modelo que evita que los mismos sean empleados como mecanismos para dilatar los procesos o evitar el cumplimiento efectivo de las sentencias y resoluciones de los tribunales.

(6) Bonnelly V., Manuel Ulises, Pag. 1-2, Comentarios al Código Procesal Penal de la Rep. Dom., 

   Editora Centenario, S. A., Santiago 2002.
1.3.1- LEY ORGANIZACIÓN JUDICIAL (LEY NO. 821)

La Ley No. 821 del 21 de Noviembre de 1927, Gaceta Oficial No. 3921, trata de la Organización Judicial en la República Dominicana, así como sus modificaciones contempladas en la ley No. 248 del 1981 y en la Ley  No. 50 del 2000.

Esta Ley de Organización Judicial es un instrumento que tiene, dentro de sus objetivos fundamentales, la coordinación de los recursos humanos y organización del trabajo del Poder Judicial en cuanto al procedimiento y la manera de funcionar de los Juzgados y Cortes.

El Art. 63 de nuestra Constitución establece que el Poder Judicial se ejerce por la Suprema Corte de Justicia. Este poder gozará de autonomía administrativa y presupuestaria.

La Ley No. 821 reglamentará la Carrera Judicial y el régimen de jubilación y pensiones de los jueces, funcionarios y empleados del Orden Judicial y estos funcionarios judiciales no podrán ejercer otro cargo o empleo público, salvo cargos honoríficos y docentes (8).

El Art. 137 de la Ley de Organización Judicial establece que el Poder Disciplinario reside en la Suprema Corte de Justicia, en las Cortes de Apelación y en los Tribunales o Juzgados de Primera Instancia. Este poder consiste en las amonestaciones  y suspensión de los oficiales ministeriales, a los abogados y magistrados.

El Art. 138 de esta Ley establece que el objeto de la disciplina judicial es sancionar el respeto a las leyes, la observación de una buena conducta y el cumplimiento de los deberes oficiales por parte de los funcionarios y empleados judiciales, los abogados, y los oficiales públicos sometidos a la vigilancia de la autoridad judicial.

1.3.2- LA FORMACIÓN DEL JUEZ

Es conocido por todos que las universidades gradúan licenciados o doctores en leyes, no forman al egresado para ser Juez, sólo dan formación a sus egresados sobre conocimientos generales que luego se ponen de manifiesto en el ejercicio de la profesión de abogado litigante que muchas veces son cuestionados, dado la exigua capacidad que se manifiesta a diario por los postulantes en los Tribunales en que dejan ver sus escasos conocimientos jurídicos, lo cual también es notorio en las evaluaciones que realiza nuestra Suprema Corte de Justicia, para la designación de los Jueces.

La Constitución de la República establece en su artículo 74, lo siguiente: “Para ser Juez de Primera Instancia se requiere ser dominicano, hallarse en el pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos, ser licenciado o doctor en derecho, y haber ejercido profesión de abogado durante dos años o haber desempeñado por igual tiempo las funciones de juez de paz o de fiscalizador”. (9) 

Como forma de suplir la parte formativa del egresado universitario que asume la función de juez y con el objetivo de formar aquellos que aspiran a ser juez,  surge la Ley 327-98 del 9 de julio de 1998 que crea la Carrera Judicial y con ella la Escuela Nacional de la Judicatura.

“La Escuela tiene la misión expresa de contribuir a una administración de justicia oportuna, pertinente y respetuosa de los derechos ciudadanos, mediante la satisfacción de las necesidades de formación y capacitación de los servidores del poder judicial y de quienes aspiren a formar parte del mismo”.

“La Escuela Nacional de la Judicatura es la institución dependiente de la Suprema Corte de Justicia, responsable de la coordinación e implementación del Sistema Nacional  de Adiestramiento de  todos  los  integrantes del  Poder Judicial” .(10) 

(8) Ley No. 821 de Organización Judicial y modificaciones del 21 de noviembre de 1927 G.O. No. 

   3921
LA IMPARCIALIDAD DEL  JUEZ: 

Si como es cierto que la función jurisdiccional debe ejercerse sin sombras de sospecha y de duda acerca de la imparcialidad e independencia de los jueces y magistrados, la ley ha previsto mecanismos procesales para garantizar y proteger esas garantías hacia una recta y debida administración de justicia.  Es un interés no solo de Estado, sino también de la misma sociedad que se mantiene a la expectativa de las decisiones judiciales, principalmente en la rama penal del derecho. Por eso afirmaba COUTURE que “el pueblo es el juez de los jueces”. (11)
Pero si subjetivamente esa imparcialidad es patrimonio moral  de los encargados de administrar justicia, en la actividad judicial se presentan diversas situaciones que pueden hacer en su nociva influencia para determinar los fallos de la justicia. No basta por ello la probada honestidad del funcionario, su rectitud de criterio, su ponderado juicio para pensar siempre que cualquiera que sean las circunstancias personales que hayan irrumpido dentro del proceso, podrá alejarse espiritualmente de ella, desentenderse del conflicto surgido, para únicamente escuchar las voces de su conciencia y ceñirse estrictamente a los postulados del derecho y mandatos de la justicia.

(9) Constitución de la República Dominicana 1966, ésta parte no fue modificada en 1994.

(10) Escuela Nacional de la Judicatura, (Brochoure)
LA PERSONALIDAD DEL JUEZ:

Es una de las más altas dignidades de que pueda estar investido el hombre. Él es el dador de la justicia en nombre de la ley. Es el supremo defensor del derecho y de las instituciones jurídicas. La armonía social y la organización civil de un país no se puede concebir sin él (12). Su lucha abnegada por el cumplimiento del deber es algo que la sociedad no conoce en toda su dimensión y significado. Cada juicio que tiene que presidir, cada sentencia que tiene que dictar es ya un motivo suficiente para sentir desazón, para que lo embargue la intranquilidad y le venga el desasosiego, por cuanto en él está depositada la confianza pública para decidir con equidad la controversia que se le ha planteado.

Es tal vez la persona más incomprendida y más injustamente atacada. Como siempre se encuentra entre dos intereses encontrados que buscan conquistar la adhesión a sus respectivas tesis, siempre tendrá una parte que se disguste con sus decisiones. Frecuentemente es victima de la calumnia, blanco de la suspicacia, objeto de murmuraciones. Pocas veces se reconoce el mérito de su labor que con frecuencia llega a los limites del heroísmo. (13)
La mayor garantía que puede dársele a una sociedad en relación con la marcha ordenada de la administración de justicia, es la de velar por la imparcialidad del juez que ha de decidir sobre sus litigios. Allí descansa el objetivo de la seguridad jurídica que debe primar en la evolución de la sociedad, en el imperio del Estado de derecho. Son por ello mismo los más celosos guardianes de nuestra Constitución, los más fieles custodios de la normatividad jurídica de una nación, los personeros por excelencia de la paz social, porque sin ellos el mundo sería un caos, nunca habría convivencia ciudadana y los hombres se estarían haciendo justicia por su propia mano.

El Juez debe por lo tanto humanizar su actividad juzgadora. El demasiado rigor, el excesivo apego a la  ley escrita, la ostentación  de ser impermeable a la clemencia y a la bondad, no lo elevan de categoría moral, intelectual ni jurídica. Las páginas escritas por lo jueces y que han embellecido la literatura jurídica de todos los tiempos, han sido aquellas que han tenido un hálito de humanitarismo, de misericordia y de indulgencia. Debe tener la capacidad de ser receptor de todas las injusticias sociales, de comprender los móviles de la conducta humana, de penetrar hasta donde humanamente pueda las intimidades del ser , para poder valorar su conducta a la luz de las leyes.

No basta entonces ser un juez sabio, conocedor de las intimidades de la ciencia jurídica, profundamente versado en la doctrina de autores y jurisprudencias de tribunales, sino que también le es indispensable tener muy arraigado el sentimiento de la justicia, firmemente acendrada la excelsa virtud de la equidad. Esto último no se aprende en lo códigos, ni son enseñanzas explicitas que le suministran las leyes que debe aplicar, sino que son mandatos morales de la conciencia, principios eternos que se vivifican cuando se tiene que ejercer ese poder inmaterial y grandioso de juzgar. (14) 

Pero cuando el juez se lo encarga de administrar justicia en el campo penal es cuando más se realza su figura, cuando más delicado es su ministerio y son mayores las expectativas de la opinión pública sobre su noble función. Tienen en sus manos  el mayor poder entregado a un hombre sobre la tierra, como es el de decidir sobre la vida o la muerte, sobre la prisión o la libertad, sobre si un hombre es culpable o inocente. Muchas veces no resulta fácil su decisión, por la presión  dialéctica de las partes que intervienen en el proceso, porque cada uno de los diversos puntos de vista encontrados tiene su valor e importancia. Otras veces será la incertidumbre que le dejan un testimonio, el vacío que quedó en una peritación, el equívoco que puede haber en la apreciación  de unos rastros o huellas dejados por el hecho punible, lo que le puede hacer temer el peligro de absolver a un culpable o condenar a un inocente. (15)
En términos generales, el juez debe considerarse como un arquitecto  de la nueva sociedad que lo rodea, un fiel intérprete de sus afanes, un artífice de la convivencia. La paz de un país es la consecuencia necesaria de cómo se imparte su justicia, de cómo se resuelven los conflictos entre sus asociados. No se puede, entonces, por rendirle culto al frío  tecnicismo en la interpretación de las normas jurídicas, abandonar toda consideración sobre el hombre y la sociedad, como destinatarios de las decisiones judiciales directamente el primero e indirectamente la segunda.  
 (9) Constitución de la República Dominicana 1966, ésta parte no fue modificada en 1994.

(10) Escuela Nacional de la Judicatura, (Brochoure)
(11) Couture, Eduardo J., Los Mandamientos del Abogado Pág. 31, Ediciones Depalma, Buenos Arires 1988.

(12) Según Carnelutti,  Cuestiones,  Pág 127,  expresa:  “La persona  del  Juez  no  es  menos indispensable,      

      porque entre el acusador que afirma y el reo que niega quedaría para siempre sin resolver el problema a 

      cuya solución  tiende el juicio subjetivo si  no se interpusiera un tercero  imparcial que pronuncie el juicio

      objetivo de culpabilidad  o inocencia del acusado”.

(13) Londoño Jiménez, Hernando, Pag. 227, Tratado de Derecho Procesal Penal, Editorial Temis, 

     Bogotá, Colombia, 1989.

PERFIL DEL JUEZ EJEMPLAR. (16)
Debe ser:

· Justo 

· Honesto 

· Estudioso 

· Reflexivo 

· Imparcial 

· Independiente 

· Conciliador 

· Responsable 

· Ponderado 

· Ecuánime 

· Integro 

· Atento a la equidad y bien común. 

· Ejemplar para la comunidad

Debe Tener:

· Tenacidad 

· Constancia

· Paciencia

· Equilibrio emocional 

· Vocación de servicio

· Coraje

· Capacidad para escuchar y razonar.

· Aptitud para el trabajo sin tregua 

· Convicción ética de su rol

· Cultura general

Debe estar:

· Al servicio de la comunidad

· Capacitado para administrar justicia 

· Dispuesto a asumir los riesgos                  de su misión 

· En buen estado de salud física y psíquica

Debe conocer bien:

· Las normas éticas implícitas en la misión de juzgar 

· El derecho Constitucional 

· El lenguaje oral y escrito

· Los principios generales del derecho 

· La Materia del Tribunal 

· Técnica de la argumentación

· Los Derechos Humanos

· El razonamiento lógico jurídico

· La doctrina y la jurisprudencia, como guía, no como dogma(17).

CARACTERÍSTICAS DEL BUEN JUEZ (18)
1- Moralidad: La augusta majestad de la moral, debe ser norma constante del juez; porque sin la aplicación de sus más elementales principios éticos, su delicada función social pierde su esencia, fundamentada en la equidad y la justicia.

2- Discreción: Callar lo que dicte su conciencia, lo que ve y lo que sabe, respecto de la dignidad de los demás, es deber ineludible a la función de un juez.

3- Honestidad:  La conducta de un juez en su vida pública como en su vida privada, debe desenvolverse de espalda a los vicios, y a la corrupción evitando que su más sencilla actuación infrinja la ley y manche su decoro.

4- Probidad: La rectitud de ánimo, la integridad y honradez en el actuar, son cualidades de la hombría de bien que deben primar en un juez.

5- Pulcridad: Entre los atributos que realzan la personalidad de un juez debe existir el de la pulcritud, que consiste en el buen trato para  las personas y las cosas, delicadeza, extremado esmero en la conducta, la acción y el habla, y en el aseo personal.

6- Formación: Una de las cualidades más sobresalientes para un juez es haberse afinado en los conocimientos ejercitando sus facultades intelectuales, para ser más comprensivo y ajustado en sus sentencias.

7- Paciencia: Si sufrir y soportar las adversidades y el trabajo sin perturbación del ánimo es ser paciente, un juez, debe serlo, porque con ello templará su espíritu  sin caer en la tortura del remordimiento.

8- Independencia: La autonomía de un juez, representa la condición más eficaz para mantener inviolable la potestad de la justicia y el imperio de la ley, conservando inmaculada su sagrada investidura. Un juez independiente juzga sin evasión ni quebramiento de la doctrina.

9- Rectitud: La firmeza de carácter, la verticalidad en sus actos y sus elevados perfiles de la personalidad darán a un juez apoyo y calidad moral para actuar sin apartarse del recto camino de la razón.

10- Justicia: Entre los múltiples atributos, que contribuyen a la honorabilidad de un juez, están los de cumplir invariablemente las normas de imparcialidad, probidad y ecuanimidad, otorgándole sin perjuicios a cada cual, lo que por derecho le pertenece.
(14) Molierac, cita pág. 21:  “La grandeza de  los jueces estriba mas en sus  predisposiciones  morales en sus

     inquietudes de espíritu  que en la culminación de férreas individualidades científicas o en la magnificación   

     impresionante de sus personalidades profesionales”.

(15) Londoño Jiménez, Hernando, Pág. 232, Tratado de Derecho Procesal Penal, Tomo I, Editora Temis, 

     Bogotá, Colombia, 1989.

(16) http://cec.tsj.gov.ve/cec_perfil_juez.asp
(17) http://cec.tsj.gov.ve/cec_perfil_juez.asp
(18) Camacho Hidalgo, Ignacio P., Pag. 40-41, Guía & Práctica Penal. Tribunal Primera Instancia,  

     Editora Centenario, S.A, año 2001.

     Fuente original: Autoría del Dr. José A. Silié Gatón Prof. Facultad Ciencias Jurídicas de la UASD.
1.3.3- REQUISITOS, DESIGNACIÓN  Y SUPERVISIÓN.

REQUISITOS:

Los requisitos para el ser Juez de Primera Instancia, están establecidos en el artículo 74 de nuestra Carta Magna, el cual establece:

1- Ser dominicano.

2- Hallarse en el pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos.

3- Ser licenciado o doctor en derecho.

4- Haber ejercido la profesión de abogado durante un período de dos años o haber desempeñado por igual tiempo las funciones de Juez de Paz o de Fiscalizador. (19)
DESIGNACIÓN: 

La reforma constitucional de agosto del 1994 incluyó al  Poder Judicial en los cambios que se materializaron en el Congreso Nacional a propósito de la convocatoria para los días 12 al 14 de agosto del 1994, mediante la cual se sometió la Carta Magna a modificaciones para salir de una confrontación política, causada por el proceso eleccionario; lo cual, en principio, afectaba al Poder Ejecutivo.

El artículo 64 de la nueva Ley Sustantiva consagra que los Jueces de la Suprema Corte de Justicia serán designados por el Consejo Nacional de la Magistratura, elegido de entre ellos al Presidente, un Primer sustituto y un segundo sustituto del presidente de la Suprema Corte de Justicia.

De conformidad con la Constitución, el Consejo Nacional de la Magistratura está integrado por: El Presidente de la República, quien lo presidirá; el presidente del Senado; el presidente de la cámara de Diputado; un Diputado; el presidente de la Suprema Corte de Justicia, y un Magistrado de la Suprema Corte de Justicia, quien además fungirá como Secretario del consejo. (20) 

 Una vez elegidos, nombrados y posesionados los Jueces de la  Suprema Corte de Justicia y por mandato del artículo 67 numeral Cuarto de la Constitución, que le otorga la facultad de elegir a los demás Jueces del Orden Judicial, los magistrados se enfrentaban a la honrosa tarea de escoger a los abogados postulantes a los cargos de jueces en todos los niveles y en todo el territorio nacional.

Dentro de las facultades de la Suprema Corte de Justicia está la de designar a los Jueces del Orden Judicial, al efecto, este artículo expresa: “Corresponde exclusivamente a la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de las demás atribuciones que le confiere la ley:” ‘Elegir los Jueces de las Cortes de Apelación, del Tribunal de Tierras, de los Juzgados de Primera Instancia, los Jueces de Instrucción, los Jueces de Paz  y sus suplentes, los Jueces del Tribunal Contencioso Tributario y los Jueces de cualesquiera otros tribunales del orden judicial creados por la ley, de conformidad a lo establecido en la Ley de la Carrera Judicial”. (21)
Para esta ardua tarea, los Jueces de la Suprema Corte de Justicia adoptaron el sistema mediante el cual ellos fueron seleccionados, de ahí que basándose en su propia experiencia los Jueces elegidos, por el Consejo Nacional de la Magistratura, tomaron la decisión de elegir a los demás Jueces mediante el mismo método que ellos fueron designados. Esto es, mediante concursos de oposición de carácter público, efectuados en cada demarcación territorial que comprendía un Departamento Judicial o un Distrito Judicial, para lo cual los Jueces de la Suprema Corte de Justicia se trasladaron a las ciudades en el interior del país en donde se encuentran los Tribunales.

Luego de realizado el concurso o examen oral y público de los aspirantes a Jueces, entre los cuales se encontraban muchos de los Jueces que fungían como tales y los abogados que habían presentado sus credenciales a través del depósito de su currículum vitae, jornada que le permitía a cada postulante presentar lo mejor de su haber, conocimiento legal, capacidad, destreza, moralidad, formación humana y general, desarrollo, formación académica y muchos otros factores que eran tomados muy en cuenta por cada Juez de la Suprema corte que participaba del concurso. Criterios estos que, unidos a las observaciones que hacía la comunidad a la cual pertenecía cada postulante, sobre las virtudes u objeciones del aspirante, fueron tomados como puntos determinantes al nombrar a la persona en el cargo de Juez.

19) Ver Ley 327-98, Sobre Carrera Judicial, del 9 de Julio del 1998.
(20) Constitución de la Rep. Dom. modificada 14 de Agosto 1994, Párrafo I, Título VI, 

     Sección II,  de la Suprema Corte de Justicia.

SUPERVISIÓN:

Los Jueces pertenecientes al Poder Judicial están bajo el control disciplinario de la Suprema Corte de Justicia por mandato constitucional del Artículo 67 numeral 5to. La Suprema Corte de Justicia ejerce la más alta autoridad en materia disciplinaria sobre los jueces, pudiendo imponer sanción que conlleve la suspensión o destitución en la forma en que determine la Ley.

En efecto la Ley 327-98 en el Capítulo VIII, bajo el Título I, artículo 57 establece el régimen disciplinario, así como sus objetivos.  El artículo 58 de esta ley consignó que la Suprema Corte de Justicia mediante reglamento hará efectivos los objetivos que se persiguen con el establecimiento de reglas y normas que disciplinariamente les puedan ser aplicadas a los jueces. La Suprema Corte de Justicia aprobó el reglamento de la Ley de Carrera Judicial, que está compuesta por 193 artículos, 9 capítulos y 72 títulos, mediante resolución de fecha 1/11/2000.

La Ley de Carrera Judicial  en sus artículos 62 al 66 consagra las causas que dan motivos para la aplicación e imposición de las sanciones disciplinarias y las cuales van a depender de la naturaleza y gravedad de la falta cometida por el juez.

De la lectura combinada de los artículos 57 al 66 de la Ley 327-98 y de los artículos 154 al 162 del Reglamento para la aplicación de ésta; se extrae que los jueces están sometidos a un régimen disciplinario orgánico y que la sanción a imponer dependerá de la magnitud de la falta cometida por el juez y que será sometido por ante la autoridad sancionadora competente que habrá de imponer la sanción, cuando tenga los méritos necesarios el proceso por la falta imputada.

¿Quiénes componen la autoridad sancionadora?  El artículo 59 de la Ley 327-98, consagra que el Poder Disciplinario reside en la Suprema Corte de Justicia, en primer lugar, en las Cortes de Apelación y en los demás tribunales del país.

El artículo 20 del Reglamento de la Ley de la Carrera Judicial, establece en sus numerales 1, 5 y 6 que el Poder Disciplinario sobre los Jueces de Paz lo ejercerá el Juez de Primera Instancia, establecido que esas funciones las ejercerá el Juez Coordinador que se elegirá cada seis meses, y aquellos tribunales en que el Juzgado  de Primera Instancia esté dividido en Cámaras, el Juez Coordinador que se elegirá el primero de enero hasta 30 de junio y desde el primero de julio hasta el 31 de diciembre de cada año.

Para los Jueces de Primera Instancia y por aplicación del artículo 18 del Reglamento, los Jueces de Cortes están facultados para imponer las sanciones que prevé la Ley 327-98, no tan sólo a éstos, sino a todos los Jueces que pertenecen a su jurisdicción.

El artículo 67 de la Ley 327-98 establece a quienes, como autoridad sancionadora, les compete establecer las sanciones correspondientes, que siempre serán por una autoridad superior al Juez sancionado disciplinariamente.  Los artículos 63, 64, 65 y 66 de esta ley contienen las faltas, de manera enunciativa, en que puede incurrir el juez; señalando, además, el tipo de sanción.

La sanción que conlleve la destitución del Juez sólo es facultad de la Suprema Corte de Justicia, así lo consagra el artículo 67 numeral quinto de la Constitución  y  el artículo 67 numeral cuarto de la Ley 327-98.

(21) Constitución de la República Dominicana modificada en Agosto de 1994.

1.4- LEY DE CARRERA JUDICIAL  (LEY NO. 327-98)

Cabe destacar que para ampliar la capacidad profesional del Juez fue creada la Ley No. 327-98, Ley de Carrera Judicial, que sirve como instrumento para promover el fortalecimiento institucional del Poder Judicial, asegurando relaciones de trabajo justas y armónicas a los Jueces, garantizando la idoneidad, la estabilidad e independencia de los mismos, así como para el establecimiento de un sistema que permita estructurar técnicamente y sobre la base de los méritos, la Carrera Judicial, con exclusión de toda discriminación fundada en motivos políticos, sociales, religiosos o de cualquier otra índole.

Según el Art. 27, para evaluar el rendimiento de los Jueces se tomarán en consideración, entre otros, los siguientes elementos:

1) El número de sentencias  pronunciadas y la cantidad de expedientes fallados en los Tribunales donde ejerza sus funciones.

2) El número de sentencias confirmadas, revocadas o anuladas.  

3) El número de las audiencias celebradas por el Tribunal en cada mes del año.

4) El número de autos dictados y despacho de asuntos administrativos.

5) La duración para pronunciar las sentencias y para fallar los incidentes que se presentan al Tribunal.

6) El conocimiento de los casos de referimientos y la solución de los mismos.

7) Las recusaciones formuladas y aceptadas contra el Juez y el número de inhibiciones.  

8) Las sanciones impuestas al Juez.

9) El movimiento general de trabajo del tribunal representado por el número de asuntos incoados mensualmente, el número de casos resueltos y en estado de substanciación, los procesos paralizados y sus causas, el número de sentencias dictadas.

10) Participación en seminarios, congresos nacionales e internacionales.

11) Artículos, libros y monografías publicadas sobre temas jurídicos.

12) Docencia académica.

1.5- LEY ORGÁNICA DEL CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA (LEY NO. 169-97)

Otra ley complementaria que debemos destacar es la Ley No. 169-97, que es la Ley Orgánica del Consejo Nacional de la Magistratura, que es el organismo rector para la designación de los Jueces que conforman la Suprema Corte de Justicia, de conformidad con la Constitución de la República Dominicana.

Según el Art. 1 de esta ley establece que el Consejo Nacional de la Magistratura se compondrá, de conformidad con la Constitución de la República, de siete miembros, que lo serán:

· El Presidente de la República

· El Presidente del Senado

· El Presidente Cámara de Diputados. 

· Un Senador

· Un Diputado

· El Presidente Suprema Corte Justicia.

· Un Magistrado Suprema Corte Justicia.

El Art. 2, establece que el Presidente de la República presidirá este Consejo, en su ausencia el Vice-Presidente de la República, de éste no poder asistir, será sustituido por el Procurador General de la República. En todos los casos, los sustitutos tendrán la presidencia del Consejo.

CAPÍTULO II

LOS PRINCIPIOS Y TRATADOS INTERNACIONALES.

2.1- LOS PRINCIPIOS GENERALES

El Código Procesal Penal intenta recoger las normas y principios contenidos en la Constitución y en los tratados y convenciones Internacionales en materia de garantías judiciales, en consecuencia, se redimensionan la participación de la victima y el imputado, como actores primarios del conflicto penal. Al mismo tiempo, se asumen los instrumentos que agilizan la cooperación judicial a nivel internacional, y se brindan herramientas al ministerio público y a los demás funcionarios encargados de hacer cumplir la ley para que puedan cumplir eficientemente con su misión. (22)
El elemento central del Código Procesal Penal consiste en la superación de los modelos inquisitivos y su sustitución por sistemas de corte acusatorio, adversariales y garantistas, de acuerdo a las proclamas constitucionales de nuestros países.

De lo que se trata es de abandonar las estructuras e instituciones de las sociedades autoritarias sustentadas en el privilegio e impunidad estructural, la falta de transparencia y el traspaso del poder punitivo de los tribunales a las agencias ejecutivas. La Reforma Procesal Penal se nos plantea como un objetivo político ineludible a los fines de recuperar espacios para el Estado de Derecho y dejar atrás las formas tradicionales de poder penal selectivo, violento, arbitrario y excluyente. En tiempo de “constitucionalizar”, por así decirlo, el proceso penal.

En los principios fundamentales se ratifican las garantías con sede constitucional, como el punto de partida y marco vinculante de toda la actividad de los actores en el drama penal: policía, fiscales, imputados, defensores, victimas, jueces y carceleros.

La incorporación y el reconocimiento de las normas y principios de derechos humanos consagradas en los instrumentos del derecho internacional nos coloca en la dinámica de la integración a la comunidad de naciones democráticas y respetuosas de la dignidad de las personas.

La afirmación del estatuto de libertad, como espacio normativo correlativo al estado natural de las personas, está dirigido a subrayar el carácter excepcional y proporcional de cualquier medida que, como la preventiva, represente un menoscabo o restricción de aquella. Tal como se ha dicho, Latinoamérica y los sistemas de adquisición preventiva, lo cual no sólo distorsiona, sino que deslegitima la forma como se ejerce el poder jurídico de castigar en nuestras sociedades.

El conjunto de principios fundamentales articula el grueso de los derechos y ámbitos de incoercibilidad que la civilización ha ido construyendo a favor del imputado, desde el reconocimiento de la presunción de inocencia como fórmula para su tratamiento procesal en tanto interviene sentencia irrevocable, hasta la legalidad de la ejecución penal. Todo ello sin olvidar el reconocimiento de la dignidad de la persona humana como límite infranqueable y cuyo riesgo efectivo hace nulo cualquier acto que lo desconozca.

Finalmente, los principios fundamentales plantean la necesidad de garantizar la participación ciudadana en la administración de justicia, en consonancia con los principios republicanos de que el ejercicio de todo poder público debe estar sometido a alguna forma de control por parte de la generalidad de los asociados. Esta manifiesta intención de recuperar los valores liberales que dieron nacimiento a nuestra forma de organización política bajo la fórmula de un gobierno civil, democrático, republicano y representativo adquiere un significado singular en el contexto de una sociedad que reclama transparencia, eficiencia, rendición de cuentas y participación.
(22)  Fundación Institucionalidad y Justicia,  Inc.  (FINJUS)  Comentario  del  Nuevo Código Procesal 

     Penal de la Rep. Dom. Pág. 25, Editora Buho, C. x A., Sto. Dgo.  R. D. 2003.
2.2- LA CONSTITUCIÓN DE LA REP. DOMINICANA (ART.8)

Aparte, naturalmente, del Derecho Constitucional y tal vez del Administrativo, no existe ninguna disciplina jurídica que se encuentre más vinculada con la constitución que el Derecho Procesal Penal, lo cual es particularmente cierto en lo concerniente a la organización judicial y a ciertas reglas básicas de procedimiento que tienden a asegurar a los individuos el disfrute de los derechos que les son reconocidos por ella lo que, por demás, se desprende de los conceptos generales antes expuestos y de la definición que de nuestra disciplina hemos dado. La Constitución consagra también algunas reglas de competencia, particularmente las relacionadas con los funcionarios del estado que en razón de sus funciones disfrutan de privilegios de jurisdicción. Hoy día se sostiene la existencia de un Derecho Procesal Constitucional que imprime características particulares a la materia objeto de esta tesis, a algunas de las cuales nos referimos más adelante.

De los Derechos Individuales y Sociales

Art. 8.- Se reconoce como finalidad principal del Estado la protección efectiva de los derechos de la persona humana y el mantenimiento de los medios que le permitan perfeccionarse progresivamente dentro de un orden de libertad individual y de justicia social, compatible con el orden público, el bienestar general y los derechos de todos. Para garantizar la realización de esos fines se fijan las siguientes normas:

1. La inviolabilidad de la vida. En consecuencia, no podrá establecerse, pronunciarse ni aplicarse en ningún caso la pena de muerte, ni las torturas, ni ninguna otra pena o procedimiento vejatorio o que implique la pérdida o la disminución de la integridad física o de la salud del individuo.

2. La seguridad individual. En consecuencia:

a) No se establecerá el apremio corporal por deuda que no proviene de infracción  a las leyes penales.

b) Nadie podrá ser reducido a prisión ni cohibido en su libertad sin orden motivada y escrita de funcionario judicial competente, salvo el caso de flagrante delito.

c) Toda persona privada de su libertad sin causa o sin las formalidades legales, o fuera de los casos previstos por las leyes, será puesta inmediatamente en libertad a requerimiento suyo o de cualquier persona.

d) Toda persona privada de su libertad será sometida a la autoridad judicial competente dentro de las cuarenta y ocho horas de su detención o puesta en libertad. (23)  
e) Todo arresto se dejará sin efecto o se elevará a prisión dentro de las cuarenta y ocho horas de haber sido sometido el arresto a la autoridad judicial competente, debiendo notificarse al interesado dentro del mismo plazo, la providencia que al efecto se dictare.

f) Queda terminantemente prohibido el traslado de cualquier detenido de un establecimiento carcelario a otro lugar sin orden escrita y motivada de la autoridad judicial competente.

g) Toda persona que tenga bajo su guarda a un detenido estará obligado a presentarlo tan pronto como se lo requiera la autoridad competente.

h) Nadie podrá ser juzgado dos veces por una misma causa.

i) Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo.

j) Nadie  podrá ser juzgado sin haber sido oído o debidamente citado, ni sin observancia de los procedimientos que establezca la ley para asegurar un juicio imparcial y el ejercicio del derecho de defensa. Las audiencias serán públicas, con las excepciones que establezca la ley, en los casos en que la publicidad resulte perjudicial al orden público o a las buenas costumbres. 

(23) Ver Constitución de la Rep. Dom. año 2003, art. 8, acápite J.
2.3- LOS TRATADOS INTERNACIONALES Y LOS DERECHOS INDIVIDUALES.

Los tratados por definición, son acuerdos suscritos entre sujetos de Derecho Internacional Público, regidos por éste y destinados a producir efectos jurídicos. 

A pesar del avance de los tiempos, aún persisten en el mundo millones de seres humanos que ven amenazados y vulnerados sus derechos esenciales, a pesar de que existe todo un concepto de defensa y protección de los derechos individuales y las libertades públicas, consagradas tanto en las constituciones nacionales como en los tratados internacionales. 

Los derechos individuales están comprendidos dentro de lo que genéricamente se denomina "derechos del hombre", siendo el más preciado de los derechos humanos, después del derecho a la vida, el derecho a la libertad. 

La consagración formal de los derechos individuales y las libertades públicas se alcanzó con la "Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano" de la Revolución Francesa en 1789. En su artículo 1º se señalaba que "los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos", ratificándose, de esta manera, la libertad y la igualdad como el primero de los derechos del hombre.

Es fundamental señalar que los derechos humanos constituyen un límite a la soberanía y, en este sentido, los tratados internacionales de derechos humanos señalan obligaciones de los Estados para con las personas que se encuentran bajo su jurisdicción, los que adquieren derechos en contra de los Estados. En consecuencia, si una persona sujeta a su jurisdicción sufre una infracción o perturbación indebida y los medios o recursos internos no restablecen sus derechos, queda abierto el camino para invocar la protección internacional.

Por derechos humanos se entiende el conjunto de características o atributos de los seres humanos que no pueden ser afectados o vulnerados, como son su vida, su integridad física y psíquica, su libertad, su dignidad, entre otros. En consecuencia, estos atributos constituyen derechos de todos los seres humanos que no se les pueden quitar y que las leyes deben reconocer, proteger y garantizar, sin distinción y discriminación alguna.

2.3.1- CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS (PACTO DE SAN JOSÉ, COSTA RICA).

Los Estados Americanos signatarios de la presente convención han tenido como propósito consolidar en este continente, dentro del cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de la libertad personal y de Justicia Social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre, ya que estos derechos no nacen de una Nacionalidad o Estado específico, sino que son atributos fundamentales de la persona humana y por tanto se debe justificar una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que se ofrece en el derecho interno de cualquier país. (24)
Estos principios han sido consagrado en la carta de la Organización de Estados Americanos (O.E.A.), en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que han sido reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como regional, y en el caso que nos ocupa los artículos que detallamos a continuación:

ARTÍCULO 7.- DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 
2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamientos arbitrarios. 
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la Ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continué el proceso, su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que este decida sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los estados partes cuyas leyes preveen que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que este decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por si o por otra persona. 

7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimiento de deberes alimentarios. 
(24) Jorge Blanco, Salvador, Derechos Humanos y Libertades Públicas, 1era. Edición, Editora      

     Corripio, Capeldon, Santo Domingo, Rep. Dom, Año 2002.
ARTÍCULO 8.- GARANTÍAS JUDICIALES. 

1. Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier carácter. 

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías: 

a) Derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, sino comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

b) Comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada. 
c) Concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa.

d) Derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor. 

e) Derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por si mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la Ley.

f) Derecho de la defensa de interrogar a los testigos presente en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos. 

g) Derecho a no ser obligado a declarar contra si mismo ni a declararse culpable. 

h) Derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 

3. La confesión del inculpado solamente es valida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza. 

4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos.

5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia. 

ARTÍCULO 9.- PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y RETROACTIVIDAD. 
 
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivas según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la Ley dispone la imposición de una pena mas leve, el delincuente se beneficiará de ello. 

ARTÍCULO 10.- DERECHO DE INDEMNIZACIÓN. 

 
Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en el caso de haber sido condenada en sentencia firme por error judicial. 
ARTÍCULO 24.- IGUALDAD ANTE LA LEY
Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley.

ARTÍCULO 25.- PROTECCIÓN JUDICIAL

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la Ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estados Partes se comprometen:

a) A garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso.

b) A desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 

c) A garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

2.3.2- DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.

 En fecha 10 de Diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó y proclamó la Declaración Universal de los Derechos Humanos tomando como soporte que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen como base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana y procurando que el ser humano sea protegido por un régimen de derecho, a fin de que no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión.

Es por eso que se proclama esta Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción. 

Artículo 8

Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley. 

Artículo 9

Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado. 

Artículo 10

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal. 

Artículo 11

1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. 

2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. 

2.3.3- PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS.

Los Países Partes en el presente Pacto conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables, reconociendo que estos derechos se derivan de la dignidad inherente a la persona humana, y por tanto con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no puede realizarse el ideal del ser humano libre, en el disfrute de las libertades civiles y políticas y liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos civiles y políticos, tanto como de sus derechos económicos, sociales y culturales, y considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los países la obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanos, y además comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la comunidad a que pertenece, tiene la obligación de esforzarse por la consecución y la observancia de los derechos reconocidos es que se ha creado este pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

En la parte que nos ocupe mencionaremos los siguientes artículos: 

Artículo 9

1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitraria. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. 

2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de la misma y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella. 

3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo. 

4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. 

5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a obtener reparación. 

Artículo 14

1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las actuaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores. 

2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 

3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella. 

b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección. 

c) A ser juzgada sin dilaciones indebidas. 

d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo.

e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo. 

f) A ser asistida gratuitamente por un interprete, si no comprende o no habla el idioma empleado en el tribunal.

g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable. 

4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social. 

5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley. 

6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido. 

7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada país. 

Artículo 15

1. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. 

2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena de una persona por actos u omisiones que, en el momento de cometerse, fueran delictivos según los principios generales del derecho reconocidos por la comunidad internacional.

Artículo 26

Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

2.3.4- OTROS TRATADOS

En relación a los Tratados y Convenciones consagrados y ratificados a nivel internacional, tenemos: 

1. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966), en el cual son resguardados los derechos a las riquezas y recursos naturales de cada nación, la no discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social, el derecho, la seguridad y la libertad de trabajo, protección de la familia y sus componentes, entre otros. 

2. Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (1979), establece que la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana; que dificulta la participación de la mujer en las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica y cultural de su país; que constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia y que entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar servicio a su país y a la humanidad; y preocupados por el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer tiene un acceso mínimo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y las oportunidades de empleo".

3. Convención sobre los Derechos del Niño (1989). Al igual que en el caso de las mujeres, esta convención resguarda especialmente los derechos de los niños, donde son asegurados, entre otros, el derecho fundamental a la vida, la no discriminación en cualquiera de sus facetas, su supervivencia, desarrollo intelectual, físico, social y familiar. Además protege a los menores, con todas aquellas medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, rapto, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, y la protección y cuidados de aquellos niños mental o físicamente impedidos.

2.4- EL DEBIDO PROCESO

Es tan amplio el concepto fundamental del debido proceso, que si quisiéramos analizarlo dentro de su extensa perspectiva jurídica, tendríamos que incluir en él buena parte de las normas integradoras del derecho procesal penal.  Por eso siempre resultaría muy limitada e inconforme una definición que quisiera darse a lo que es el debido proceso. (25)  
Nuestra constitución en su artículo 8, Acápite J, expresa:

“Nadie podrá ser juzgado sin haber sido oído o debidamente citado, ni sin observancia de los procedimientos que establezca la ley para asegurar un juicio imparcial y el ejercicio del derecho de defensa.  Las audiencias serán públicas, con las excepciones que establezca la ley, en los casos en que la publicidad resulte perjudicial al orden público o a las buenas costumbres”.

Con respecto a la prohibición de que “nadie podrá ser juzgado sin haber sido oído o debidamente citado, ni sin observancia de los procedimientos que establezca la ley”, principio de auténtico rango constitucional, terminante manifestación protectora de seguridad jurídica, es sustancialmente una norma sobre garantía de las libertades individuales que no puede faltar dentro de unas instituciones jurídicas inmersas en un Estado de derecho.   

Es importante recordar que el artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos, del 22 de noviembre de 1969, que es norma de derecho interno dominicano por haber sido aprobada por la Resolución No. 739 del Congreso Nacional promulgada el 25 de diciembre de 1977, expresa que.- “Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”.

En República Dominicana el derecho al debido proceso engloba el ejercicio de otros derechos que comúnmente se individualizan como:  derechos de la defensa, a la asistencia de un abogado; a la comunicación previa y detallada de la acusación; a ser juzgado en un plazo razonable; a ser juzgado con todas las garantías en un proceso público; el derecho a un juez imparcial; al derecho a aportar todo los medios de prueba útiles a la defensa y a que el juez disponga recabar la prueba cuando fuere necesario; al derecho a la libertad de palabra y a ser el último en el uso de la palabra, al derecho a no confesarse culpable y a no declarar contra sí mismo, al derecho a la presunción de inocencia. Todos esos derechos pueden ser agrupados en dos, que son la esencia del debido proceso, el derecho a la defensa y el derecho a un juez imparcial, a los cuales nos referimos a seguidas. 

EL DERECHO A LA DEFENSA

Ante el derecho que asiste al Estado de abrir el proceso penal e imponer la sanción que corresponda a quienes infrinjan las normas de convivencia social obligatorias, esto es frente al ejercicio de la acción pública acusatoria, el ordenamiento jurídico reconoce la existencia de otro derecho que tiende al equilibrio procesal; el derecho del acusado a tener una defensa adecuada a la acción que atenta contra sus bienes, entre ellos el más preciado:  su libertad.

La defensa constituye un factor que legitima tanto la acusación como la sentencia que sanciona penalmente. Así se convierte en una garantía para una correcta administración de la justicia, puesto que es de interés de la sociedad que todo proceso sea decidido correctamente.

El derecho a la defensa es garantizado por la Constitución.  Su respecto es uno de los “pilares indispensables” (26) para la correcta administración de la Justicia. Además del texto constitucional es necesario tener en cuenta los artículos 14 y 9 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos del 16 de diciembre de 1966 y de los artículos 8 y 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos del 22 noviembre de 1969, que son normas de derecho interno dominicano, los cuales presiden la interpretación del artículo citado de la norma fundamental (27)  y a la vez delimitan el ámbito de sus preceptos.

FUNDAMENTOS    

El derecho a la defensa se fundamenta en el principio de contradicción que es de la esencia de todo proceso.  El proceso penal de los países democráticos exigen que no puede existir imputación o acusación sin que se garantice simultáneamente el derecho a la defensa. La confrontación entre la acusación y su antítesis que es la defensa es el único medio posible para alcanzar la verdad material en el caso juzgado, que es el fin principal del proceso penal y que a la vez debe encontrar su expresión en la sentencia.

Existe generalizado reconocimiento que toda persona, antes de ser sancionada penalmente, tiene derechos a un procedo previo en el que se encuentran garantizados los siguientes principios:

JUEZ NATURAL

La intervención de un órgano jurisdiccional (28) previamente instituido por la ley para juzgar una categoría de ilícitos o personas, designado de acuerdo a  derecho y  que actúa  en forma independiente (29)  e imparcial.

Tal garantía implica que, el órgano judicial ha de preexistir al acto punible, ha de tener un carácter permanente, dependiente del Poder Judicial, y  creado mediante ley, con competencia exclusiva, indelegable y universal para juzgar el hecho en cuestión.


Supone también, una implícita prohibición de crear organismos ad-hoc o post-facto; tribunales o comisiones especiales para juzgar los actos punibles, sin atender a la naturaleza del acto un al tipo de persona que lo cometa.  El juez natural ha de tener un carácter previo y permanente.


Este principio funciona como un instrumento necesario de la imparcialidad y como una garantía frente a la posibilidad de la actuación de los poderes del Estado en perjuicio de los ciudadanos. (30) (Ver anexo 1).   

JUICIO PREVIO

La garantía del juicio consiste en que el Juez natural no puede imponer una pena sin que se haya realizado un proceso que culmine con una declaración fundada de culpabilidad. Requiere mínimamente la fijación legal de un programa de carácter general e inalterable, para la investigación y juzgamiento de delitos, en el que se resguarde la observancia de formas relacionadas con la acusación, defensa, prueba, sentencia y recursos.

La naturaleza de la acusación que, quien la deba preparar, formular y sostener, sea un funcionario distinto e independiente de quien deba juzgar sobre su fundamento.

Por sentencia se entiende la resolución definitiva de la situación del acusado dentro de un término razonable (31), en debate oral y público (32) y mediante el dictado de un fallo que se funde en la consideración razonada de las pruebas recibidas en ese acto y en la ley: absolución o condena. Debe existir correlación entre acusación y sentencia, de modo que en esta no se puede condenar por hechos delictivos que no fueron intimados como integrantes de la acusación y objeto del debate.

Según Resolución No.1920-2003 de la Suprema Corte de Justicia de Fecha 13 de Noviembre 2003, este principio implica no tan sólo que nadie podrá ser condenado sin la previa celebración de un juicio revestido de todas las formalidades y garantías acordadas por la ley, sino que vincula prerrogativas fundamentales como la libertad, la intimidad, las comunicaciones telegráficas y cablegráficas y muchas otras de igual rango y naturaleza que sólo podrán ser, mediante la debida autorización judicial.


El principio de juicio previo exige contradicción en la actividad probatoria; que haya claramente oralidad, publicidad, acusación, defensa, inmediación, verificación y comprobación jurisdiccional de todos los elementos del conflicto.  Implica que la sentencia judicial alcanzada en el juicio debido, es el único medio para legitimar la intervención del poder punitivo del Estado.


La oralidad, publicidad y contradicción son reglas técnicas procésales inseparables del juicio. La limitación de la oralidad y la publicidad sólo es admitida por el ordenamiento jurídico vigente, en supuestos legales específicos y mediante resolución escrita y fundada.


La publicidad se erige como garantía de quien es parte en el proceso, de que el mismo será llevado a cabo de manera transparente.


La contradicción consiste en la posibilidad de que cada una de las partes intervinientes pueda contradecir de modo eficiente y oportuno las pruebas y afirmaciones presentadas en su contra.


Y por último, la inmediatividad, que comporta la exigencia de que, salvo excepción expresa y válida de las normas vigentes, las pruebas sean recibidas y apreciadas directamente por el juzgador al mismo tiempo y delante de todas las partes o, con éstas debidamente citadas para ello.

  (28) La Convención Americana sobre Derechos Humanos.

(29) La  Declaración  Universal  de  Derechos  Humanos  (O.N.U. 1948)  establece   el  derecho  a  un   tribunal 

     independiente (art. 10) reconocido también por el art. 8 de la Convención Americana sobre Derechos  Humanos.

(30) Ver Resolución No. 1920/2003, Suprema Corte de Justicia, Principios fundamentales del Debido Proceso de Ley.
(31) La Convención Americana sobre Derechos Humanos consagra el derecho  a ser juzgado dentro de un        

     plazo razonable (art. 7 inc. 5).

(32) La Declaración Universal de Derechos Humanos (O.N.U. 1948) consagra  el derecho del imputado a ser    oído “públicamente”... por  un tribunal para el  examen de cualquier acusación
PRINCIPIO DE INOCENCIA

En virtud del principio de inocencia nadie podrá ser considerado culpable, hasta que una sentencia firme no lo declare como tal. De este modo, se reconoce al imputado un estado jurídico de no culpabilidad, que no tendrá que acreditar (aunque tiene derecho a hacerlo), como tampoco las circunstancias eximentes o atenuantes de responsabilidad que pueda invocar. Esta carga recaerá sobre los órganos estatales encargados de la persecución penal quienes deberán demostrar a través de la prueba, su culpabilidad.

Si aquellos no logran probar fehacientemente la responsabilidad del imputado, éste deberá ser liberado definitivamente del proceso, sin que pueda perseguírsele penalmente nuevamente por el mismo hecho.

El principio de inocencia exige que el imputado sea tratado como tal, debe evitarse lesionar su buen nombre y honor.
LA IMPARCIALIDAD Y LA INDEPENDENCIA. 


La independencia y la imparcialidad del juzgador constituyen conceptos íntimamente relacionados entre sí.  Por su independencia, el Juez sólo se encuentra sometido a la Constitución y a la Ley, encierra un aspecto externo y orgánico referido al Poder Judicial frente a los demás poderes del Estado y frente a los denominados grupos de presión y a los poderes de hecho de carácter público o privado y, un aspecto interno como garantía de los ciudadanos, para tutela del derecho a un Juez sobre quien no sea posible la injerencia o influencia de sus pares de igual o superior categoría para adoptar decisiones jurisdiccionales.


La imparcialidad le impide al Juez hacer actuaciones propias de las partes, como proponer, obtener o aportar pruebas, desacreditar en audiencia a un testigo u otros medios de prueba sometidos por las partes; no puede asumir los roles del Fiscal ni de la defensa, y armoniza con las labores de orden y dirección del proceso judicial y no se afecta por el control disciplinario de la conducta del Juez, cuando este control es ejercido según las reglas del debido proceso en torno a las faltas cometidas en la función o en ocasión de estas, sin tocar a las cuestiones jurisdiccionales que atienden a los asuntos decididos o por decidir. (33) (Ver Anexo).


La imparcialidad e independencia son reflejadas por los convenios que las prescriben como un derecho subjetivo del ciudadano frente a sus Jueces y un deber de los Jueces frente a los ciudadanos.  Según su presupuesto, los Jueces y un deber de los Jueces frente a los ciudadanos.  Según su presupuesto, los Jueces no pueden dejarse influenciar por ningún otro interés que no sean los significados de las normas vigentes y la verdad de las pruebas aportadas y no representa un interés a favor o en contra de las partes.

LA LEGALIZACIÓN DE LA SANCIÓN, DE LA CONDENA Y DEL PROCESO.


Consiste este principio en el aseguramiento de que nadie será objeto de persecución, ni sujeto de proceso sin la existencia de una Ley previa que confiera fundamento legal a la intervención de las autoridades.


En el ámbito del derecho penal se traduce en que nadie puede ser procesado ni sancionado sino como consecuencia de una Ley existente previamente al hecho imputado (nullium delito sine lege previa).  Principio que se extiende hasta la ejecución de la pena (nulla poena).


Si bien la garantía de legalidad es, en la práctica, aplicable comúnmente a la materia penal, no menos ciertos es que la misma es aplicable “mutatis mutandi” a las demás ramas del derecho, salvo las excepciones de lugar. 

EL PLAZO RAZONABLE.


Esta garantía implica que nadie puede ser sometido a proceso alguno de modo indefinido y que se impone al Estado la obligación de establecer normas claras y precisas que garanticen que nadie estará indefinidamente sometido a proceso.


Para determinar si ha habido violación al plazo razonable deben tomarse en cuenta los siguientes criterios: a) complejidad del caso, b) gravedad de la pena imponible, c) gravedad del bien jurídicamente tutelado, d) la conducta del imputado frente al proceso, e) la negligencia o efectividad de las autoridades en llevar adelante el proceso, f) el análisis global del procedimiento.

(33) Ver Resolución No. 1920/2003, del 13 de Noviembre del 2003, dictada por la suprema 

     Corte de Justicia. Principios Fundamentales del Debido Proceso de Ley. 
EL PRINCIPIO DE UNICA PERSECUCIÓN O “NON BIS IN IDEM”


La prohibición que impide el doble procedimiento, persecución, juzgamiento y pronunciamiento frente a un mismo  hecho, integra en su contenido dos principios fundamentales: 1) El de la cosa juzgada y 2) El de la litispendencia.

MOTIVACIÓN DE DECISIONES.


La obligación de motivar las decisiones está contenida, en la normativa supranacional, en el artículo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos.  Igualmente, en nuestra normativa interna, en el Art. 15 de la Ley 1014, de 1935, en el Art. 141 del Código de  Procedimiento Civil, y en el Art. 24 de la Ley No.3726 del 1953. (34)  
La motivación de la sentencia es la fuente de legitimación del Juez y de su decisión. Permite que la decisión pueda ser objetivamente valorada y criticada, garantiza contra el prejuicio y la arbitrariedad, muestra los fundamentos de la decisión judicial, facilita el control jurisdiccional en ocasión de los recursos; en vista de que la conclusión de una controversia judicial se logra mediante la sentencia justa, para lo cual se impone a cada Juez, incluso con opinión disidente, la obligación de justificar los medios de convicción en que la sustenta, constituyendo uno de los postulados del debido proceso, la que sólo puede ser lograda cuando se incluya una valoración adecuada de las pruebas conforme a las reglas de la sana crítica, lo que fortalece la seguridad jurídica a que aspiran  disfrutar los ciudadanos de manera objetiva. Criterio que ha sido ampliamente tratado en múltiples decisiones de esta Suprema Corte de Justicia. (Entre otras, Sentencia No.18 del 20 de octubre de 1998).

(34) Ver Ley No. 1014 DEL 1935, ART. 15 y la Ley No. 3726 del 1953, art. 24.     

     Idem Convención Americana de los Derechos Humanos, (Pacto de San José, Costa Rica), 

     Art. 25 del 22 de noviembre del 1969.

     Idem Código Procedimiento Civil, Art. 141

CAPÍTULO III

LOS SUJETOS PROCESALES

3.1-  CONCEPTO

El nuevo Código Procesal Penal establece de manera clara la definición de la Justicia Penal y los Sujetos Legitimados para intervenir en el proceso penal, lo que comúnmente le llamamos Sujetos Procesales.

Los Sujetos Procesales son las personas entre las cuales se desenvuelve y existe la Relación Jurídica. Cada una de dichas personas tienen por lo tanto una misión específica que cumplir, unos limites procesales que debe respetar, para que entre ellas pueda trabarse la relación jurídica indispensable para que se cumplan los fines mismo del proceso.

Los sujetos procesales principales son: El Juez, el Imputado, el Ministerio Público y la Defensa Técnica (35), ya que sin su presencia permanente no puede concebirse la actividad Jurisdiccional. En cambio son Sujetos Procesales eventuales o accesorios o incidentales, aquellos cuya presencia dentro del proceso penal no está ordenada por la ley, no es necesaria para la legalidad o impulso de la acción penal, sino que son sujetos con facultad simplemente de apersonarse dentro del proceso para hacer valer sus derechos o pretensiones, es el caso del Actor Civil y el Tercero civilmente responsable.

Este Actor Civil o Tercero incidental como también se le llama, es parte en el proceso, ya que por tener un derecho económico afectado dentro del mismo, la ley lo faculta para ejercer sus pretensiones, bien personalmente o por intermedio de abogado, dentro de los límites que veremos al estudiarlo como sujeto procesal.

 EL IMPUTADO

El imputado es la persona indicada como partícipe de un hecho delictuoso en cualquier acto de la persecución penal dirigido en su contra (36) y desde el primer momento de ella.

Es el principal protagonista del proceso penal. Tanto es así, que mientras el autor o partícipe del hecho punible no esté identificado físicamente, las diligencias de investigación para descubrirlo permanecerán en estado de indagación preliminar, primero ante el juez de instrucción por espacio hasta de sesenta días, y luego a disposición del Cuerpo Técnico de la Policía Judicial. Solo entonces, cuando se produzca esa identificación como verdadero o probable autor del hecho, es cuando procede dictar el auto cabeza de proceso. Aquí empieza ya el sumario, en el que, con la recepción de la indagatoria o con la declaratoria de persona ausente, el imputado adquiere la calidad de procesado.

Pero cuando la ley dice que el procesado es el pasivo de la acción penal, apenas se está indicando que es contra quien se ejecuta la pretensión punitiva del Estado, considerándolo en todo caso simple objeto de la relación procesal, en cuyo caso no puede tenérsele como simple objeto de presesión (37).

No se puede entonces concebir el proceso penal orientado con el fin probatorio de establecer la responsabilidad del imputado, sino también su inocencia o las circunstancias que puedan disminuir el contenido del injusto.

Para adquirir tal calidad se requiere una indicación que puede provenir de un señalamiento expreso (requerimiento fiscal) o de un acto objetivo que implique sospecha oficial (citación a indagatoria) o que genere medidas de coerción (orden de detención) y que atribuya a una persona alguna forma de participación (autoría, coautoría, complicidad) en un delito.

Pero la aludida indicación sólo será idónea para conferir la calidad de imputado, cuando se exteriorice en un acto de la persecución penal dirigido en su contra.

Como excepción a esta regla se encuentran dos actos de particulares que pueden dar nacimiento a la calidad de imputado; uno es la denuncia, instancia predispuesta por la ley procesal para que los particulares canalicen atribuciones delictivas, (y que puede ser fuerte de una persecución penal), y otro la aprehensión privada, que se autoriza, en general, respecto de quien sea sorprendido en la comisión de un delito.

(35)  Ver Art. No. 111  de la Ley 76-02, El Nuevo Código Procesal  Penal  de República Dominicana. 

       IDEM  Art. 18 de la Ley 76-02 Derecho de Defensa. “Todo Imputado tiene   el derecho  irrenunciable a  

       defenderse personalmente y ser asistido por un defensor de su elección. Si no lo hace, el Estado está           

       en la obligación de designarle uno”.  
(36) En doctrina se ha dicho que imputado es el “Sujeto esencial  de la relación procesal a quien afecta la   pretensión jurídico

       penal deducida en el proceso” (VELEZ MARICONDE, Alfredo, Derecho Procesal   Penal, T. II.p.355).

(37)  Art. No. 95 de la Ley No. 76-02 “Todo  imputado tiene  desde que se solicite la  aplicación de una  medida de  coerción o la

       realización de un anticipo de prueba, derecho a ser informado del hecho que se le atribuye, un trato digno, conocer la

       identidad de quien realiza el arresto y de ser asistido por un defensor de su elección”..     
LA DECLARACIÓN DEL IMPUTADO

La llamada declaración del imputado es el acto predispuesto por las leyes procesales para darle a aquél la oportunidad de que ejercite su defensa material, a través de manifestaciones verbales, referidas al hecho que se le atribuye y que se le ha hecho conocer, en forma previa y detallada. (38) (Ver Anexo).

DERECHOS DEL IMPUTADO

Este es el principal protagonista del proceso penal, es el sujeto en torno al cual va a girar y a desarrollarse toda la actividad procesal; ya que de él van a estar pendientes el juez, el fiscal, la eventual parte civil  y sus defensores, todo lo que se diga y haga, de alguna manera va a estar vinculado a su persona, bien en su favor o en su contra. Lo que está en juego dentro de la causa que se le siga, es el bien inapreciable de la libertad. La lucha que se libre allí es su inocencia o por su responsabilidad o atenuación de esta. Por eso, dentro de un auténtico Estado de Derecho, dentro de una sociedad que se precie del respeto por las libertades individuales, un Código de Procedimiento Penal tiene que estar inspirado en los principios fundamentales de garantía y protección de esas libertades. Así se expresan las constituciones (39) que en el mundo jurídico de hoy tienen un perfil democrático y aquellas legislaciones que supieron entronizar una ideología procesal que estuviera dignificada por el acervo de una filosofía liberal de respeto profundo por todos los valores que de diverso orden están insitos en el hombre sometido a una causa penal.

Son tantos los derechos del imputado y tan justificados, que bien podría afirmarse que tal vez no existe un sólo capítulo del Nuevo Código en donde no se consagren varios de ellos. Empiezan con todos los principios rectores y continúan dispersos a través de todas las instituciones que conforman la ley procesal penal.

El Art. 95 del Nuevo Código Penal (Ley No. 76-02) establece que todo imputado tiene, desde que se solicite la aplicación de una medida de coerción o la realización de un anticipo de prueba, derecho a:

1. Ser informado del hecho que se le atribuye, con todas las circunstancias de tiempo, lugar y modo.

2. Recibir durante el arresto un trato digno que no se le aplique el uso excesivo y desproporcionado de la fuerza.

3. Conocer la identidad de quien realiza el arresto, la autoridad que lo ordena y bajo cuya guarda permanece.

4. Comunicarse de modo inmediato con una persona de su elección y con su abogado.

5. Ser asistido desde el primer acto del procedimiento por un defensor de su elección.

6. No autoincriminarse. Puede guardar silencio en todo momento sin que esto le perjudique o sea utilizado en su contra.

7. Ser presentado ante el juez o el ministerio público sin demora siempre dentro de los plazos que establece este código.

8. No ser presentado ante los medios de comunicación o ante la comunidad en forma que dañe su reputación o lo exponga a peligro.

9. Reunirse con su defensor en estricta confidencialidad.

El funcionario o agente que vulnere o permita la violación de cualesquiera de estos derechos es responsable y sancionado de acuerdo a lo establecido por la ley.

Son nulos los actos realizados en violación de estos derechos y los que sean su consecuencia.

Identificación. Desde el primer acto en que interviene, el imputado es identificado por sus datos personales. Si se abstiene de proporcionar estos datos o lo hace falsamente, se le identifica por testigos u otros medios útiles, aún contra su voluntad, pero sin violentar sus derechos. La duda sobre los datos obtenidos no altera el curso del procedimiento y los errores pueden ser corregidos en cualquier oportunidad.

Domicilio. En su primera intervención, el imputado declara su domicilio real y fija el domicilio procesal. Posteriormente puede modificarlos.

Incapacidad. El trastorno o alteración mental temporal del imputado, que excluye su capacidad para entender  o de asentir en los actos del procedimiento, o de obrar conforme a ese conocimiento y voluntad, provoca la suspensión de su persecución penal hasta que desaparezca esa incapacidad, sin perjuicio de los procedimientos especiales que establecen este código y las leyes. Los actos realizados o autorizados por el incapaz son nulos.

La suspensión del procedimiento no impide la investigación del hecho, ni su persecución con respeto a otros imputados.

Examen Corporal. El juez o tribunal competente puede ordenar el examen médico del imputado para la constatación de circunstancias relevantes para la investigación.

Excepcionalmente, en aquellos casos en que exista peligro en la demora, el ministerio público y sus funcionarios auxiliares tienen la facultad de realizar los peritajes y exámenes, sin atentar contra la dignidad del imputado y con la obligación de informar sin demora innecesaria al juez o tribunal a cargo del procedimiento.

Rebeldía. Cuando el imputado no comparece a una citación sin justificación o se fuga del establecimiento donde está detenido o se ausenta de su domicilio real con el propósito de sustraerse al procedimiento el ministerio público puede solicitar al juez o tribunal que lo declare en rebeldía y que dicte  orden de arresto.

Declarada la rebeldía, el juez o tribunal, dispone:

1. El impedimento de salida del país.

2. La publicación de sus datos personales en los medios de comunicación para su búsqueda y arresto, siempre que lo juzgue conveniente.

3. Las medidas de carácter civil que considere convenientes sobre los bienes del imputado para asegurar la eventual responsabilidad civil emergente del hecho atribuido, siempre que se haya ejercido la acción civil.

4. La ejecución de la fianza que haya sido prestada.

5. La conservación de las actuaciones y de los elementos de prueba.

6. La designación de un defensor para el imputado en rebeldía, si éste no ha sido designado, para que lo represente y lo asista con todos los poderes, facultades y recursos reconocidos a todo imputado.

Efectos de la Rebeldía. La declaración de rebeldía no suspende el procedimiento preparatorio y puede presentarse la acusación, pero no se celebrará la audiencia preliminar. Cuando la rebeldía es declarada durante el juicio, éste se suspende con respecto al rebelde y continúa para los demás imputados presentes.

Cuando el imputado en rebeldía comparece voluntariamente o es puesto a disposición de la autoridad que lo requiere, se extingue el estado de rebeldía y el procedimiento continúa, quedando sin efecto la orden de arresto. El juez puede dictar la medida de coerción que corresponda.    

 (38)  Ver Resolución No. 1920-2003, Suprema Corte de Justicia, del 13 de noviembre 2003, párrafo sexto 

      Pág. 24, Cito: “Dispone que durante el interrogatorio del procesado ante la jurisdicción de instrucción, 

      se permita la presencia del abogado defensor a fin de asistirle sobre sus derechos fundamentales,   

      sino no tuviere o no quisiere, el juez solicitará la presencia de un defensor judicial, si el procesado se   

      negare se hará constar en acta”.
(39)  Ver Art. 8 Acápite J, Numeral 1 y 2 de la Constitución de la República Dominicana.
3.2-  PARTE CIVIL

NATURALEZA DE LA PARTE CIVIL

Fundado en la identidad del bien jurídico lesionado, muchas legislaciones autorizan  que en el proceso penal se ejercite la acción civil tendiente a lograr la restitución del objeto material del delito, o la indemnización del daño material (daño emergente; lucro cesante) y moral causado. (40)  

La acción civil puede dirigirse contra quien es indicado como partícipe del hecho delictivo que se investiga, es decir, contra el imputado. Este debe mantener la calidad de tal para que la pretensión civil pueda seguir ejerciéndose en su contra.

La acción civil es una situación elitista, por cuanto no puede acceder a ella, por insolvencia económica, la mayoría de las víctimas del delito o quienes hubieren resultado perjudicados con el mismo. Es entonces un derecho del que no todos pueden disfrutar, por lo cual su ausencia es muy advertida en las causas penales.

Por tanto el Estado acude en nuestro ordenamiento jurídico a dicha tutela jurídica, en ausencia de una parte civil, a fin de garantizar ese derecho de las víctimas y perjudicados con el hecho punible. Empieza a hacerlo cuando en relación con el objeto de la investigación le impone al funcionario de instrucción entre sus deberes como tal, establecer los daños y perjuicios de orden moral y material que causó el delito. Y no contento con esto, dentro de las funciones asignadas al ministerio público, le fijó la de procurar la indemnización de los perjuicios causados por la infracción. Y, por último, entre la obligaciones impuestas al juez de conocimiento, está de la de nombrar peritos encargados de la valoración de dichos perjuicios, establecido lo cual se tendrá que proceder a liquidarlos en la sentencia condenatoria.

Esta acción reparatoria de los perjuicios causados con la infracción penal es por lo tanto una tutela jurídica que se impone al Estado sobre los derechos que en dicho sentido tiene el ofendido. Pero esos derechos no son gratuitamente reconocidos por el legislador, sino que son un imperativo de la ley natural que por ninguna razón pueden ser desconocidos.

(40) CAFFERATA NORES, José T., Introducción al Derecho Procesal Penal, Pág. 110, Editora Córdoba, 1994.
FACULTADES  DE LA PARTE  CIVIL

Con  el fin de conservarle a esta institución su verdadera fisonomía dentro del proceso penal, sin permitirle desviaciones que la desnaturalizarían, se han fijado de manera expresa sus funciones, limitándosele así su ejercicio. si su misión exclusiva es la de pretender a través de una sentencia condenatoria la indemnización de los perjuicios ocasionados con el hecho punible, todo lo que se salga de esta orientación le estará completamente vedado.

LA PARTE CIVIL EN EL NUEVO CÓDIGO PENAL 

En el Código Procesal Penal se organiza la intervención del actor civil y del tercero civilmente demandado en forma similar, pero más simplificada, a como actualmente lo hace el Código de Procedimiento Criminal.

En el Nuevo Código Penal el actor civilmente responsable está estipulado en los artículos Nos. 118, 119 y 120 donde se establece la forma en que éste debe constituirse para ser complacida su demanda. (41)
Constitución en parte.  Quien pretende ser resarcido por el daño derivado del hecho punible debe constituirse en actor civil mediante demanda motivada. (42)
    
El actor civil interviene a través de un abogado y puede hacerse representar además por mandatario con poder especial.

     
Requisitos.  El escrito de constitución en actor civil debe contener: 

1. El nombre y domicilio del titular de la acción y, en su caso representante si se trata de personas jurídicas o entes colectivos, la denominación social, el domicilio social y el nombre de quienes la representan legalmente.

2. El nombre y domicilio del demandado civil, si existe y su vinculo jurídico con el hecho atribuido al imputado.

3. La indicación del proceso a que se refiere.

4. Los motivos en que la acción se fundamenta, con indicación de la calidad que se invoca y el daño cuyo resarcimiento se pretende, aunque no se precise el monto.

Ejercicio. Si en el proceso existen varios imputados y civilmente responsables, la presentación resarcitoria puede dirigirse indistintamente contra uno o varios de ellos.  Cuando el actor civil no menciones a ningún imputado en partícular, se entiende que se dirige contra todos solidariamente. 

El ejercicio de la acción civil resarcitorio procede, aún cuando el imputado no esté individualizado.

Oportunidad. El escrito de constitución en actor civil debe presentarse ante el ministerio público durante el procedimiento preparatorio, antes de que se formule la acusación del ministerio público o de la víctima, o conjuntamente con ésta. (43)
Procedimiento. Una vez que recibe el escrito de constitución, el ministerio público, lo notifica al imputado, al tercero demandado civil, a los defensores y, en su caso, al querellante. 
Cuando el imputado no se ha individualizado, la notificación es efectuada en cuanto sea identificado.

La inadmisibilidad de la instancia no impide el ejercicio de la acción civil por vía principal ante la jurisdicción civil.

Facultades.  El actor civil interviene en el procedimiento en razón de su interés civil. En la medida que participe en su calidad exclusiva de actor civil, su intervención le da crédito para determinar los autores y cómplices en la existencia del hecho, la imputación de ese hecho a quien considere responsable, el vinculo con el tercero civilmente demandado, la existencia, extensión y cuantificación de los  daños y perjuicios cuya reparación pretende y la relación de causalidad entre el hecho  y el daño.

El actor civil puede recurrir las resoluciones únicamente en los concerniente a su acción.  La intervención no le exime de la obligación de declarar como testigo.

Desistimiento. El Nuevo Código Penal en su Art. 124, establece que el Actor Civil puede desistir expresamente de su acción, en cualquier estado del procedimiento. La acción se considera tácitamente desistida, cuando el actor civil no concreta su pretensión oportunamente o cuando, sin justa causa, después de ser debidamente citado:

1. No comparece a presentar declaración testimonial o a la realización de cualquier medio de prueba para cuya práctica se requiere su presencia.

2. No comparece a la audiencia preliminar.

3. No comparece al juicio, se retire de la audiencia o no presente sus conclusiones.

Efectos del desistimiento. El desistimiento tácito no perjudica el ejercicio posterior de la acción civil por vía principal por ante los tribunales civiles, según las reglas del procedimiento civil.

Declarado el desistimiento, procede la condena del actor civil al pago de las costas que haya provocado su acción.

(41) Ver Art. No. 118 -119-120 Nuevo Código Civil de la Rep. Dom.

(42)  Código Procedimiento Criminal, Art. 66 Cito: ”Los querellantes no serán reputados parte

      civil, si no lo declaran formalmente en el juicio, y en consecuencia, no tienen derecho a

      recurrir contra la sentencia”. B. 438, Pág. 26, 23 de enero de 1947.
(43)  Ver Art. 121-122-123 del Nuevo Código Penal de la Rep. Dom.
3.3- TERCERO CIVILMENTE RESPONSABLE

CONCEPTO

Es tercero civilmente responsable la persona que, por previsión legal o relación contractual, deba responder por el daño que el imputado provoque con el hecho punible y respecto de la cual se plantee una acción civil resarcitoria. (44)
     
Intervención.  El  tercero que puede ser civilmente demandado tiene derecho a solicitar su intervención en el procedimiento cuando se ejerza la acción civil.  Su intervención es notificada a las partes.

     
Incomparecencia. La incomparecencia del tercero civilmente demandado no suspende el procedimiento.  En este caso,  se continúa como si él estuviere presente.

Oposición.  El actor civil y el imputado, según el caso, pueden oponerse a la intervención voluntaria del tercero civilmente demandado.

Cuando el actor civil se opone a la intervención voluntaria del tercero civilmente demandado, no puede intentar posteriormente la acción contra aquel.

Son aplicables las reglas sobre oposición a la participación del actor civil.

 
Exclusión.  La exclusión del actor civil o el desistimiento de su acción hace  cesar la intervención del tercero civilmente demandado, sin perjuicio de que las costas sean declarada en su provecho. 

Facultades. Desde su intervención en el procedimiento, el tercero civilmente demandado goza de las misma facultades concedidas al imputado para su defensa, en lo concerniente a sus intereses civiles.  La intervención del tercero civilmente demandado no lo exime de la obligación de declarar como testigo.

         El tercero civilmente demandado debe actuar con el patrocinio de un abogado y puede recurrir contra la sentencia que declara su responsabilidad.

(44)  Ver Art. 126 –127 y 128 del Nuevo Código Penal de la Rep. Dom.
CAPÍTULO IV

LA FASE PREPARATORIA

4.1- DEFINICIÓN

El procedimiento preparatorio tiene por objeto determinar la existencia de fundamentos para la apertura de juicio, mediante la recolección de los elementos de prueba que permiten basar la acusación del ministerio público o del querellante y la defensa del imputado. (45)
El procedimiento preparatorio consiste en el agotamiento de una serie de actos y diligencias, especialmente de investigación, enderezados a determinar si existen fundamentos  para presentar la acusación y exponer a la persona imputada al juicio.

Una vez comienza la fase preparatoria, mediante uno de sus actos iniciales, el mismo concluye en plazos y formas específicos. Así, si el ministerio público, después de la valoración inicial, pone en movimiento la acción penal, debe agotar su investigación y presentar un acto conclusivo dentro de los tres meses si contra el imputado se ha dictado prisión preventiva o arresto domiciliario, y de seis meses si ha sido ordenada otra de las medidas de coerción previstas en el Código. Aquellos casos en los que se abre una investigación genérica rige el plazo máximo de la prescripción para el ejercicio de la acción penal.

El procedimiento preparatorio concluye con la resolución dictada por el juez en la audiencia preliminar, mediante la cual puede admitir y fijar los límites de la acusación, ordenar la suspensión condicional del procedimiento o aplicar un procedimiento abreviado, entre otras disposiciones. El juez puede también dictar auto de no ha lugar cuando el hecho no se realizó o no fue cometido por el imputado, la acción penal se ha extinguido, el hecho no constituye un tipo penal, concurre un hecho justificativo o la persona no puede ser considerada penalmente responsable o los elementos de prueba resulten insuficientes para fundamentar la acusación y no exista razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos elementos.

(45) Ver Art. 259 del Código Penal de la Rep. Dom.
ESQUEMA GRÁFICO DE LA FASE PREPARATORIA
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4.2- LA DENUNCIA: FORMA Y CONTENIDO 

CONCEPTO:

Acto oral o escrito, por el cual cualquier persona declara el conocimiento que tiene de un hecho que reviste caracteres delictivos ante el juez, el ministerio Público o la policía.

Toda persona que tenga conocimiento de una infracción de acción pública, puede denunciarla ante el ministerio público, la policía o cualquier otra agencia ejecutiva que realice actividades auxiliares de investigación.

Cuando la denuncia es presentada por un menor de edad, el funcionario que la recibe está obligado a convocar a los padres o tutores o persona mayor de edad de su confianza, sin perjuicio de evitar que el hecho denunciado derive en consecuencias ulteriores e iniciar su investigación.

FORMA Y CONTENIDO

La denuncia puede ser presentada en forma oral o escrita, personalmente o por mandatario con poder especial. Cuando la denuncia es oral, el funcionario que la recibe debe levantar acta.

La denuncia contiene, en lo posible, el relato circunstanciado del hecho, con indicación de los autores y cómplices, perjudicados, testigos y demás elementos probatorios que puedan conducir a su comprobación y calificación legal. El funcionario que la recibe comprueba y deja constancia de la identidad y domicilio del denunciante.

OBLIGACIÓN DE DENUNCIAR

Tienen obligación de denunciar sobre todas las infracciones de acción pública que llegan a su conocimiento en el ejercicio de sus funciones o en ocasión de éste:

1. Los funcionarios públicos;

2. Los médicos, farmacéuticos, enfermeros, y demás personas que ejerzan cualquier rama de las ciencias médicas;

3. Los contadores públicos autorizados y los notarios públicos, respecto de infracciones que afecten el patrimonio o ingresos públicos.

En todos estos casos, la denuncia deja de ser obligatoria si razonablemente arriesga la persecución penal propia, del cónyuge, conviviente o pariente dentro del tercer grado de consanguinidad o por adopción, o segundo de afinidad, o cuando los hechos fueron conocidos bajos secreto profesional.

IMPUTACIÓN PUBLICA

Toda persona que sea imputada públicamente por otra de la comisión de una infracción, tiene el derecho a comparecer ante el ministerio público y solicitarle la investigación correspondiente.

PARTICIPACIÓN

El denunciante no es parte en el proceso. No incurre en responsabilidad, salvo cuando las imputaciones sean falsas.

4.3- LA QUERELLA: FORMA Y CONTENIDO 

CONCEPTO:

Acto procesal por el cual el sujeto jurídico declara ante el juez su voluntad de ejercer la acción personal contra algún sujeto, determinado o indeterminado, y de constituirse en parte acusadora en el proceso, dando noticia además del hecho que reviste caracteres de delito.

La querella es el acto por cual las personas autorizadas por este código promueven el proceso penal por acción pública o solicitan intervenir en el ya iniciado por el ministerio público. (46)
FORMA Y CONTENIDO

La querella se presenta por escrito ante el ministerio público y debe contener los datos mínimos siguientes:

1. Los datos generales de identidad del querellante.

2. La denominación social, el domicilio y los datos personales de su representante legal, para el caso de las personas jurídicas.

3. El relato circunstanciado del hecho, sus antecedentes o consecuencias conocidos, si es posible, con la identificación de los autores, cómplices, perjudicados y testigos.

4. El detalle de los datos o elementos de prueba y la prueba documental o la indicación del lugar donde se encuentra.

(46) Código Procedimiento Criminal, Art. 63, Cito: “Toda persona que se crea perjudicada por un

     crimen  o  delito,  podrá  presentarse  en  queja  y  constituirse  en parte civil  ante el juez de   

     instrucción,  ya  sea  en  el lugar del delito, en la residencia del inculpado o donde haya sido

     aprehendido”. 
ADMISIBILIDAD

Si el ministerio público estima que la querella reúne las condiciones de forma y de fondo y que existen elementos para verificar la ocurrencia del hecho imputado, da inicio a la investigación. Si ésta ya ha sido iniciada, el querellante se incorpora como parte en el procedimiento.

Si falta alguno de los requisitos previstos en el artículo presente, el ministerio público requiere que se complete dentro del plazo de tres días. Vencido este plazo sin que haya sido completada, se tiene por no presentada.

El solicitante y el imputado pueden acudir ante el juez a fin de que éste decida sobre la disposición adoptada por el ministerio público sobre la admisibilidad de la querella. Las partes pueden oponerse ante el juez a la admisión de la querella y a la intervención del querellante, mediante las excepciones correspondientes.

La resolución del juez es apelable.

OPORTUNIDAD

La querella debe presentarse antes de que se dicte el auto de apertura de juicio. Si la querella es presentada en la audiencia preliminar, deben cumplirse todas las condiciones de forma y de fondo previstos en esa etapa.

DESISTIMIENTO

El querellante puede desistir de la querella en cualquier momento del procedimiento y paga las costas que ha ocasionado.

Se considera que el querellante desiste de la querella cuando sin justa causa:

1. Citado legalmente a prestar declaración testimonial no comparece.

2. No acuse o no asiste a la audiencia preliminar.

3. No ofrece prueba para fundar su acusación o no se adhiere a la del ministerio público.

4. No comparece al juicio o se retira del mismo sin autorización del tribunal.

El desistimiento es declarado de oficio o a petición de cualquiera de las partes. La decisión es apelable.

IMPOSIBILIDAD DE NUEVA PERSECUCIÓN

El desistimiento impide toda posterior persecución por parte del querellante, en virtud del mismo hecho que constituyó el objeto de su querella y en relación con los imputados que participaron en el proceso.

4.4- LA POLÍCIA JUDICIAL. INTERVENCIÓN (47)
FUNCIÓN

La policía, por iniciativa propia, en virtud de una denuncia o por orden del ministerio público, debe investigar los hechos punibles de acción pública, impedir que se lleven a cabo, completen o extiendan en sus efectos, individualizar a los autores y cómplices, reunir los elementos de prueba útiles para determinar la verdad sobre la ocurrencia de los hechos y ejercer las  demás tareas que le asignan su ley orgánica y este código.
(47)  Castillo, Pellerano, Herrera, Derecho Procesal Penal, Tomo I, Volumen I, 1era. Edición, Editora 

      Capel Dom., S. A.
OBLIGACIONES

Los funcionarios y agentes de policía tienen las obligaciones de practicar las diligencias orientadas a la individualización física e identificación de los autores y cómplices del hecho punible y llevar a cabo las actuaciones que el ministerio público les ordene, previa autorización judicial si es necesaria.

DIRECCIÓN DE LA INVESTIGACIÓN

La dirección de la investigación de los hechos punibles por el ministerio público tiene los siguientes alcances:

El cumplimiento obligatorio por parte de los funcionarios y agentes policiales de todas las órdenes relativas a la investigación de los hechos punibles emitidas por el ministerio público o los jueces. La autoridad administrativa policial no debe revocar o modificar la orden emitida ni retardar su cumplimiento.

A requerimiento del ministerio público la asignación obligatoria de funcionarios y agentes policiales para la investigación del hecho punible(48). Asignados los funcionarios y agentes, la autoridad administrativa policial no puede apartarlos de la investigación ni encomendarles otras funciones que les impidan el ejercicio de su comisión especial, sin autorización del ministerio público.

La separación de la investigación del funcionario y agente policial asignado, con noticia a la autoridad policial, cuando no cumpla una orden judicial o del ministerio público, actúe negligentemente o no sea eficiente en el desempeño de sus funciones.

La solicitud de sanción  de los funcionarios y agentes policiales.

OTROS FUNCIONARIOS

Las reglas del presente capítulo se aplican a los funcionarios y agentes de otras agencias ejecutivas o de gobierno que cumplen tareas auxiliares de investigación con fines judiciales. (49)
CONOCIMIENTOS DIRECTOS

Los funcionarios de la policía que tenga conocimiento directo de una infracción de acción pública deben de dar noticia, sin demora innecesaria y siempre dentro del plazo máximo de las veinticuatro horas siguientes a su intervención, al ministerio público. Cuando la información provenga de una fuente no identificada, el funcionario que la recibe está en la obligación de confirmarla y hacerla constar en un registro destinado a tales fines, en el que conste el día, la hora, el medio y los datos del funcionario.

(48)  Carnelutti, Francisco, Derecho Procesal Penal, Pag. 337, serie I, Volumen 4, Cito: “La Policía judicial 

      es un sector de la Policía en general, constituida por un cuerpo de agentes y de oficiales, cuyo  

      contenido consiste en tomar noticia de los delitos, asegurar sus pruebas, buscar a los culpables y  

      reconocer cuanto pueda servir a la aplicación de la Ley Penal. 

(49)  Ver Art. 273 del Nuevo Código Penal de la Rep. Dom.
DILIGENCIAS PRELIMINARES

Los funcionarios de la policía practican las diligencias preliminares dirigidas a obtener y asegurar los elementos de prueba, evitar la fuga u ocultamiento de los sospechosos, recibir las declaraciones de las personas presentes e impedir que el hecho produzca consecuencias ulteriores. (50)
Si la infracción es de acción privada, sólo debe proceder cuando recibe la orden del juez o del ministerio público; pero si es una infracción dependiente de instancia privada, actúa por la denuncia de la persona autorizada a presentarla, sin perjuicio de las acciones inmediatas para preservar la prueba o impedir que el hecho tenga consecuencias ulteriores.

MEDIDA PRECAUTORIA

Cuando en el primer momento de la investigación de un hecho no sea posible individualizar al autor, al cómplice ni a los testigos y se deba proceder con urgencia para no perjudicar la averiguación de la verdad, la policía puede disponer que los presentes no se alejen del lugar, ni se comuniquen entre sí antes de informar, ni se modifique el estado de las cosas ni de los lugares, disponiendo las medidas que el caso requiera. Esta medida no puede exceder el plazo de seis horas.

ARRESTO

Los funcionarios de la policía sólo pueden arrestar a los imputados en los casos que este código lo autoriza, con apego estricto a los principios básicos de actuación siguientes: (51)  (Ver Anexo 2).

1. Identificarse, al momento del arresto, como funcionario de policía y verificar la identidad de la persona contra quien se procede. La identificación previa de la persona sujeta al arresto no es exigible en los casos de flagrancia; (52)  (Ver Anexo 2).

2. Abstención del uso de la fuerza, salvo cuando es estrictamente necesario y siempre en la proporción que lo requiere la ejecución del arresto;

3. Abstención del uso de las armas, excepto cuando se produzca una resistencia que coloque en peligro la vida o integridad física de las personas, o con el objeto de evitar la comisión de obras infracciones, dentro de lo necesario y la proporcionalidad a que se refiere el numeral precedente;

4. No aplicar, instigar o tolerar actos de tortura, tormentos u otros tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes;

5. Informar a la persona, al momento de su arresto, de su derecho a guardar silencio y a nombrar su defensor;

6. No permitir la presentación del arrestado a ningún medio de comunicación social o la comunidad, sin su expreso consentimiento, el que se otorga en presencia del defensor, previa consulta, y se hace constar en las diligencias respectivas;

7. Comunicar a los familiares, personas de confianza o al abogado indicado por la persona arrestada, sobre el arresto y el lugar al cual es conducida o permanece;

8. Hacer constar, en un registro inalterable, el lugar, día y hora del arresto, la orden o circunstancia en que ocurre y los funcionarios o agentes responsables de su ejecución.

(50) Ver Art. 274-275 del Nuevo Código Penal de la Rep. Dom.

(51) Ver Resolución No. 14783-03 de la Procuraduría General de la República, que prohíbe a la 

      policía apresar sin orden judicial salvo en los casos de flagrante delito o cuando tengan

     objetos, armas o instrumentos que evidencien o hagan presumir razonablemente que son

     autores o cómplices de una infracción y que pueden fugarse o ausentarse del lugar.
(52) Ver Resolución  No. 14786/2003  del 20 de noviembre del 2003, Procuraduría General de la República,   

     Acápite (G) Cito: “El imputado sólo será privado de su libertad exclusivamente en los casos de flagrante

     delito, de conformidad con el Art. 8, numeral 2, literal b) de la Constitución de la Republica”.  
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INFORME SOBRE LAS DILIGENCIAS PRELIMINARES

Los funcionarios de la policía deben informar al ministerio público sobre las diligencias preliminares de la investigación dentro del plazo de setenta y dos (72) horas. Si se ha procedido a un arresto, el plazo se reduce a veinticuatro (24) horas. (53)
A los fines de documentar las diligencias, es suficiente con asentar en un acta única, con la mayor exactitud posible, las relevantes para la investigación, en la cual se deja constancia de las instrucciones recibidas del ministerio público y, en su caso, de los jueces.

El informe es firmado por quien dirige la investigación y, en lo posible, por las personas que intervienen en los actos o que proporcionan alguna información. Si el defensor participa en alguna diligencia se hace constar y se le solicita que firme; si no accede a firmar, se hace mención de esta circunstancia, lo que no invalida el acta.

REMISIÓN DE OBJETOS SECUESTRADOS

Los objetos secuestrados son enviados al ministerio público con el informe correspondiente, salvo cuando la investigación sea compleja, existan obstáculos insalvables o los objetos sean necesarios para actos de prueba, casos en los que son enviados inmediatamente después de la realización de los exámenes técnicos o científicos correspondientes.

4.5- INVESTIGACIÓN PRELIMINAR


El Ministerio Público tendrá a su cargo la investigación penal, esto es, la recolección de todas las pruebas para concluir en la presentación de una acusación que permita enjuiciar al imputado, un requerimiento que permita concluir el caso u otra salida alternativa al conflicto planteado. (54)  

Emerge como una necesidad impostergable fortalecer una actividad de investigación objetiva destinada a establecer convicciones mínimas para justificar el mérito de la apertura del juicio, llevada a cabo con amplia intervención de las partes que se expresa en una acusación específica e individualizada y no el difuso  manto del expediente o la simple mención de textos legales pretendidamente violados.

(53) Ver Art. 277 del Nuevo Código Penal de la Rep. Don.

(54) Dr. Jurgen Baumann, Derecho Procesal Penal, Pag. 23 Ediciones Depalma, Buenos Aires, 1986, Cito: 

    “En este proceso se investigan los hechos, el ministerio, a quien está asignada esta tarea asume una 

     posición especialmente relevante, es decir domina el procedimiento”. 
INICIO DE LA INVESTIGACIÓN

Recibida la denuncia, la querella, el informe policial o realizadas las primeras investigaciones de oficio, el ministerio público abre de inmediato el registro correspondiente en que hace constar los datos siguientes:

a) Una sucinta descripción del objeto de la investigación;

b) Los datos del imputado, si los hay;

c) La fecha en que se inicia la investigación;

d) La calificación jurídica provisional de los hechos imputados;

e) El nombre del funcionario del ministerio público encargado. (55)
EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL

Si el ministerio público decide ejercer la acción penal, practica  por sí mismo u ordena a la policía practicar bajo su dirección las diligencias de investigación que no requieren autorización judicial ni tienen carácter jurisdiccional. Solicita al juez las autorizaciones necesarias, conforme lo establecido este código.

ARCHIVO

El ministerio público puede disponer el archivo del caso mediante dictamen motivado cuando:

1. No existen suficientes elementos para verificar la ocurrencia del hecho;

2. Un obstáculo legal impida el ejercicio de la acción;

3. No se ha podido individualizar al imputado;

4. Los elementos de prueba resulten insuficientes para fundamentar la acusación y no exista razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos;

5. Concurre un hecho justificativo o la persona no puede ser considerada penalmente responsable;

6. Es manifiesto que el hecho no constituye una infracción penal;

7. La acción penal se ha extinguido;

8. Las partes han conciliado;

9. Proceda aplicar un criterio de oportunidad.

En los casos de los numerales 1, 2, 3 y 4, el archivo no puede ser modificado mientras no varíen las circunstancias que lo fundamentan o se mantenga el obstáculo que impide el desarrollo del proceso. En los casos  de los numerales 5, 6, 7, 8 y 9, el archivo extingue la acción penal.

En todo caso, el archivo pone fin a cualquier medida de coerción contra el imputado.

(55) Ver Art.279-280-281 del Nuevo Código Penal de la Rep. Dom.
INTERVENCIÓN DEL QUERELLANTE Y DE LA VICTIMA

Antes de disponer el archivo invocando las causas previstas en los numerales 4 y 5 del artículo No. 281 del Nuevo Código Penal, el ministerio público debe ponerlo en conocimiento del querellante o, en su caso, de la víctima que ha solicitado ser informada y ofrecido su domicilio, para que éstos manifiesten si tienen objeción al respecto; en este caso, deben indicarlo por escrito dentro de los días siguientes. (56)  
Si el ministerio público decide archivar, no obstante la objeción de la víctima o del querellante, éstos pueden acudir al juez para que proceda al examen de la medida.

(56) Ver Art. 281 del Nuevo Código Procesal Penal Dominicano numeral 4 y 5 del año 2003. 
EXAMEN DEL JUEZ

El archivo dispuesto en virtud de cualquiera de las causales previstas en el artículo No. 281 se notifica a la víctima que haya presentado la denuncia y solicitado ser informada o que haya presentado la querella; ella puede objetar el archivo ante el juez, dentro de los tres días, solicitando la ampliación de la investigación, indicando los medios de prueba practicables o individualizando al imputado. En caso de conciliación, el imputado y la víctima pueden objetar el archivo, invocando que ha actuado bajo coacción o amenaza.

En todo caso, recibida la objeción, el juez convoca a una audiencia en el plazo de cinco días. 

El juez puede confirmar o revocar el archivo. Esta decisión es apelable.

MEDIDA DE COERCIÓN

El ministerio público puede solicitar al juez la aplicación de una medida de coerción. El requerimiento contiene los datos personales del imputado, el relato del hecho y su calificación jurídica, los elementos de prueba que lo sustentan, el tipo de medida que se requiere y en su caso la solicitud del arresto.

Recibido el requerimiento, el juez cita a las partes a una audiencia que se realiza en un plazo no mayor de tres días hábiles. Es indispensable la presencia del ministerio público, del imputado y su defensor. Si el ministerio público no concurre, se tiene el requerimiento como no presentado. En la audiencia, el ministerio público expone los motivos de su requerimiento y se invita al imputado a declarar en su defensa. (57)  
Si el imputado ha sido arrestado, es puesto a disposición del juez sin demora innecesaria y siempre dentro del plazo máximo de veinticuatro horas de su arresto. De lo contrario, el ministerio público dispone su libertad, sin perjuicio de continuar con la acción penal.

DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN

DILIGENCIAS

El ministerio público puede exigir informaciones de cualquier particular o funcionario público, fijando un plazo conforme a las circunstancias del caso, y practicar por sí, o hacer practicar por funcionarios policiales, cualquier clase de diligencias. Solicita la intervención judicial cuando lo establece este código.

PROPOSICIÓN DE DILIGENCIAS

Las partes tienen la facultad de proponer diligencias de investigación en cualquier momento del procedimiento preparatorio. El ministerio público las realiza si las considera pertinentes y útiles; en caso contrario, hace constar si las partes pueden acudir ante el juez, para que decida sobre la procedencia de la prueba propuesta. Si el juez estima que la diligencia es procedente, ordena al ministerio público su realización.

ANTICIPO DE PRUEBA

El Nuevo Proceso Penal Dominicano establece que las partes pueden excepcionalmente solicitar al juez un anticipo de prueba cuando:

a) Se trate de un peritaje  que por sus características no permita que se realice posteriormente un nuevo examen.

b) Es necesaria la declaración de un testigo que, por algún obstáculo difícil de superar, se presuma que no podrá hacerse durante el juicio o, cuando por la complejidad del asunto, exista probabilidad de que el testigo olvide circunstancias esenciales sobre lo que conoce.

c) El juez practica el acto, si lo considera admisible, y cita a las partes, quienes tienen derecho a asistir, a hacer uso de la palabra con autorización del juez. En todo caso, las partes presentes pueden solicitar que consten en el acta las observaciones que estiman pertinentes, incluso sobre irregularidades e inconsistencias del acto.

d) El acto se registra por cualquier medio fehaciente y será conservado por el ministerio público, sin perjuicio de las partes se puedan hacer expedir copia.

(57)  Código Procedimiento Criminal, Art. 128 (Ley No. 5155, del 26 de Junio de 1959). Terminado el 

      procedimiento, el juez de instrucción lo comunicará al Procurador Fiscal, éste lo devolverá en 3

     días hábiles, si el hecho no constituye crimen, proveerá un auto de no ha lugar a la persecución 

     criminal y ordenará la libertad del imputado.
URGENCIA

Si alguno de los actos previstos en el artículo No. 287 del NCP es de extrema urgencia, el ministerio público puede requerir verbalmente la intervención del juez y éste practica el acto con prescindencia de las citaciones previstas y, de ser necesario, designa un defensor público para que participe en el acto.

Cuando se ha precedido por urgencia, después de practicado el acto, debe ser puesto en conocimiento de las partes, si la hay.

PRESERVACIÓN DE LOS ELEMENTOS DE PRUEBA

El ministerio público debe asegurar los elementos de prueba esenciales sobre la infracción, aun cuando se haya dictado la suspensión condicional del procedimiento o se haya dispuesto el archivo en los supuestos previstos en los numerales 1, 2, 3 y 4 del artículo No. 281 del NCP.
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CARÁCTER DE LAS ACTUACIONES

El procedimiento preparatorio no es público para los terceros. Las actuaciones sólo pueden ser examinadas por las partes, directamente o por medio de sus representantes.

Los abogados que invoquen un interés legítimo son informados por el ministerio público sobre el hecho que se investiga y sobre los imputados que existan, con el propósito de que decidan si aceptan participar en el caso.

Las partes, los funcionarios que participen de la investigación y las demás personas que, por cualquier motivo, adquieran conocimiento de las actuaciones cumplidas, tienen la obligación de guardar discreción. El incumplimiento de esta obligación es considerada falta grave.

Cuando el imputado sea un funcionario público a quien se le atribuye la comisión de una infracción en el ejercicio de sus funciones o en ocasión de él, o se trate de una infracción de que afecta el patrimonio público, los medios de comunicación pueden tener acceso a aquellas actuaciones que a juicio del ministerio público no perjudiquen la investigación ni vulneren los derechos del imputado.

RESERVA

Si contra el imputado no se ha solicitado una medida de coerción ni la realización de un anticipo de prueba, el ministerio público dispone el secreto total o parcial de las actuaciones, siempre que sea indispensable para el éxito de un acto concreto de investigación.

RESOLUCIÓN DE PETICIONES

Cuando el juez debe resolver peticiones, excepciones o incidentes, en los que se verifique la necesidad de ofrecer prueba o resolver una controversia, convoca a una audiencia dentro de los cinco días de su presentación. En los demás casos resuelve directamente dentro de los tres días de la presentación de la solicitud.

CONCLUSIÓN DEL PROCEDIMIENTO PREPARATORIO

Los actos conclusivos del procedimiento preparatorio se manifiestan concluida la investigación y en este sentido el ministerio público puede requerir por escrito los siguientes documentos:

a) La apertura a juicio mediante la acusación;

b) La aplicación del procedimiento abreviado mediante la  acusación correspondiente;

c) La suspensión condicional del procedimiento.

Junto al requerimiento el ministerio público remite al juez los elementos de prueba que le sirven de sustento.

ACUSACIÓN

Cuando el ministerio público estima que la investigación proporciona fundamento para someter a juicio al imputado, presenta la acusación requiriendo la apertura de juicio. La acusación debe contener las siguientes informaciones:

a) Los datos que sirvan para identificar al imputado;

b) La relación precisa y circunstanciada del hecho punible que se atribuye al imputado, con identificación específica de su participación;

c) La fundamentación de la acusación, con la descripción de los elementos de prueba que la motivan;

d) La calificación jurídica del hecho punible y su fundamentación;

e) El ofrecimiento de la prueba que se pretende presentar en juicio, que incluye la lista de testigos, peritos y todo otro elemento de prueba, con la indicación de los hechos o circunstancias que se pretende probar, bajo pena de inadmisibilidad.

Si considera razonablemente que el imputado podría no presentarse a la audiencia preliminar o al juicio, solicita se ordene el arresto u otra medida de coerción posterior.

ACUSACIÓN ALTERNATIVA O SUBSIDIARIA

En la acusación, el ministerio público o el querellante pueden señalar, alternativa o subsidiariamente, las circunstancias del hecho que permitan calificar el comportamiento del imputado como una infracción distinta, a fin de posibilitar su correcta defensa.

NOTIFICACIÓN DE LA ACUSACIÓN

El ministerio público notifica al acusación al querellante o a la víctima de domicilio conocido que haya pedido ser informada de los resultados del procedimiento, para que manifieste si pretende presentar acusación o adherirse a la ya planteada por el ministerio público, casos en los cuales debe indicarlo por escrito dentro de los tres días siguientes.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                    

La acusación del querellante debe presentarse ante el juez dentro de los diez días siguientes al vencimiento del plazo anterior.

PRETENSIONES DEL ACTOR CIVIL

Cuando se haya ejercido la acción civil, el ministerio público debe poner la acusación en conocimiento del actor civil, para que dentro del plazo de cinco días concrete sus pretenciones, indique la clase y forma de reparación que demanda y liquide el monto de los daños y perjuicios que estime haber sufrido hasta ese momento, sin perjuicio de ampliar las partidas por las consecuencias futuras. En esta misma oportunidad, debe ofrecer la prueba para el juicio conforme a las exigencias señaladas para la acusación. 

En cuanto sean compatibles aplican las mismas reglas de la querella en cuanto a la oportunidad de su presentación.

4.6- FUNCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Ministerio Público es una institución del sistema de justicia autónoma e independiente, encargada de investigar los hechos punibles de acción pública y promover la acción penal ante los tribunales, de contribuir a la efectiva vigencia de la Constitución y el Estado de Derecho de procesar el acceso a la justicia de todas las personas.

Ningún tribunal del ramo penal puede funcionar sin tener un agente del Ministerio Público adscrito. Ningún proceso penal puede ser iniciado ni coordinado sin la intervención de un agente del Ministerio Público. Todas las determinaciones tomadas o providencias dictadas por jueces o tribunales, deben ser notificadas a ese ministerio, pues es parte imprescindible en todo proceso, en representación de la sociedad; su no intervención traerá consigo la nulidad de las actuaciones que se hubieren practicado sin su intervención.

El Ministerio Público debe ser una institución de buena fe. La sociedad tiene tanto interés en el castigo de los responsables de los delitos, como en el respeto de los derechos y de las garantías de los individuos que componen el conglomerado, de manera que las funciones del Ministerio Público deben mantenerse equilibradamente dentro de esos dos extremos. Consecuentemente, ese ministerio no debe desempeñar el papel de un inquisidor, ni constituirse en una amenaza pública o de procesados.

El Ministerio Público tiene a sus cargo la dirección de la investigación de todas las infracciones perseguibles por acción pública y actúa con el auxilio de la policía.

ALCANCE DE LA INVESTIGACIÓN 
Es obligación del Ministerio Público extender la investigación a las circunstancias de cargo y también a las que sirvan para descargo del imputado, procurando recoger con urgencia con urgencia los elementos probatorios y actuando en todo momento conforme a un criterio objetivo.

REGISTRO DE LA INVESTIGACIÓN

El Ministerio Público elabora actas de diligencias realizadas durante el procedimiento preparatorio cuando sean útiles para fundar la acusación u otro requerimiento.

Las actuaciones contenidas en el registro de investigación no tiene valor probatorio  para fundar la condena del imputado, salvo las actas que éste Código autoriza incorporar al juicio por su lectura.

Los jueces llevan un registro general de sus decisiones.

PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN LA FASE PREPARATORIA

La querella debe presentarse antes de que se dicte el auto de apertura de juicio. Si la querella es presentada en la audiencia preliminar, deben cumplirse todas las condiciones de forma y de fondo previstos en esa etapa.

4.7- ESTATUTO DEL MINISTERIO PÚBLICO (LEY 78-03)

Recientemente fue aprobado por el Poder Legislativo, la ley 78-03 de fecha 2 de enero del año 2003, la cual se refiere a los estatutos del Ministerio Público. Dicha Ley fue promulgada por el Poder Ejecutivo en fecha 21 de Abril del 2003.

La ley 78-03, constituye un avance significativo, referente al Ministerio Público, a Continuación presentamos un resumen de las principales características de esta importante ley:

DEFINICIÓN

El Ministerio Público es un órgano del sistema de justicia, garante del estado de derecho, funcionalmente independiente en sus actuaciones.  Es el encargado de dirigir la investigación de los hechos de carácter penal en representación de la sociedad, de la puesta en movimiento y del ejercicio de la acción pública; proteger a las víctimas y testigos en el ámbito de las actuaciones que realice y ejercer y cumplir todas las demás atribuciones que le confieren las leyes.

Principios de  Legalidad.-  El Ministerio Público deberá someter sus actuaciones a los dictados de la Constitución, de las leyes y a lo establecido en los tratados internacionales ratificados por la Republica Dominicana.

Principio de Unidad de Actuaciones.-  El Ministerio Público, como institución que ejerce la función requirente de justicia ante los tribunales de la República, es único para todo el territorio nacional.  El Procurador General de la República es el máximo representante del organismo.  Tiene la dirección, orientación y supervisión de todos los funcionarios del mismo, los cuales le están subordinados y actúan siempre por su delegación y bajo su dependencia.

Principio de Indivisibilidad.-  Cada oficial del Ministerio Público deberá cumplir su cometido en forma coordinada, de manera que uno cualquiera de sus miembros pueda continuarlas y ejecutarlas con la virtualidad de surtir los mismos efectos.

ATRIBUCIONES DEL MINISTERIO PUBLICO

Según el Art. 16.- de la Ley 78-03.-  Corresponde al Ministerio Público el ejercicio exclusivo de la acción penal, sin perjuicio de la participación de la víctima o de los ciudadanos en el proceso conforme a lo que establece la Ley- para ello tendrá las siguientes atribuciones:

a) Investigar los hechos punibles de la acción públicas.

b) Representar y defender el interés público con respecto a todas las infracciones y asuntos que se requieran conforme a la Ley.

c) Velar por la observación de la Constitución, las leyes y las libertades públicas fundamentales en todo el territorio nacional.

d) Garantizar el efectivo cumplimiento de las normas del debido proceso legal, protegiendo y respetando la dignidad humana, sin discriminación alguna.

e) Ejercer la dirección funcional y coordinar las investigaciones de los hechos delictivos por parte de la Policía Judicial.

f) Poner en movimiento y ejercer la acción pública en los casos que corresponda.

     Entre otras, etc.

COMPOSICIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Misterio Público está integrado por los siguientes funcionarios:

1) El Procurador General de la República, quien lo encabeza.

2) Un Primer Procurador General Adjunto.

3) Un Segundo Procurador General Adjunto.

4) Los Procuradores Generales Adjuntos, cuyo número no será menor de siete (7).

5) Los Procuradores Generales ante las Cortes de Apelación.

6) Los Procuradores Adjuntos de las Cortes de Apelación, cuyo número no será menor de dos.

7) Los Procuradores Fiscales ante los Juzgados de Primera Instancia.

8) Los Fiscales Adjunto cuyo número será determinado por el Procurador General de la República de acuerdo con las necesidades del servicio.

9) Los Fiscalizadores ante los Juzgados de Paz Ordinarios.

DESIGNACIÓN DE LOS MIEMBROS DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Procurador General de la República será designado libremente por el Presidente de la República, de acuerdo con los requisitos establecidos en la Constitución de la República y en el artículo 41 de la Ley No.78-03.

Los demás integrantes del Ministerio Público serán designados por el Presidente de la República de acuerdo con el listado que le someta el Consejo Nacional de procuradores de los optantes evaluados por la Escuela Nacional del Ministerio Público, a partir de su entrada en funcionamiento.

PRESUPUESTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Ministerio Público tendrá una partida propia en el Presupuesto de Ingresos y Ley de Gastos Públicos, cuyos recursos administrará con total autonomía, sin perjuicio de los controles establecidos en la Constitución y en las Leyes.

La Procuraduría General de la República preparará cada año su presupuesto de gastos, el cual será remitido al Poder Ejecutivo para su incorporación al correspondiente proyecto de Presupuesto de Ingresos y Ley de Gastos Públicos, que someterán a la consideración del Congreso Nacional.

CESACIÓN EN FUNCIONES

     Todos los miembros del Ministerio Público, titulares y adjuntos cesarán en sus funciones por una de las causas siguientes:

a) Por cumplir 75 años de edad.

b) Muerte.

c) Salud incompatible con el cargo o enfermedad irrecuperable.

d) Evaluación deficiente en el desempeño de sus funciones.

e) Incapacidad o Incompatibilidad.

f) Renuncia.

g) Abandono del cargo.

h) Destitución por la comisión de faltas graves.

CAPÍTULO V

LA FASE PRELIMINAR
La Audiencia o Fase Preliminar están contenidos en los Art. 298 y 304 Del Nuevo Código Procesal Penal Dominicano.

Esta fase se inicia con la Convocatoria que se pone de manifiesto  cuando se presente la acusación. En este sentido el secretario notifica a las partes e informa al ministerio público para que ponga a disposición de las partes los elementos de prueba reunidos durante la investigación, quienes pueden examinarlos en el plazo común de cinco días.  Por el mismo acto, convoca a las partes a una audiencia oral y pública, que debe realizase dentro de un plazo no menor de diez días ni mayor de veinte.

5.1- DEFINICIÓN

Es la fase posterior a la fase preparatoria en la cual se determina en una audiencia oral y público si la acusación emitida por el Ministerio Público o el querellante al Juez de esta fase (Juez de Instrucción), puede ser rechazada, admitida total o parcialmente para poder realizar o no un Juicio de Fondo para así determinar la inocencia o culpabilidad del imputado. (58)  
5.2- APODERAMIENTO Y CONVOCATORIA

Cuando se presenta la acusación, el secretario notifica a las partes los elementos de prueba reunidos durante la investigación, quienes pueden examinarlos en el plazo común de cinco días. Por el mismo acto, convoca a las partes a una audiencia oral y pública, que debe realizarse dentro de un plazo no menor de diez días ni mayor de veinte días.
(58)  Carnelutti Francesco, Derecho Procesal Penal, Pag. 339, Serie I, Volumen 4, Cito: “El procedimiento   

      preliminar sólo puede ser  conducido por el Ministerio Público coadyuvado, cuando  sea necesario por la Policía Judicial, en esta fase no opera el juez ni el defensor”.
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5.3- DEFENSA TÉCNICA

El imputado tiene el derecho irrenunciable a hacerse defender desde el primer acto del procedimiento por un abogado de su elección, y, a que si no lo hace, se le designe de oficio un defensor público.  En este caso, el juez vela para que esto no perjudique la eficacia de la defensa técnica.  La designación del defensor no debe menoscabar el derecho del imputado a formular directamente solicitudes e informaciones.  La inobservancia de esta norma produce la nulidad del procedimiento.

Dentro de los cinco días de notificación, el imputado puede:

1. Objetar el requerimiento que haya formulado el ministerio público o el querellante, por defectos formales o sustanciales.

2. Oponer las excepciones previstas en este código, cuando no hayan sido planteadas con anterioridad o se funden en hechos nuevos.

3. Solicitar la suspensión condicional del procedimiento.

4. Solicitar que se dicte auto de no ha lugar a la apertura a juicio.

5. Solicitar la sustitución o cese de una medida de coerción.

6.  Solicitar la aplicación del procedimiento abreviado.

7. Ofrecer la prueba para el juicio, conforme a las exigencias señaladas para la acusación.

8. Plantear a cualquier otra cuestión que permita una mejor preparación del juicio.

Dentro del mismo plazo, el imputado debe ofrecer los medios de prueba necesarios para resolver las cuestiones propias de la audiencia preliminar.

El secretario dispone todo lo necesario para la organización y el desarrollo de la audiencia y la producción de la prueba.

5.4- FUNCIÓN DEL JUEZ DE LA INSTRUCCIÓN 

El Juez de Instrucción es nombrado por la Suprema Corte de Justicia de acuerdo al ordinal 4 del Art. 67 de la Constitución, para que proceda a la instrucción preparatoria de las causas criminales o correccionales; conozca de éstas por requerimiento del Fiscal o de la Parte Civil, pero también de oficio en el caso especial de flagrante delito.

Es inamovible, sólo cesará en sus funciones por destitución sobre juicio disciplinario por la comisión de falta grave en el ejercicio de sus funciones. Por jubilación, conforme al Art. 56 de la Ley 327-98 de Carrera Judicial.

Corresponde a los jueces de la instrucción resolver todas las cuestiones en las que la ley requiera la intervención de un juez durante el procedimiento preparatorio, dirigir la audiencia preliminar, dictar las resoluciones pertinentes y dictar sentencia conforme a las reglas del procedimiento abreviado.

La función de las jurisdicciones de instrucción es recoger las pruebas relativas a ciertas infracciones graves y complejas, y decidir si hay lugar a traducir al inculpado por ante las jurisdicciones del juicio.

Con el propósito de evitar una concentración demasiado grande de poder en un solo funcionario u organismo, el Legislador ha querido que la persecución y la instrucción sean realizadas por dos órdenes de funcionarios diferentes que son, en principio, el Procurador Fiscal y las jurisdicciones de instrucción.

El fiscal debe antes de apoderar al juez de instrucción o a la jurisdicción de juicio según se trate de un crimen o un delito, realizar por sí mismo o por medio de los miembros de la Policía Judicial, una investigación oficiosa, verdadera instrucción preliminar cuya finalidad es recoger los elementos que le permitan determinar si procede o no poner en movimiento la acción pública.

En nuestro sistema jurídico la instrucción preparatoria sólo tiene lugar en los asuntos de naturaleza criminal en los cuales es un preliminar obligatorio al sometimiento del acusado ante las jurisdicciones de juicio.

Si el Juez de Instrucción considera que hay indicios suficientes para someter al inculpado ante la jurisdicción de juicio dictará auto calificativo.

El juez de instrucción constituye por sí mismo la jurisdicción de instrucción de primer grado.

En realidad la inexistencia de la instrucción preparatoria en materia correccional y de simple policía es más teórica que real, pues a propósito de los delitos y a veces de las contravenciones casi siempre se realizan las investigaciones oficiosas a las cuales nos acabamos de referir. (59) Lo que sucede es que en materia criminal ella es obligatoria, está reglamentada y es llevada a cabo por funcionarios especializados y en las otras materias no.

La instrucción judicial, como la conocemos, desaparece, ya no deberá  decidir  sobre  la  situación  jurídica  del  imputado.  Para ello, tiene ahora un plazo 

de seis días desde la declaración indagatoria del último imputado o desde la de éste, para pronunciarse sobre su situación jurídica, ya sea dictando una falta de mérito en el caso de que existan por el momento pruebas que lo comprometan, pero tampoco esté acreditado lo contrario o un procesamiento, cuando existan suficientes elementos de prueba para sospechar que participó en los hechos que motivaron el ejercicio de la acción pública, por parte del agente fiscal. Ambas resoluciones son provisionales y pueden ser modificadas, de oficio o a petición de parte. Por lo general las faltas de mérito se convierten en nuestro cuello de botella no oficial, pues suelen degenerar en prórrogas extraordinarias que al año se transforman, por el solo transcurso del tiempo, en sobreseimientos obligatorios si no se  ha recibido  más  prueba que haga cambiar la situación jurídica del acusado.(60) De esta manera, gran cantidad de los asuntos que se tramitan, sin llegar al debate. Por el contrario al dictado de un acto de procesamiento, tampoco garantiza que la causa llegará al debate, porque, es muy probable que a través de los diversos recursos puede interponer el defensor, pueda ser modificado por el propio juez o por el Tribunal Superior de Apelaciones.

En todo caso, también debe actuar, presidiendo un pequeño semidebate oral que dirige cada vez que se enfrenta a diversos tipos de diligencias judiciales, como reconstrucciones o reconocimientos, pues debe actuar como el moderador y fiscalizar las preguntas que efectúen tanto el defensor como el agente fiscal, ya sea al testigo o al imputado cuando éste desea intervenir en el acto, aunque no este obligado a ello. Se espera que durante la diligencia, el juez sea quien dirija el acto, proceda a interrogar a los intervinientes, y  se muestre interesado en el control de las preguntas que  las partes también haga. (61)  
La Suprema Corte de Justicia mediante Resolución No. 1920-2003 del 13 de Noviembre del 2003 en una forma de allanar el camino para la entrada en vigencia del Nuevo Código Penal Dominicano en el mes de Septiembre del 2004 en este sentido establece que previo a la decisión del juzgado de Instrucción, en los casos en que produce librar un mandamientos, y de solicitud de libertad bajo fianza, es necesario que el Juez celebre vistas, en las cuales las partes puedan presentar alegatos, manteniendo incólumes los principios y garantías de ser oído, de publicidad y de contradicción, aun en los casos de decisiones provisionales. 

Atendiendo, que en un sistema garantista de los postulados del debido proceso, el  procesado  tiene  derecho  a  la  asistencia  de  abogado,  para  que  le oriente y asista técnicamente sobre los cargos que se le imputan, haciéndose necesaria la presencia de dicho defensor durante los interrogatorios de la fase de instrucción.

5.5.- DESARROLLO DE LA AUDIENCIA

El día señalado se realiza la audiencia con la asistencia obligatoria del ministerio público, el imputado, el defensor y el querellante. Las ausencias del ministerio público y del defensor son subsanadas de inmediato, en el último caso, nombrando un defensor público o permitiendo su reemplazo. El juez invita al imputado para que declare en su defensa, dispone la producción de la prueba y otorga tiempo suficiente para que cada parte fundamente sus pretensiones. El juez vela especialmente para que la audiencia preliminar no se pretenda resolver cuestiones que no son propias del juicio. 

Si no es posible realizar la audiencia por ausencia del imputado el juez fijará un muevo día y hora y dispone todo lo necesario para evitar su suspensión. A solicitud del ministerio público o del querellante, el juez puede ordenar el arresto. 

En cuanto sean aplicable, rigen las reglas del juicio, adaptada a la sencillez de la audiencia preliminar.

De esta audiencia se elabora un acta.
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(59) El actual Código de procedimiento Criminal  que establece:  “El  Juez  de  Instrucción es apoderado por el juez coordinador de los Jueces de Instrucción,  mediante  un sistema aleatorio computarizado  previo  requerimiento introductivo del Procurador  Fiscal.  Una vez apoderado el  juez  éste procede a preparar la Sumaria, y una vez concluida podrá emitir dos  decisiones: Un auto de no ha lugar o una providencia calificativa. La primera la emite cuando no existen indicios serios, graves,  precisos y concordantes que   comprometen la responsabilidad  penal del  imputado. La providencia  calificativa indica que existen los  indicios serios, graves, precisos y concordantes para ser enviados a un  tribunal Criminal”.
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  (60)  Ver Ley No. 334 del 24 de diciembre del 1925, Art. 1, Cito: “El Juez de Instrucción deberá someter, con las correspondientes instrucciones, al Procurador Fiscal, todo proceso del cual haya sido amparado, dentro de 30 días a contar de la fecha en que lo haya recibido pudiendo solicitar una prórroga  de 30 o 60 días más rindiendo cuentas de las diligencias al Procurador  General de la Corte correspondiente”. 

(61)  Herrera Billini, Hipólito, Lecciones  de Procedimiento Criminal, Pag. 172, Cito: “El Juez de instrucción no puede ni  comenzar  ni terminar la instrucción sin  el requerimiento escrito y  previo del  fiscal. El  juez de  instrucción al igual que el juez no puede apoderarse por si mismo porque eso  sería ejercer el derecho de  persecución y tomar  en  sus  manos la  acción pública que no  le ha  sido confiada y además  no  puede estatuir sobre la acusación sin obtener la opinión del ministerio público quien  tiene el derecho de ser oído en todo el curso del proceso penal.
5.6- VALORACIÓN DE LA PRUEBA

En derecho positivo se ha oscilado entre el sistema de la prueba legal y el de la prueba moral o de la íntima convicción.

En el primero la Ley organiza los medios de investigar y de establecer la culpabilidad, y se da por sentado que ésta queda demostrada por la reunión de circunstancias cuyo concurso determina la forma en que forzosamente, en ausencia de las cuales no puede condenar al inculpado, en pocas palabras, se fija de antemano el valor de las pruebas, las cuales son clasificadas y jerarquizadas; este era el  sistema que imperaba en el antiguo Derecho Francés.  En el segundo se admite que un hecho puede ser probado por todos los medios, pero el Juez queda en entera libertad para decidir de acuerdo con la impresión que han causado en su ánimo los diversos elementos de prueba que le han sido sometidos, él juzga conforme a su íntima convicción.

En Nuestro Código de Procedimiento Criminal vigente impera en la actualidad la íntima Convicción del Juez, sin embargo en el Nuevo Código Procesal Penal el sistema que va a prevalecer será el de la Prueba Moral, ya que aquí se tomará en cuenta la clasificación y la Jerarquización de Las Pruebas.

El Juez Penal, al igual que todos los demás Jueces (62), sólo puede fundamentar su decisión en las pruebas admitidas por Ley, legalmente adquiridas y regularmente administradas contradictoriamente, tal como acontece con los actos anulados y que han sido excluidos de los debates, por ejemplo, una confesión  irregularmente obtenida  o sobre  los resultados de  un peritaje irregular. (63)
LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA DEL INCULPADO Y EL INDUBIO PRO REO

Porque el proceso penal en sí constituye una vulneración al derecho, a la libertad individual o implica lesionar otras libertades, fue consagrado como una regla fundamental consuetudinaria la persecución de inocencia de todo inculpado mientras no exista en su contra una sentencia condenatoria con la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada. (64)
En doctrina se afirma que la presunción de inocencia es una aplicación del principio general favori rei que rige en las soluciones del derecho penal moderno, lo que significa que toda persecución y todo el proceso subsecuente parten de la inocencia del inculpado, nunca de su culpabilidad.

La presunción de inocencia es una regla jurídica que sirve de base a todo el procedimiento penal y que a la vez condiciona su estructura, lo que obliga a su respeto tanto en la fase previa al juicio como durante su instrucción y a la vez debe ser sopesada por el juez al dictar su decisión. (65)
(62) Ver Suprema Corte de Justicia, Boletín Judicial No. 414, Pág. 40, del 30 de Enero de 1945

(63) Corte de Casación Francesa, Sumario No. 12 Gaseta No. 1952 del 31 de Agosto de 1952

(64) Ver Art.329-330 del Nuevo Código Procesal Penal de la Rep. Dom.

LA PRUEBA COMO EL ELEMENTO MATERIAL DE INCRIMINACIÓN

Compete al Ministerio Público probar que el inculpado es el autor material del hecho o de los hechos que constituyen la actuación presuntamente delictuosa, ya sea como autor principal de los mismos, ya sea como cómplice, lo cual rige tanto cuando los hechos imputados son positivos como cuando son negativos, tales como una abstención o una omisión. La misión del ministerio publico en este sentido es agravar la situación del inculpado 

 La obtención de la prueba está sometida a requisitos muy precisos para que la misma pueda servir como fundamento de la acusación y condena. De manera particular se ha consagrado la obligación de reproducir la prueba, siempre que sea posible ante los Jueces de fondo.  Se consagra el principio a las reglas de sana critica.

En el Nuevo Proceso Penal los documentos y elementos de prueba son leídos o exhibidos en la audiencia, según corresponda, con indicación de su origen (66)
Las grabaciones y los elementos de prueba audiovisuales son reproducidos.

Las partes y el tribunal pueden acordar excepcionalmente y por unanimidad, la lectura, exhibición o reproducción parcial de esos Medios de Prueba, cuando esa lectura o reproducción baste a los fines del debate en el Juicio.

Finalmente el Tribunal puede ordenar, excepcionalmente y a petición de parte, la recepción  de cualquier prueba si en el curso de la audiencia surgen circunstancias nuevas que requieran esclarecimiento.

(65) Pellerano, Gomez, Juan Ml., La enumeración de los Derechos del Hombre, en Opus Cil. Pag. 139.

(66) Ver Art. No. 90 de la Ley No. 224 sobre Régimen Penitenciario

LEGALIDAD DE LA PRUEBA.

Según la Suprema Corte de Justicia mediante Resolución No. 1920-2003 del 13 de Noviembre del 2003 establece que el principio de la legalidad de la prueba es consustancial con las garantías judiciales, entendidas éstas como procedimientos o medios para asegurar la vigencia efectiva de los derechos fundamentales. Este principio de la legalidad de la prueba es parte del derecho al debido proceso de la Ley, por lo que los medios de prueba son los que pueden justificar la imputación de un hecho punible, y, en consecuencia, que se pueda determinar la restricción de la libertad personal del acusado.

Las pruebas, y sólo las legalmente admitidas, son pertinentes en la acreditación de la verdad del hecho imputado, y justificantes de la motivación de la sentencia condenatoria o absolutoria.


Este principio también es aplicable en la substanciación de cualquier otro proceso de carácter penal o determinación de derechos y obligaciones de carácter civil, laboral, disciplinario, administrativo u otros.


Pero es necesario enfatizar que el medio o instrumento de prueba sólo es válido si es adquirido y admitido de modo lícito, con respeto estricto a los derechos humanos, libertades y garantías  constitucionales del imputado o justiciable y en apego a las reglas establecidas en las deferentes normas que regulan el mecanismo de la reconstrucción del hecho y de la recolección de las pruebas.

RESOLUCIÓN

Inmediatamente después de finalizada la audiencia, el juez resuelve todas las cuestiones planteadas y en su caso:

1. Admite total o parcialmente la acusación del ministerio público o del querellante, y ordena la apertura a juicio.

2. Rechaza la acusación del ministerio público o del querellante y dicta auto de no ha lugar a la apertura a juicio.

3. Ordenan la suspensión condicional del procedimiento.

4. Resuelve conforme un procedimiento abreviado.

5. Ordena la corrección de los vicios formales de la acusación de ministerio público o del querellante.

6. Impone, renueva, sustituye o hace cesar las medidas de coerción.

7. Aprueba los acuerdos a los que lleguen las partes respecto de la acción civil resarcitoria y ordena todo lo necesario para ejecutar lo acordado.

La lectura de la resolución vale como notificación.

5.7- AUTO DE APERTURA A JUICIO

El juez dicta auto de apertura a juicio cuando considera que la acusación tiene fundamentos suficientes para justificar la probabilidad de una condena. La resolución por la cual el juez ordena la apertura a juicio contiene:

1. Admisión total de la acusación.

2. La determinación precisa de los hechos por los que se abre el juicio y de las personas imputadas, cuando el juez sólo admite parcialmente la acusación.

3. Modificaciones en la calificación jurídica, cuando se aparte de la acusación.

4. Identificación de las partes admitidas.

5. Imposición, renovación, sustitución o cese de las medidas de coerción, disponiendo en su caso, la libertad del imputado en forma inmediata.

6. Intimación a las partes para que en el plazo común de cinco días comparezcan ante el tribunal de juicio y señalen el lugar para las notificaciones. Esta resolución no es susceptible de ningún recurso.  Efectuadas la notificaciones correspondiente, y dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el secretario remite la acusación y el auto de apertura a juicio a la secretaría del tribunal de juicio correspondiente.

5.8- AUTO DE NO HA LUGAR

Después del Juez de Instrucción haber realizado las investigaciones de lugar procede a preparar la sumaria y una vez concluida podrá emitir dos decisiones: un auto de no a lugar o una providencia calificativa. El Juez dicta un auto de no ha lugar cuando en sus investigaciones encuentra lo siguiente: (67)  
1. El hecho no se realizó o no fue cometido por el imputado.

2. La acción penal se ha extinguido.

3. El hecho no constituye un tipo penal.

4. Concurre un hecho justificado o la persona no puede ser considerada penalmente responsable.

5. Los elementos de prueba resulten insuficientes para fundamentar la acusación y no exista razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos.

El auto de no ha lugar concluye el procedimiento respecto al imputado en cuyo favor se dicte, hace cesar las medidas de coerción impuestas e impide una persecución penal por el mismo hecho. Esta resolución es apelable. 
(67)  Herrera Billini, Hipólito, Procedimiento  Criminal. Cito: “La  prisión preventiva  termina  por la 

      clausura de la  instrucción  por  una ordenanza de no  ha lugar, la  suspensión del mandato de 

      prisión preventiva o por la libertad provisional bajo fianza. La prisión preventiva presenta dos 

      problemas que son: La imputación a la pena o la indemnización debido a una prisión injusta.
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CAPÍTULO VI

LA JURISDICCIÓN DE FONDO

6.1- FORMA DE APODERAMIENTO 

El proceso de fijación de audiencia se llevará a cabo por el  Presidente del Tribunal, dentro de las cuarenta y ocho horas de recibidas las actuaciones, éste  fijará el día y la hora del juicio, el cual debe realizarse entre los quince y los cuarenta y cinco días siguientes.

Las excepciones y cuestiones incidentales que se funden en hechos nuevos y las recusaciones son impuestas en el  plazo de cinco días de la convocatoria al juicio y son resueltas en un solo acto por quien preside el tribunal dentro de los cinco días, a menos que resuelva diferir alguna para el momento de la sentencia, según convenga al orden del juicio. Esta resolución no es apelable.

En el mismo plazo de cinco días de la convocatoria, las partes comunican al secretario el orden en el que pretenden presentar la prueba. El secretario del tribunal notifica de inmediato a las partes, cita a los testigos y peritos, solicita los objetos, documentos y demás elementos de prueba y dispone cualquier otra medida necesaria para la organización y desarrollo del juicio.

Cuando el imputado está en prisión, el auto de fijación de juicio se le notifica personalmente. El encargado de su custodia también es notificado y debe velar porque el imputado comparezca a juicio el día y hora fijado.

6.2- PRINCIPIOS GENERALES DEL JUICIO 

MOVILIDAD DEL IMPUTADO

El imputado comparece libre, pero el tribunal puede excepcionalmente ordenar su custodia para evitar la evasión o la ocurrencia de actos de violencia.

Si el imputado se encuentra en libertad, aunque esté sujeto a una medida de coerción diferente a la prisión preventiva, el tribunal, a pedido del ministerio público, puede ordenar su arresto para asegurar la realización de la audiencia o de un acto particular de la misma. A petición de parte puede modificar las condiciones bajo las cuales el imputado permanece en libertad o imponer otras medidas de coerción prevista en este código.

Si el imputado se encuentra en prisión y no comparece a juicio por una falta atribuible al encargado de su custodia o traslado, el presidente puede, después de escuchar sus razones, imponerle una multa de hasta quince días de su salario.

INMEDIACIÓN

El juicio se celebra con la presencia ininterrumpida de los jueces y de las partes.

Si  el defensor no comparece o se ausenta de los estrados se considera abandonada la defensa y precede su reemplazo.

Si la parte civil o el querellante no concurre a la audiencia o se retira de ella, se considera como un desistimiento de la acción, sin perjuicio de que pueda  ser obligado a comparecer en calidad de testigo.

Si el ministerio público no comparece o se retira de la audiencia, el tribunal notifica al titular o superior jerárquico, intimándole a que de inmediato se constituya un representante en su reemplazo en la sala, bajo advertencia de que si no se le reemplaza, se tendrá por retirada la acusación.

PUBLICIDAD

El  juicio es público, salvo que de oficio o a petición de parte, el tribunal decida, mediante resolución motivada, que se realice total o parcialmente a puertas cerradas, siempre que:

1. Se afecte directamente el pudor, la vida privada o la integridad física de alguno de los intervinientes.

2. Peligre un secreto particular, comercial o industrial, cuya revelación indebida resulte punible.

3. Desaparecida la causa de restricción, el tribunal permite el reingreso del público. En estos casos, el tribunal puede imponer la obligación de reserva a las partes intervinientes sobre los hechos que presenciaron o conocieron, dejando constancia en el acta de juicio.

PARTICIPACIÓN DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN

Los medios de comunicación pueden instalar en la sala de audiencia los equipos técnicos a los fines de informar al público sobre las incidencias del juicio. El tribunal señala en cada caso las condiciones en que se ejerce el derecho a informar. El tribunal puede, sin embargo, prohibir mediante un auto debidamente fundamentado, la grabación, fotografía, filmación, edición o reproducción, cuando puedan resultar afectados algunos de los intereses señalados en el artículo precedente o cuando se limite el derecho del imputado o de la víctima a un juicio imparcial y justo.

RESTRICCIONES DE ACCESO

Está  prohibido el ingreso a la sala de audiencias de los menores de doce años, salvo que estén acompañados de un mayor de edad responsable del menor. Tampoco pueden ingresar militares o policías uniformados, salvo que  cumplan  funciones de vigilancia o custodia. Del mismo modo les está vedado el ingreso a personas que porten distintivos gremiales o partidarios.

El tribunal puede imponer un límite al número de personas admitidas en la sala de audiencias en atención a las condiciones de espacio y al mantenimiento del orden.

ORALIDAD

El juicio es oral. La práctica de las pruebas y, en general, toda intervención de quienes participen en él se realiza de modo oral. Durante su desarrollo, las resoluciones son dictadas, fundamentadas y explicadas verbalmente por el tribunal y valen como notificación a las partes presentes o representadas desde el pronunciamiento, lo que se hace constar en el acta de juicio.

Quienes no pueden hablar  o no pueden hacerlo de manera comprensible en castellano, formulan sus preguntas, observaciones y respuestas por escrito o por medio de un intérprete, las cuales son leídas y traducidas de modo que resulten entendibles para todos los presentes.

Si la víctima o el imputado es sordo o no comprende el idioma castellano, el tribunal dispone que sea asistido por un intérprete con el objeto de transmitirle el contenido de las actuaciones de la audiencia.

EXCEPCIONES A LA ORALIDAD

Pueden ser  incorporados por lectura al juicio los informes, las pruebas documentales y las actas que este código expresamente prevé;

Las actas de los anticipos de prueba, sin perjuicio de que las partes soliciten al tribunal la comparecencia personal del testigo, cuando sea posible.

Los informes de peritos, sin perjuicio de que los peritos deban concurrir para explicar las operaciones técnicas realizadas y las conclusiones a las que han llegado.

 Las declaraciones de coimputados que se encuentren en rebeldía, registradas conforme a este código.

Cualquier otro elemento de prueba que pretenda ser incorporado por lectura al juicio, no tiene valor alguno.

DIRECCIÓN DEL DEBATE

El presidente dirige la audiencia, ordena la exhibición de la prueba, las lecturas necesarias, hace las advertencias legales, modera el debate, rechaza todo lo que tienda a prolongarlo sin que haya mayor certidumbre en los resultados, impidiendo en consecuencia las intervenciones impertinentes o que no conduzcan a la determinación de la verdad, sin coartar por ello el ejercicio de la acusación ni la amplitud de la defensa.

El juez puede dividir informalmente la producción de la prueba en el juicio y el debate, conforme a las reglas sobre la división del juicio, permitiendo una discusión diferenciada sobre ambas cuestiones, pero dictando una decisión única, conforme lo previsto para la sentencia.

DEBERES DE LOS ASISTENTES

Quienes asistan a la audiencia deben guardar el debido respeto y silencio mientras no sean autorizadas a exponer o deban responder a las preguntas que les son formuladas. A excepción del personal de custodia y disciplina, nadie puede portar armas u otros instrumentos aptos para molestar, perturba u ofender a los demás.

Todas las personas presentes en la sala de audiencias y las áreas de acceso inmediato deben abstenerse de adoptar un comportamiento intimidatorio, provocativo, ni producir disturbios o manifestar cualquier otro modo opiniones.

El presidente en el cumplimiento de su poder disciplinario y policía de la audiencia puede disponer el desalojo de la sala o el alejamiento de las personas que alteren o perturben el normal desenvolvimiento de la audiencia.

Si se comete un delito durante el desarrollo de una audiencia, se levanta un acta y se remite al ministerio público correspondiente.

CONTINUIDAD Y SUSPENSIÓN

El debate se realiza de manera continua en un solo día. En los casos en que ello no es posible, el debate continúa durante los días consecutivos que haya menester hasta su conclusión. Puede suspenderse en una única oportunidad por un plazo máximo de diez días, contando de manera continua, sólo en los casos siguientes:

1. Para resolver una cuestión incidental o practicar algún acto o diligencia fuera de la sala de audiencias, siempre que no sea posible resolver el asunto o agotar la gestión en el intervalo entre dos sesiones.

2. Cuando no comparecen testigos, peritos o intérpretes cuya intervención el tribunal admita como indispensable salvo que pueda continuarse con la recepción y exhibición de otras pruebas hasta que la persona cuya presencia se requiere se presente o sea conducida por la fuerza pública.

3. Cuando uno de los jueces, el imputado, su defensor o el representante del ministerio público, se encuentren de tal modo indispuestos que no puedan continuar interviniendo en el debate, a menos que los dos últimos puedan ser reemplazados en lo inmediato, o cuando el tribunal se haya constituido desde el inicio con un número de integración. La misma regla rige para los casos de muerte o falta definitiva de un juez,  ministerio público o defensor.

4. Cuando el ministerio público solicite un plazo para ampliar la acusación o el defensor lo solicite por igual motivo, siempre que por las características del caso, no sea  posible continuar en lo inmediato.

5. Cuando alguna revelación o retractación inesperada produce alteraciones sustanciales en el objeto de la causa, haciendo indispensable una investigación suplementaria.

DECISIÓN SOBRE LA SUSPENSIÓN

El tribunal decide sobre la suspensión, anuncia el día y la hora de la continuación del debate, lo que vale citación para las partes presentes o representadas.

Antes de continuar la nueva audiencia, el presidente del tribunal resume brevemente los actos agotados con anterioridad.

Los jueces pueden intervenir en otras audiencias durante el plazo de suspensión salvo que el tribunal decida lo contrario, por resolución fundada, en razón de la complejidad del caso.

INTERRUPCIÓN

Si los debates no se reanudan a más tardar al undécimo día después de la suspensión, se considera interrumpido y como no iniciado, por lo que deben realizarse todos los actos desde el principio.

6.3- SOLEMNIDAD Y EVENTUALIDADES DEL JUICIO

APERTURA

El día y hora fijados, el tribunal se constituye en la sala de audiencias. Acto seguido, el secretario procede a verificar la presencia de las partes, los testigos, peritos e intérpretes, y el presidente declara abierto el juicio, advirtiendo al imputado y al público sobre la importancia y significado de lo que va a ocurrir e indicando al imputado que preste atención a lo que va a escuchar. (68)
El tribunal ordena al ministerio público, al querellante a la parte civil, si la hay, que lean la acusación y la demanda, en la parte relativa al hecho imputado y a su calificación jurídica.

Acto seguido pueden exponer oral y sucintamente sus fundamentos. Luego se concede la palabra a la defensa a fin de que, si lo desea se exprese de manera sucinta sobre la acusación y la demanda.

(68) Nuevo Código Procesal Penal de la Rep. Dom., Pág. 151 Art. 318
DECLARACIÓN DEL IMPUTADO

Una vez que se declare la apertura de juicio se da preferencia al imputado para que declare si lo estima conveniente para su defensa, y el presidente le explica con palabras claras y sencillas el hecho que se le atribuye, con la advertencia de que puede abstenerse de declarar, sin que su silencio o reserva le perjudique y que el juicio puede continuar aunque él no declare.

El imputado puede manifestar cuanto estime conveniente. Luego es interrogado por el ministerio público, el querellante, la parte civil, el defensor y los miembros del tribunal en ese orden.

Durante la audiencia, las partes y el tribunal pueden formular preguntas destinadas a esclarecer sus manifestaciones. (69) 

FACULTADES DEL IMPUTADO

El imputado puede, en el curso de la audiencia, hacer las declaraciones que considere oportunas en relación a su defensa. De igual modo, el imputado puede en todo momento hablar con su defensor. Para facilitar esta comunicación se les ubica permanentemente uno al lado del otro.

VARIACIÓN DE LA CALIFICACIÓN

Si en el curso de la audiencia del tribunal observa la posibilidad de una nueva calificación jurídica del hecho objeto del juicio, que no ha sido considerada por ninguna de las partes, debe advertir al imputado para que se refiera sobre el particular y prepare su defensa.
(69) Nuevo Código Procesal Penal de la Rep. Dom., Pág. 153 Art. 319
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AMPLIACIÓN DE LA ACUSACIÓN

En el curso el juicio del ministerio público o el querellante puede ampliar la acusación, mediante la inclusión de un nuevo hecho o una nueva circunstancia surgido durante el debate que modifica la calificación legal, constituye una agravante o integra un delito continuo. (70) 

En relación con los hechos o circunstancias nuevos atribuidos en la ampliación de la acusación se invita  al imputado a que declare en su defensa y se informa a las partes que pueden ofrecer nuevas pruebas y de ser necesario solicitar la suspensión del juicio.

Los hechos o circunstancias nuevos a los cuales se refiere la ampliación integran la acusación.

Si como consecuencia de la variación de la calificación jurídica, corresponde a su conocimiento a un tribunal con competencia para infracciones más graves, el juicio es interrumpido y comienza desde su inicio ante la jurisdicción competente, salvo que las partes acepten la competencia del tribunal.

La corrección de errores materiales o la inclusión de alguna circunstancia que no modifica esencialmente la imputación ni provoca indefensión, puede realizarse en el curso de la misma audiencia sin que se considere una ampliación de la acusación.

RECEPCIÓN Y EXHIBICIÓN DE PRUEBAS

Recibida la declaración del imputado, si la hay, el tribunal procede a recibir las pruebas presentadas por el ministerio público, por el querellante, por la parte civil, por el tercero civilmente responsable y por la defensa, en ese orden, salvo de que las partes y el tribunal acuerden alterarlo.

La prueba es recibida en el orden escogido por cada una de las partes, conforme lo hayan comunicado al tribunal y a las demás partes en la preparación del juicio.

EL PERITO

El tribunal puede, a solicitud de parte, siempre que lo estime oportuno y en cuanto sea materialmente posible, ordenar que las operaciones periciales sean realizadas o recreadas en la audiencia.

Antes de iniciar su declaración, el perito es informado sobre sus obligaciones, de la responsabilidad derivada de su incumplimiento y según su creencia prestan juramento o promesa de decir toda la verdad y nada más que la verdad, conforme la ha apreciado a través de sus sentidos y la mantiene en su memoria.

El perito tiene la facultad de consultar documentos, notas y publicaciones durante la presentación de su informe, sin que pueda reemplazarse la declaración por su lectura.

(70) Dr. Jurgen Baumann, Derecho Procesal Penal, Capítulo 2, Pag. 41, Ediciones Depalma,

     Buenos Aires, 1986, Cito: “El Proceso es público y oral en su esencial (El debate), con la  

     persecución de oficio de los delitos, con el principio acusatorio, de instrucción y de la  

     valoración de la prueba.
TESTIGO

Antes de declarar, el testigo no debe comunicarse con otros testigos, no ver, oír o ser informados de lo que ocurra en los debates. Después de prestar su declaración, el tribunal debe disponer si continúa en la sala de audiencias o si debe ser aislado.

El incumplimiento de la incomunicación no impide la declaración del testigo, pero el tribunal puede apreciar esta circunstancia al momento de valorar la prueba.

El testigo es informado de sus obligaciones, de la responsabilidad derivada de su incumplimiento y según su creencia presta juramento o promesa de decir toda la verdad y nada más que la verdad, conforme la ha apreciado a través de sus sentidos y la mantiene en su memoria.  

6.4- FORMALIDADES DE LOS INTERROGATORIOS

INTERROGATORIO

La parte que lo propuso cuestiona directamente a los testigos o peritos sobre sus datos generales, así como sus vínculos con las partes. Excepcionalmente, la identidad o algunos datos de un testigo puede ser reservada, en interés de proteger su seguridad o la de sus familiares.

Acto seguido se procede al interrogatorio directo por la parte que lo propuso por  las otras partes en el orden establecido, y por el tribunal.

El presidente del tribunal modera el interrogatorio, evitando que el declarante conteste preguntas capciosas, sugestivas o impertinentes.  En todo caso vela porque el interrogatorio se conduzca sin presiones indebidas y sin ofender la dignidad de las personas.  Las partes pueden presentar oposición a las decisiones del presidente que limiten el interrogatorio, u objetar las preguntas que se formulen. (71)
Según Resolución No. 1920-2003 la Suprema Corte de Justicia establece que en el interrogatorio a las parte, durante la fase de juicio, es pertinente que, no tan sólo el fiscal, sino la defensa y  la parte civil, participen del mismo en forma directa, lo que contribuye a preservar el principio de igualdad de armas entre las partes, aspecto fundamental en el debido proceso, y que además, el cuestionamiento en forma directa a las partes, tiende a la agilización de la causa.
(71) Nuevo Código Procesal Penal de la Rep. Dom., Pág. 157  Art. 327
DECLARACIONES DE MENORES

Siempre que el interrogatorio pueda perjudicar la serenidad del menor de edad, a petición de parte o de oficio, el tribunal puede disponer una o más de las siguientes medidas:

1. Escuchar su declaración sobre la base de las preguntas presentadas por las partes.

2. La celebración a puertas cerradas de la audiencia.

3. Que el menor declara fuera de la sala de audiencia, disponiendo los medios técnicos que permitan a las partes y al público presenciar el interrogatorio desde la sala.

4. Esta  decisión puede ser revocada durante el transcurso de la declaración.

5. El presidente puede auxiliarse de un pariente del menor, de un experto en sicología o de otra ciencia de la conducta.

INCOMPARECENCIA 

Cuando el perito o el testigo oportunamente citado no comparece, el presidente, a solicitud de parte, puede ordenar su conducencia por medio de un agente de la fuerza pública, al tiempo de solicitar al proponente que colabore con la diligencia. (72)
La audiencia puede suspenderse sólo cuando su presencia es imprescindible y no se puede continuar  con la recepción de otra prueba.

Si el perito o testigo no puede ser localizado para su conducción por la fuerza pública, el juicio continúa con prescindencia de esa prueba.
(72) Nuevo Código Procesal Penal de la Rep. Dom., Pág. 157,158 Art. 328
OTROS MEDIOS DE PRUEBA 

Los documentos y elementos de prueba son leídos o exhibido en la audiencia, según corresponda, con indicación de su origen. 

Las grabaciones y los elementos de prueba audiovisuales son reproducidos.

Las partes y el tribunal pueden acordar, excepcionalmente y por unanimidad, la lectura, exhibición o reproducción parcial de esos medios de prueba, cuando  esa lectura o reproducción basta a los fines del debate en el juicio. (73) 
(73) Nuevo Código Procesal Penal de la Rep. Dom., Pág. 158 Art. 329          
NUEVAS PRUEBAS     

El tribunal puede ordenar, excepcionalmente y a petición de parte, la recepción de cualquier prueba si en el curso de la audiencia surgen circunstancias nuevas que requieren esclarecimiento.

DISCUSIÓN FINAL Y CIERRE DEL DEBATE  

Terminada la recepción de las pruebas, el presidente concede la palabra sucesivamente al fiscal, al querellante, a la parte civil, al tercero civilmente responsable y al defensor, para que exponga sus conclusiones. Luego otorga al ministerio público y al defensor la posibilidad de replicar, para hacer referencia sólo a las conclusiones formuladas por la parte contraria.

Si la víctima está presente y desea exponer, se le concede la palabra, aunque no se haya constituido en parte ni haya presentado querella.

Finalmente se le concede la palabra al imputado.

Acto seguido el presidente declara cerrado el debate.

6.5- DELIBERACIÓN Y EVACUACIÓN DE SENTENCIA

DELIBERACIÓN

Cerrado el debate, los jueces se retiran de inmediato y sin interrupción, a deliberar en sesión secreta, en la sala destinada a tal efecto.

 La deliberación no puede suspenderse, salvo la enfermedad grave de alguno de los jueces, a menos que el tribunal se haya constituido desde el inicio con un número de miembros superior al mínimo requerido para su integración. La deliberación no puede suspenderse más de tres días, luego de los cuales se procede a reemplazar al tribunal y a realizar el juicio nuevamente. (74) 

NORMAS PARA LA DELIBERACIÓN Y LA VOTACIÓN

Los jueces que conforman el tribunal aprecian, de un modo integral cada uno de los elementos de prueba producidos en el juicio, conforme las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las máximas de experiencia, de modo que las conclusiones a que lleguen sean el fruto racional de las pruebas en las que se apoyan y sus fundamentos sean de fácil comprensión.  Las decisiones se adoptan por mayoría de votos. Los jueces pueden fundar separadamente sus conclusiones o en forma conjunta cuando existe acuerdo pleno. Los votos disidentes o salvados deben fundamentarse y hacerse constar en la decisión.

REQUISITOS DE LA SENTENCIA (75) 

La sentencia emanada de un tribunal de manera clara y precisa debe contener los siguientes requisitos:


a) La mención del tribunal, el lugar y la fecha en que se dicta, el nombre de los jueces y de las parte y los datos personales del imputado.

b) La enunciación del hecho objeto del juicio y su calificación jurídica.

c) El voto de cada uno de los jueces con exposición de los motivos de hecho y de derecho en que los fundan, sin perjuicio de que puedan adherirse a las consideraciones y conclusiones formuladas por quien vota en primer término.

d) La determinación precisa y circunstanciadas del hecho que el tribunal estima acreditado judicialmente y su calificación jurídica.

e) La parte dispositiva con mención de las normas aplicables.

f) La firma de los jueces, pero si uno de los miembros del tribunal no puede suscribir la sentencia por impedimento ulterior a la deliberación y votación, ello se hace constar en el escrito y la sentencia vale sin esa firma.

 (74) Nuevo Código Procesal Penal de la Rep. Dom., Pág. 158 Art. 329 

(75) Nuevo Código Procesal Penal de la Rep. Dom., Pág. 161 Art. 334         
 REDACCIÓN Y PRONUNCIAMIENTO

    La sentencia se pronuncia en audiencia pública “En nombre de la República”. Es redactada y firmada inmediatamente después de la deliberación.  Acto seguido, el tribunal se constituye nuevamente en la sala de audiencias. El documento es leído por el secretario en presencia del imputado y las demás partes presentes.

Cuando por la complejidad del asunto o lo avanzado de la hora sea necesario diferir la redacción de la sentencia, se lee tan sólo la parte dispositiva y uno de los jueces relata de manera resumida al público y a las partes los fundamentos de la decisión.

Asimismo, anuncia el día y la hora para la lectura integral, la que se lleva a cabo en el plazo máximo de cinco días hábiles subsiguientes al pronunciamiento de la parte dispositiva.  La sentencia se considera notificada con la lectura integral de la misma.  Las partes reciben una copia de la sentencia completa.

CORRELACIÓN ENTRE ACUSACIÓN Y SENTENCIA

La sentencia no puede tener por acreditados otros hechos u otras circunstancias que los descritos en la acusación y, en su caso, en su ampliación, salvo cuando favorezcan al imputado.

En la sentencia, el tribunal puede dar al hecho una calificación jurídica diferente de la contenida en la acusación, o aplicar penas distintas de las solicitadas, pero nunca superiores.

ABSOLUCIÓN  

La sentencia absolutoria es aquella emanada de una decisión propia de procedimiento previo veredicto del jurado que declara no culpable al acusado. Esta ordenanza se opone a los fallos de condena y de la declaración de falta de culpabilidad. Se dicta sentencia absolutoria cuando:

a) No se haya probado la acusación o ésta haya sido retirada del  juicio.

b) La prueba aportada no sea suficiente para establecer la responsabilidad penal del imputado.

c) No pueda ser demostrado que el hecho existió o cuando éste no constituye un hecho punible o el imputado no participó en él.

d) Existe cualquier causa eximente de responsabilidad penal.

e) El ministerio público y el querellante hayan solicitado la absolución.

La sentencia absolutoria ordena la libertad del imputado, la cesación de las medidas de coerción, la restitución de los objetos secuestrados que no estén sujetos a decomiso o destrucción, las inscripciones necesarias y fija las costas.

La libertad del imputado se hace efectiva directamente desde la sala de audiencias y se otorga aun cuando la sentencia absolutoria no sea irrevocable o se hay presentado recurso. (76) 
(76) Nuevo Código Procesal Penal de la Rep. Dom., Pág. 162 Art. 337
CONDENATORIA   

Se dicta sentencia condenatoria cuando la prueba aportada sea suficiente para establecer con certeza la responsabilidad penal del imputado.

La sentencia fija con precisión las penas que correspondan y, en su caso, determina el perdón judicial, la suspensión condicional de la pena y las obligaciones que deba cumplir el condenado.

Se unifican las condenas o las penas cuando corresponda.

La sentencia decide también sobre las costas con cargo a la parte vencida y sobre la entrega de los objetos secuestrados a quien tenga mejor derecho para poseerlos, sin perjuicio de los reclamos que correspondan ante los tribunales civiles. Decide, además, sobre el decomiso y la destrucción, previstos en la ley.   

6.6- REGISTRO O ACTA DE AUDIENCIA

FORMAS DEL ACTA DE AUDIENCIA

El secretario extiende acta de la audiencia, en la cual hace constar:

1. El lugar y fecha de la audiencia, con indicación de la hora de apertura y de cierre, incluyendo las suspensiones y reanudaciones;

2. El nombre de los jueces, las partes y sus representante;

3. Los datos personales del imputado;

4. Un breve resumen del desarrollo de la audiencia, con indicación de los nombres y demás generales de los peritos, testigos e intérpretes, salvo que el tribunal haya autorizado la reserva de identidad de alguno de ellos; la referencia de las actas y documentos o elementos de prueba incorporados por lectura y de los otros elementos de prueba reproducidos, con mención de las conclusiones de las partes;

5. Las solicitudes formuladas, las decisiones adoptadas en el curso del juicio y las oposiciones de las partes;

6. El cumplimiento de las formalidades básicas; dejando constancia de la publicidad o si ella fue restringida total o parcialmente;

7. Las otras menciones prescritas por la ley que el tribunal adopte, de oficio o a solicitud de las partes, cuando sea de interés dejar constancia inmediata de algún acontecimiento o del contenido de algún elemento esencial de la prueba;

8. La constancia de la sentencia;

9. La firma del secretario.

10. En  los  casos  de  prueba  compleja, el tribunal puede ordenar el registro literal de la audiencia, mediante cualquier método, pero estos registros no pueden ser usados como prueba en desmedro de los principios de inmediación y oralidad.

VALOR DE LOS REGISTROS

El acta y la grabación tienen por objeto demostrar, en principio, el modo en que se desarrolla el juicio, la observancia de las formalidades de ley, las partes intervinientes y los actos agotados en su curso.

La falta o insuficiencia del registro no produce, por sí misma , un motivo de impugnación de la sentencia. En ese caso, se puede recurrir a otros medios de prueba para acreditar un vicio que invalida la decisión.

En el recurso de impugnación que corresponda se hace constar la omisión o falsedad que sirve de fundamento al mismo.

6.7- DIVISIÓN DEL JUICIO

En los casos en que la pena imponible pueda superar los diez años de prisión, el tribunal, a petición de la defensa, puede dividir el juicio en dos partes. En la primera se trata todo lo relativo a la existencia del hecho y la culpabilidad del imputado y en la segunda, lo relativo a la individualización de la sanción aplicable.

Es inadmisible la revelación de prueba sobre los antecedentes y la personalidad del imputado en la primera parte del juicio.

En los demás casos a petición de parte, el tribunal también puede dividir informalmente la producción de la prueba en el juicio y el debate, conforme a las reglas que anteceden, permitiendo una discusión diferenciada sobre ambas cuestiones, pero dictando una decisión única, conforme lo previsto para la sentencia.

JUICIO SOBRE LA PENA

En los casos que procede la división del juicio, al dictar la sentencia que establece la culpabilidad del imputado, el presidente fija el día y la hora del debate sobre la pena, que no puede celebrarse ni antes de diez ni después de veinte días, y dispone la realización del informe previsto en el artículo 351.

Las partes ofrecen prueba en el plazo de cinco días a partir de la lectura de la sentencia.

DESARROLLO DEL DEBATE

El debate sobre la pena se lleva a cabo conforme a las reglas del juicio. El presidente concede la palabra a las partes para que aleguen sobre la pena aplicable. El imputado puede presentar pruebas de circunstancias atenuantes, auque no estén previstas en la ley.

DELIBERACIÓN Y DECISIÓN

Al concluir el debate y examen de la prueba para la determinación de la pena, los jueces pesan de inmediato y sin interrupción a deliberar en sesión secreta, sin que pueda suspenderse la deliberación hasta que logran, conforme las reglas de valoración de la prueba, individualizar la pena, conforme a los criterios de determinación establecidos.

El fallo se adopta por mayoría. De no producirse ésta en relación a la garantía de la pena se aplica el término medio. Acto seguido, los jueces regresan a la sala de audiencias y quien presida da lectura al fallo, explicando los elementos considerados para alcanzar la solución contenida en el mismo, en términos comprensibles para el común de las personas y se completa la sentencia, conforme a las reglas previstas. El pronunciamiento del fallo no puede ser postergado.

CAPÍTULO VII

EL RECURSO DE APELACIÓN

7.1- PROCEDIMIENTO PENAL ABREVIADO

Según el Artículo No. 363 el Nuevo Código Procesal Penal establece el Procedimiento Penal Abreviado dividiéndolo en un acuerdo pleno y un acuerdo parcial.

ACUERDO PLENO

El acuerdo pleno según dicho artículo establece que en cualquier momento previo a que se ordene la apertura de juicio, el ministerio público puede proponer la aplicación del juicio penal abreviado cuando concurren las siguientes circunstancias:

1. Se trata de un hecho punible que tenga prevista una pena máxima igual o inferior a cinco años de pena privativa de libertad, o una sanción no privativa de libertad.

2. El imputado admite el hecho que se le atribuye y consiste la aplicación de este procedimiento, acuerda sobre el monto y tipo de pena y sobre los intereses civiles.

3. El defensor acredite, con su firma, que el imputado ha prestado su consentimiento de modo voluntario e inteligente sobre todos los puntos del acuerdo.

La existencia de coimputados no impide la aplicación de estas reglas a alguno de ellos.

PROCEDIMIENTO

Cumplidos los requisitos previstos en el artículo anterior; el ministerio público presenta la acusación con indicación de la pena solicitada.

Si admite la solicitud, el juez convoca a las partes a una audiencia, en la que les requiere que funden sus pretensiones. Escuchar al querellante, al ministerio publico y al imputado y dicta la resolución que corresponde.

El juez puede absolver o condenar, según proceda, y resuelve sobre los intereses civiles.

Si condena, la pena impuesta no puede superar la requerida en la acusación ni agravar el régimen de cumplimiento solicitado.

La sentencia contiene los requisitos previstos en este código, aunque de un modo sucinto y es apelable.

INADMISIBILIDAD

Si el juez no admite la aplicación del juicio penal abreviado ordena al ministerio público que continúe el procedimiento.  En este caso, el requerimiento anterior sobre la pena no vincula al ministerio público durante el juicio, ni la admisión de los hechos por parte del imputado puede ser considerada como reconocimiento de culpabilidad.

ACUERDO PARCIAL

Otra modalidad del Procedimiento Penal Abreviado es el Acuerdo Parcial, el cual entra en admisibilidad en cualquier caso donde las partes puedan acordar exclusivamente sobre los hechos y solicitar un juicio sobre la pena.

Esta solicitud se hace directamente al juez o tribunal que debe conocer del juicio y contiene el ofrecimiento de prueba para la determinación de la pena.

PROCEDIMIENTO 

    El juez o tribunal convoca a las partes a una audiencia para verificar el cumplimiento de los requisitos formales, debatir sobre la calificación y proveer o rechazar el ofrecimiento de prueba para el juicio sobre la pena. Se sustancia de conformidad a las reglas previstas para la división del juicio.

DECISIÓN

Concluida la audiencia el juez o tribunal declara la absolución o culpabilidad del impuesto, admite la prueba ofrecida, y fija el día y la hora para la continuación del debate sobre la pena.

7.2-  LA CÁMARA DE CALIFICACIÓN

La Cámara de Calificación es la jurisdicción de instrucción de segundo grado, con la particularidad de que no es un órgano permanente, pues ejerce sus funciones en la medida en que le son sometidos los casos. Sus atribuciones son numerosas. Juzga el trabajo jurisdiccional del juez de instrucción. (77)  
Conformación. El procurador general de la corte de apelación requerirá al presidente de la corte a que proceda a la conformación de la Cámara de calificación con fines de que entienda del o de los recursos de apelación contra las decisiones del juez de instrucción que individualice en su pedimento. Una vez conformada, no podrá ser disuelta hasta tanto conozca y resuelva el o los casos de que ha sido apoderada, salvo la imposibilidad de integración de uno de los jueces comprobada en auto del presidente de la corte de apelación.

La formarán un juez de la corte de apelación de jurisdicción de que se trata, quien la presidirá, y dos jueces de primera instancia, entre los cuales no debe ser incluido el que deba conocer de la causa en caso de envío a la jurisdicción de juicio. La designación de los mismos estará a cargo del presidente de la corte de apelación o de su sustituto. Hará de secretario el secretario de la corte. En caso de impedimento legítimo de todos los jueces de primera instancia de la jurisdicción de la corte a la que corresponda hacer la designación, o cuando haya uno solo sin impedimento, el presidente o quien lo sustituya se dirigirá al presidente de la Suprema Corte de Justicia a fin de que complete la cámara de calificación con jueces de primera instancia de otra jurisdicción.

Quién puede recurrir ante la cámara? De acuerdo con el reformado artículo 133, del código de Procedimiento Criminal pueden interponer el recurso de apelación el inculpado, la parte civil constituida y el ministerio público (procurador fiscal), dentro del término de cuarenta y ocho horas que se inicia el día de la providencia u ordenanza del juez, mediante declaración en la secretaria del juzgado de instrucción de la que se levantará acta.

El derecho de apelación del  ministerio público pertenece por igual al procurador fiscal del distrito judicial correspondiente, al procurador general de la corte de apelación respectiva y al procurador general de la República que ejercerán dentro de los plazos que para cada uno de ellos fija la ley. (78)  
Instrucción del recurso.- Aún cuando la ley no pauta el procedimiento a seguir durante la instrucción deben ser observadas las normas relativas al debido proceso, particularmente las que prohíben la indefensión de cualquiera de las partes y las que protegen los derechos de la defensa de todos, que garantiza el acápite j) del inciso 2) del artículo 8 de la Constitución de la República. Se reconoce que las partes pueden someter requerimientos, memoriales y conclusiones en defensa de sus intereses.

Decisiones recurribles.- Son recurribles en apelación todas las providencias calificativas, ordenanza de carácter jurisdiccional dictada por el juez de instrucción, lo que excluye aquellas que corresponden a cuestiones o a trámites administrativos.

Las ordenanzas recurribles son muy numerosas, para el acusado, todas las que versan sobre su libertad, inclusive las relativas a la libertad provisional bajo fianza regulada por la Ley No. 341-98, del 14 de agosto de 1998: para la parte civil, las ordenanzas que niegan dar información sobre determinados asuntos y, de manera general, todas las que causan agravio a sus intereses civiles; para ambas partes, las ordenanzas que estatuyen sobre la competencia, sobre la admisibilidad de la constitución en parte civil, o sobre un experticio. Sin embargo, la jurisprudencia entiende que el derecho a apelar las ordenanzas del juez de instrucción tiene un carácter excepcional, lo que impide que puedan ser sometidas a la cámara, para ser juzgadas, cuestiones extrañas al único objeto de la instrucción preparatoria sobre todo si se tiene en cuanta que los actos y comprobaciones que se producen en ella son simples informes para la jurisdicción de juicio, sin valor probatorio, una vez que lo probado es lo que se revela en el juicio oral, público y contradictorio.

Ámbito del poder de decisión.-  Una vez que la cámara de calificación ha sido apoderada procede, regularmente, a evaluar lo bien fundado de la ordenanza recurrida, pues el efecto devolutivo del recurso de apelación que tiene en su poder “los faculta a realizar un reexamen completo de los hechos”. A esos fines realizará “un estudio profundo, suficiente y racional del expediente”, examinará las piezas y deliberará sobre la procedencia del recurso y lo bien fundado de la decisión recurrida. En puridad, goza de libertad plena para revocar o confirmar la ordenanza del juez de instrucción.

En virtud de los poderes que acaban de ser señalados en el párrafo capital del artículo 135, reformado del Código de Procedimiento Criminal, pertenece a la cámara de calificación examinar la regularidad del procedimiento con que culminó la ordenanza recurrida, y pronunciar, hasta de oficio, la nulidad de los actos afectados de este vicio. Nada se opone a que una vez decretada la nulidad avoque el conocimiento del fondo del recurso o envíe el expediente nuevamente al juez de instrucción. (79)
A causa de las diferencias que existen entre las funciones de las jurisdicciones de instrucción y las de juicio, se entiende que la cámara de calificación cometería un exceso de poder si declara en su ordenanza que el inculpado es el actor del hecho puesto a su cargo.

Si considera que el hecho no constituye crimen o no existen indicios suficientes para mantener la inculpación, la cámara debe dictar una ordenanza de no ha lugar a la persecución y devolver el expediente al procurador fiscal, ordenando la puesta en libertad del inculpado si estuviere preso. No obstante, si existen indicios para que el hecho puede ser calificado delito o concentración, el fiscal tomará las provincias de lugar para que el inculpado sea juzgado de acuerdo con el procedimiento de correspondiente y hará lo mismo si aparecen nuevos cargos.

Si existen indicios suficientes para acusar al inculpado, la cámara dictará una ordenanza de envío, comúnmente llamada provincia calificativa, y la hará llegar al procurador fiscal conjuntamente con el cuerpo del delito y las piezas justificativas para que apodere a la jurisdicción de juicio. (80)   
(77)  Código de Procedimiento Criminal, Art. 127, reformado por la Ley No. 5155 del 26  de Junio

       de 1959, G.O. No. 8376, que creó la Cámara de Calificación para conocer  de los recursos 

       que se eleven contra las providencias calificativas de los jueces  de instrucción. 
(78) Código de Procedimiento Criminal, Art. 135, (Ley No. 5155 del 26 de Junio de 1959). El plazo 

     de apelación para el Procurador General de la República un plazo de 15 días y  el Procurador 

     Fiscal dentro de las 24 horas de haberles sido notificada la providencia u ordenanza del Juez de 

     instrucción.                       
(79) Código de Procedimiento Criminal, Art. 127, (Ley  No. 5155 del 26 de Junio de  1959) crea la 

     Cámara de Calificación, sin embargo éste órgano jurídico ha sido descontinuado en el Nuevo 

     Código Procesal Penal Dominicano. 
7.3- RECURSO DE APELACIÓN

La apelación de la sentencia sólo puede fundamentarse cuando realmente exista algún elemento recurrible en las decisiones emanadas por el tribunal. Sólo pueden ser recurribles en apelación aquellas sentencias que por alguna razón incurran en las faltas que detallamos a continuación: 

1. La violación de normas relativas a la oralidad, inmediación, contradicción, concentración y publicidad del juicio.

2. La falta, contradicción o ilogicidad manifiesta en la motivación de la sentencia, o cuando ésta se funde en prueba obtenida ilegalmente o incorporada con violación a los principios del juicio oral.

3. El quebramiento u omisión de formas sustanciales de los actos, que ocasionen indefensión.

4. La violación de la ley por inobservancia o errónea aplicación de una norma jurídica.

(80)  Ver Art. 47, Nuevo Código Procesal Penal de la Rep. Dom.
PRESENTACIÓN

La apelación se formaliza presentando un escrito motivado en la secretaría  del juez o tribunal que dictó la sentencia, en el término de diez días a partir de su notificación. En el escrito de apelación se expresa concreta y separadamente cada motivo con sus fundamentos, la norma violada y la solución pretendida.  Fuera de esta oportunidad, no puede aducirse otro motivo.

Para  acreditar un defecto del procedimiento el recurso versará sobre la omisión; inexactitud o falsedad del acta del debate o de la sentencia, para lo cual el apelante presenta prueba en el escrito, indicando con precisión lo que pretende probar. (81)  
COMUNICACIÓN A LAS PARTES Y REMISIÓN

Presentado el recurso, el secretario lo notifica a las demás partes para que lo contesten por escrito depositado en la secretaría del tribunal dentro de un plazo de cinco días y, en su caso, presenten prueba.

El secretario, sin más trámite, dentro de las veinticuatro horas siguientes al vencimiento del plazo anterior, remite las actuaciones a la Corte de Apelación, para que ésta decida.

PROCEDIMIENTO

Recibidas las actuaciones, la Corte de Apelación, dentro de los diez días siguientes, si estima admisible el recurso, fija una audiencia que debe realizarse dentro de un plazo no menor de cinco días ni mayor de diez.

La parte que haya ofrecido prueba en ocasión del recurso, tiene la carga de su presentación en la audiencia.

Si la producción de la prueba amerita una actuación conminatoria el secretario de la Corte de Apelación, a solicitud del recurrente, expide las citaciones u órdenes que sean necesarias.

(81)  Arts. 418 y 419, Nuevo Código Procesal Penal, Rep. Dom.
AUDIENCIA

La audiencia se celebra con las partes que comparecen y sus abogados, quienes debaten oralmente sobre el fundamento del recurso. (82)
En la audiencia, los jueces pueden interrogar al recurrente sobre las cuestiones planteadas en el recurso.

La Corte de Apelación resuelve, motivadamente, con la prueba que se incorpore y los testigos que se hallen presentes.

Decide al concluir la audiencia o, en caso de imposibilidad por la complejidad del asunto, dentro de los diez días siguientes.
(82)  Arts. 420 y 421, Nuevo Código Procesal Penal, Rep. Dom.
DECISIÓN

Después de solicitado el recurso de apelación, la Corte de Apelación puede de pleno derecho decidir lo siguiente:    

a) Rechazar el recurso, en cuyo caso la decisión recurrida queda confirmada; o 

b) Declarar con lugar el recurso, en cuyo caso puede decidir lo siguiente:

1. Dicta directamente la sentencia del caso, sobre la base de las comprobaciones de hecho ya fijadas por la sentencia recurrid, y cuando resulte la absolución o la extinción de la pena, ordena la libertad si el imputado está preso; o

2. Ordena la celebración total o parcial de un nuevo juicio ante un tribunal distinto del que dictó la decisión, del mismo grado y departamento judicial, cuando sea necesario realizar una nueva   valoración de la prueba. (83)
DOBLE EXPOSICIÓN

Si se ordena la celebración de un nuevo juicio en contra de un imputado que haya sido absuelto por la sentencia recurrida, y como consecuencia de este nuevo juicio resulta absuelto, dicha sentencia no es susceptible de recurso alguno.

LIBERTAD DEL IMPUTADO 

Cuando por efecto de la decisión del recurso debe cesar la privación de la libertad, la cual se ejecuta en la misma sala de audiencias, se está presente.

RECURSOS

Las apelaciones procedentes sobre decisiones del procedimiento preparatorio se sustancian por la Corte de Apelación o por la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, según el caso.

El conocimiento de la apelación de las sentencias de la Corte de Apelación compete a la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia. (84)  
(83)  Arts. 420 y 421, Nuevo Código Procesal Penal, Rep. Dom.

(84)  Arts. 421, Nuevo Código Procesal Penal, Rep. Dom.
(66)  Art. 421, Nuevo Código Procesal Penal, Rep. Dom.
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CAPÍTULO VIII

INNOVACIÓN DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL

8.1- CONTENIDO DE LAS REFORMAS

   El presente Código Procesal Penal consta de cuatrocientos cuarenta y ocho artículos (448) por medio de los cuales reformula muchos aspectos del actual proceso penal dominicano. Las líneas directivas de las reformas introducidas, podemos sintetizarlas mediante el examen de algunos de sus principios y propósitos rectores, del modo cómo se organiza el desenvolvimiento del proceso en las diferentes etapas de  las  competencias atribuidas  a sus actores principales y del contenido especifico de algunas de sus instituciones. (85)  
8.2- PRINCIPIOS GENERALES

La Legalidad. A todas las autoridades judiciales que intervienen en el Proceso Penal, se le han definido sus competencias, reglamentándose de modo muy preciso los distintos procedimientos y medidas que puedan disponer, en especial, aquellos que limitan los derechos  y garantías reconocidos.

 El Derecho a la Defensa. Toda persona sujeta a investigación cuenta con amplios mecanismo de protección y resguardo de su derecho de defensa desde el inicio mismo de ésta,  siendo en muchos casos la presencia del defensor un requisito de validez del procedimiento realizado o de prueba obtenida.

 Los Medios de Prueba. La obtención de la prueba está sometida a requisitos muy precisos para que la misma pueda servir como fundamento de la acusación y condena. De manera particular se ha consagrado la obligación de reproducir la prueba, siempre que sea posible, antes los jueces del fondo. Se consagra el principio a las reglas de la sana crítica. (86)  

Oralidad y Contradictoriedad. En la instrucción y en el enjuiciamiento de los inculpados o acusados, se asegura permanentemente la oralidad y contradictoriedad de los procedimientos y presentación de las pruebas.

Reforzamiento del Papel del Juez. El juez pasa a ser en la investigación, instrucción  y enjuiciamiento, el centro y el control de todo el proceso penal.  Con ello, lo jurisdiccional sobredetermina toda medida administrativa  adoptada en el proceso, por los funcionarios no jurisdiccionales. 

La Víctimas. A las personas que reciben el daño de la infracción se le reconocen y se le amplían sus derechos de intervención y reclamación en el proceso especialmente en los casos en que no se le da curso a su querella o se desestima o se sobresee. La víctima constituida en parte civil puede presentar acusación por separado y distinta de la del Ministerio Público, además de la reclamación por los daños y perjuicios recibidos.

Eficacia. Todo proceso penal, además de asegurar los derechos respectivos de las partes que intervienen en él debe garantizar un resultado en la persecución y sanción de las infracciones. Por eso, en todo el Código están presentes múltiples medidas y procedimientos a tono con los avances de la criminalística y la criminología.  Asimismo las facultades atribuidas en el proyecto de Código a los distintos actores del proceso, aseguran un desenvolvimiento diligente y eficaz de los mismo en la investigación, instrucción y enjuiciamiento penal. (87)     

Celeridad y Descongestionamiento.  En este nuevo Código se atribuyen amplias competencias a las autoridades, a fin de asegurar el mayor grado de celeridad posible del proceso penal, sin desmedro del respeto de los derechos y garantías de las partes intervinientes en él. Se busca garantizar que las autoridades puedan concentrar sus capacidades y recursos en asuntos punitivos de verdadera trascendencia. Para asegurar este propósito se le atribuye a ésta amplias facultades para aplicar, en el desenvolvimiento del proceso penal, medidas alternativas a la instrucción y enjuiciamiento y a la privación de la libertad, a fin de descongestionar el proceso penal respecto de muchos asuntos carentes de importancias e interés.
(85)  Comisionado de apoyo a la Reforma y modernización de la justicia, Nuevo Código 

      Procesal, Rep. Dom. Pag. XXXIII

(86)  Comisionado de apoyo a la Reforma y modernización de la justicia, Nuevo Código 

      Procesal, Rep. Dom. Pag. XXXIV
8.3- EL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD

CONCEPTO

En nuestro medio, las características definitorias de la oportunidad hay que buscarlas en la regulación legal de los institutos que la incorporan, y no en una norma general. Esto es claro, si se considera que históricamente el principio de legalidad fue el primero en surgir, y por tanto, el primero en incorporarse a nuestro enjuiciamiento penal. En concreto, el de legalidad ha sido el principio rector de la actuación de órganos de persecución, y en el caso el acusador (el Ministerio Público) se ha manifestado como la obligación de iniciar y proseguir con la acción penal hasta el dictado de una resolución jurisdiccional que, al menos formalmente, ponga fin al conflicto. La regla es, entonces, ejercer la acción penal. Múltiples son las excepciones que prevé la ley a dicho principio; y no obstante, no todas las excepciones al principio de obligatoriedad constituyen manifestaciones de la oportunidad. (88)  
Dado el estrecho vínculo existente entre tales principios, cualquier concepción del Principio de Oportunidad debe partir del Principio de Legalidad, ya sea para considerar al primero como excepción o como complemento del segundo. En doctrina, por ejemplo, BACIGALUPO sostiene una posición amplia en la definición del Principio de Oportunidad, pues para él no debe entenderse –como tal – tan sólo la renuncia a la acción penal fiscal, sino, más bien, todo tratamiento penal diferenciado del conflicto social representado por el hecho delictivo. (89)
“Oportunidad significa... la posibilidad de que los órganos públicos, a quienes se les encomienda la persecución penal, prescindan de ella, en presencia de la noticia de un hecho punible o, inclusive, frente a la prueba más o menos completa de su perpetración, formal o informalmente, temporal, por motivos de utilidad social o razones político criminales (90). Otros han definido al Principio de Oportunidad como: “... aquél en atención al cual el Fiscal debe  ejecutar  la acción penal con arreglo a su discrecionalidad, en unos determinados supuestos regulados legalmente. En el mismo sentido, hay quienes sostienen que el principio de oportunidad es la contraposición teórica del principio de legalidad, mediante la que se autoriza al Fiscal a optar entre relevar la acción o abstenerse de hacerlo –archivando el proceso- cuando, las investigaciones llevadas a acabo conduzcan a la conclusión de que el acusado, con gran probabilidad, ha cometido un delito.

En esencia, existe oportunidad cuando el Fiscal puede disponer del contenido y curso de la acción penal. La suspensión o extinción de la acción tienen como antecedente una manifestación de voluntad del acusación. El interés público en la persecución penal marcará la conveniencia o inconveniencia procesal de hacer cesar la persecución. Como titular del ejercicio de la acción penal, el Ministerio Público es el órgano que tiene que decidir sobre ello.

(88)  Ver Gatgens Gómez, Erick y Rodríguez Campos, Alexander, El Principio de Oportunidad. Conveniencia

       procesal de la persecución penal, Editorial Juritexto, 4ta. Edicion, San José, Costa Rica, año 1999.

(89)   BACIGALUPO (Enrique). Descriminalización, Poder Judicial, España, 1987, p. 14

(90)   MAIER (Julio). Derecho Procesal Penal Argentino, T. I., V. B, Cit., p. 556.

FUNDAMENTOS DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD

a) MODIFICACIÓN DE LA PENA

El Principio de Oportunidad supone un replanteamiento de las tradicionales políticas que conforman el sistema de reacción penal, enfocado sobre todo el interés en la persecución de aquellas infracciones que revistan mayor dañosidad social, y restringiéndolas o eliminándola respecto de los delitos leves. Desde un punto de vista criminológico, es una institución que contribuye a contraer la reacción penal a formas menos gravosas en contra del infractor, presentándose como una solución alternativa a la tramitación ordinaria del enjuiciamiento criminal.

b) LA OPORTUNIDAD Y LA  DESCRIMINALIZACIÓN

Frecuentemente se liga al Principio de Oportunidad con sus efectos descriminalizantes, porque elimina o suspende la persecución de presuntas delincuencias en etapas tempranas del procedimiento penal. En todo caso, debe tenerse presente que el Principio de Oportunidad no es el verdadero instrumento de descriminalización, sino que éste más bien corresponde al Derecho Penal Material. Es un error tratar de resolver un problema eminentemente sustancial a través de normas procesales.  

c) OPORTUNIDAD COMO REGLA. (91) 

El sistema procesal de los Estados Unidos de Norteamérica desconoce por completo el Principio de Legalidad, descansa, strictu sensu, en el principio de oportunidad. Como típico sistema acusatorio, las partes van a disponer del objeto del proceso. El Ministerio Fiscal tiene verdaderos poderes discrecionales en el ejercicio de la acción penal.  

Las facultades discrecionales del Ministerio Público no se limitan a la posibilidad de desistir libremente de la acusación, sino que abarca otros aspectos, como por ejemplo, la potestad del Fiscal de plantear una reducción de cargos, o para conferir inmunidad, en compensación por haber colaborado con el gobierno en la investigación.  Paradójicamente, tal concentración de poderes no le fue conferida expresamente al Ministerio Público sino que es el resultado de la tolerancia de los Tribunales y de las legislaturas para que el Fiscal seleccione los casos relevantes conforme al interés público.

Esta modalidad de oportunidad se aplica en dos procedimientos:

ACEPTACIÓN DE CULPABILIDAD (PLEA GUILTY)

Este  consiste en la aceptación de culpabilidad de parte del acusado, a requerimiento del juez, y en la audiencia preliminar, una vez que han sido formulados los cargos. Se prescinde así del contradictorio. Su confesión sustituye la determinación judicial de culpabilidad y es el fundamento inmediato para la fijación de la pena. En teoría, se ha dicho que la confesión supone un arrepentimiento, y que en la práctica, esto le significaría una disminución de la pena, salvo cuando confiesa momentos antes del juicio, pues ésta confesión tardía no es un verdadero signo de arrepentimiento, sino de cálculo procesal.

ACEPTACIÓN DE LA NEGOCIACIÓN (PLEA BARGAINING)  

Consiste en la negociación entre Fiscal y acusado, mediante el cuál el primero se compromete a realizar una serie de concesiones a cambio de obtener la admisión de hechos de parte del acusado. Este, se confiesa culpable por uno o más delitos, y el acusador se compromete a retirar otros cargos, o a solicitar una pena más benigna, o cualquier otro beneficio.  Con ello, se evita la realización del juicio oral para la evacuación de la prueba.

Este procedimiento se puede aplicar en diversos momentos procedimentales. (92) 

La querella debe presentarse antes de que se dicte el auto de apertura de juicio. Si la querella es presentada en la audiencia preliminar, deben cumplirse todas las condiciones de forma y de fondo previstos en esa etapa, para que el Ministerio Público pueda prescindir de la acción pública.

El ministerio público puede, mediante dictamen motivado, prescindir de la acción pública respecto de uno o varios de los hechos atribuidos, respecto de uno o de algunos de los imputados o limitarse a una o algunas de las calificaciones jurídicas posibles, cuando:

a) Se trate de un hecho que no afecte significativamente el bien jurídico protegido o no comprometa gravemente el interés público. Este criterio no se aplica cuando el máximo de la pena imponible sea superior a dos años de privación de libertad o cuando lo haya cometido lo haya cometido un funcionario público en el ejercicio del cargo o en ocasión de éste.

b) El imputado haya sufrido, como consecuencia directa del hecho, un daño físico o psíquico grave, que torne desproporcionada la aplicación de una pena o cuando en ocasión de una infracción culposa haya sufrido un daño moral de difícil superación y la pena que corresponde  por el hecho o calificación jurídica de cuya persecución se prescinde carece de importancia en consideración a una pena ya impuesta, a la que corresponde por los restantes hechos o calificaciones pendientes, o a la que se le impondrían en un procedimiento tramitado en el extranjero.

c) La aplicación de un criterio de oportunidad para prescindir de la acción penal puede ser dispuesta en cualquier momento previo a que se ordene la apertura de juicio.

El ministerio público debe aplicar los criterios de oportunidad y otras facultades discrecionales en base a razones objetivas, generales y sin discriminación. En los casos que se verifique un daño, el ministerio público debe velar porque sea razonablemente reparado.

(91) GATGENS G., ERIER/ Rodríguez Campos, Alexander, EL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD. Pag.117, Editorial Jum  Texto, SAN JOSE, COSTA RICA.Cit., p. 556.

OBJECIÓN

La víctima y el imputado puede objetar dentro de los tres días ante el juez de la instrucción la decisión del ministerio público que aplique o niegue un criterio de oportunidad cuando no se ajuste a los requisitos legales o constituya una discriminación. Presentada la objeción el juez convoca a las partes a una audiencia.

EFECTOS

La aplicación de un criterio de oportunidad para prescindir de la persecución penal extingue la acción pública en relación al imputado en cuyo favor se disponga. No obstante, si el criterio se fundamenta en la aplicación del numeral 1 del artículo 34 del Nuevo Código Procesal Penal sus efectos se extienden a todos los imputados. El numeral 1, establece:

La extinción de la acción pública no impide la persecución del hecho por medio de la acción privada, siempre que se ejerza dentro del plazo de diez días contados desde la fecha de la notificación de la medida.

En el caso del numeral 3 del artículo 34 del Nuevo Código Procesal Penal  la acción pública se suspende hasta el pronunciamiento de una sentencia condenatoria que satisfaga las condiciones por las cuales se prescindió de la acción, momento en que la prescindencia de la acción adquiere todos sus efectos.

Según el Art. 15 de la Ley no. 78-03 sobre el estatuto del ministerio público, con relación al principio de oportunidad, el ministerio público buscará prioritariamente, dentro del marco de la legalidad, la solución del Conflicto Penal mediante la aplicación de los criterios de oportunidad y demás alternativas provistas en el Código Procesal Penal. Asimismo promoverá la paz social privilegiando la persecución de los hechos punibles que afecten el interés público.

8.4- DESENVOLVIMIENTO DEL PROCESO PENAL

En el presente Código, el proceso penal se puede esquematizar del modo siguiente:

1) Presentada la denuncia o querella, se inicia la investigación preliminar, la que puede dar lugar,  por parte del Ministerio Público, a la aplicación de medidas alternativas o a inculpar formalmente a aquellos que resulten vinculados a la comisión de la infracción.

2)  En los crímenes y delitos se realizará la instrucción a cargo del Ministerio Público. Esta se inicia con una audiencia de formalización de la instrucción, y culmina en la audiencia intermedia, en la cual el Ministerio Público presenta formal acusación y los medios de prueba en que la fundamenta.  En esta audiencia el Juez dispondrá el sobreseimiento definitivo del expediente o emitirá una providencia de formalización de la instrucción y la audiencia intermedia serán presididas por el Juez de la instrucción. El Ministerio Público, durante el curso de la instrucción requerirá de la autorización previa de aquel, para la adopción de cuántas medidas tengan por efecto limitar el ejercicio de los derechos y libertades consagrados.  

3) El juicio de fondo concluirá con una sentencia de condena o descargo, pudiendo interponerse contra  ella los recursos previstos.
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LOS ACTORES DEL PROCESO PENAL 

 
Del conjunto de actores intervinientes en el proceso penal, es conveniente destacar los roles asignados a los siguientes:

   
El Ministerio Público. Además de sus atribuciones tradicionales es el encargado de realizar la instrucción. En esta labor tendrá el auxilio de la Policía Judicial, que en este Código se organiza como un cuerpo adscrito a él y autónomo de la Policía Administrativa. La Policía Judicial se integra de un personal especializado en la investigación penal y carece de facultad para recibir denuncias o querellas o para deliberar respecto de las investigaciones que le sean asignadas por el Ministerio Público.

  
El Juez de la Instrucción.  Es un nuevo e importante actor en el nuevo proceso penal. Ante él acude el Ministerio Público a formalizar la instrucción en una primera audiencia, y formular su acusación y presentar los medios de prueba, en la audiencia intermedia para que el juez de la instrucción decida lo que corresponda.

8.5- LA ORGANIZACIÓN JUDICIAL PENAL

Según el Nuevo Código Procesal Penal Dominicano la jurisdicción penal estará integrada por:

1. La Suprema Corte de Justicia;

2. Las Cortes de Apelación;

3. Los Jueces de Primera Instancia;

4. Los Jueces de la Instrucción;

5. Los Jueces de Ejecución Penal, y;

6. Los Jueces de Paz.

 “El Juzgado de Paz, cuyas competencias en materia penal son ampliadas”.

“El juzgado de Primera Instancia, el cual se integra por el Juez de la Instrucción, la Cámara de lo correccional (unipersonal) y la Cámara de lo criminal (colegiada).

La Cámara de lo correccional: integrada de modo unipersonal conoce del juicio por hechos punibles que conlleven penas pecuniarias o pena privativa de libertad cuyo máximo previsto sea de dos años, o ambas penas a la vez.  Son igualmente competentes para conocer de las infracciones correccionales y de las apelaciones contra las decisiones del Juzgado de paz; así como de las acciones de hábeas corpus que le sean  planteadas y de los hechos punibles de acción privada.

La Cámara de lo criminal: integrada por tres jueces de primera instancia, tiene competencia para conocer de las infracciones criminales y de los recursos en reconsideración contra las decisiones de la Cámara de lo correccional. En conclusión conocerá de los casos cuya pena privativa de libertad máxima prevista sea mayor de dos años.

Los Jueces de la instrucción: En éstos opera una amplia y profunda redefinición de sus funciones, facultándole dicho código el conocimiento de todas aquellas cuestiones en las que la ley requiera la intervención de un juez durante el procedimiento preparatorio, dirigir la audiencia preliminar, dictar las resoluciones pertinentes y dictar sentencia conforme a las reglas del procedimiento abreviado que prevé el nuevo código, siempre con la finalidad de garantizar los derechos individuales de la colectividad.

Los Jueces de Ejecución Penal:  Tendrán a su cargo el control de la ejecución de las sentencias, de la suspensión condicional del procedimiento, de la sustanciación y resolución de todas las cuestiones que se plantean sobre la ejecución de la condena.

La Corte de Apelación: integrada por cinco jueces, y competente para conocer: De las apelaciones de las decisiones del juez de la instrucción, de la decisiones de la Cámara de lo Criminal y como tribunal de primer grado respecto de aquellas personas que tienen privilegio de jurisdicción ante ella.

La Suprema Corte de Justicia: fungirá como Corte de Casación, como tribunal de primer grado respecto de las causas penales contra personas con privilegio de jurisdicción ante ella, y como Tribunal de Apelación contra las sentencias dictadas por las cortes de apelación, cuando actúan como tribunal de primer grado.

También como novedad crea el nuevo código procesal penal una Jurisdicción de atención permanente dándole facultad a la Suprema Corte de  Justicia para dictar las normas prácticas que organicen y aseguren en cada Distrito Judicial el funcionamiento permanente de oficinas judiciales habilitadas para conocer a cualquier hora del día o de la noche de aquellos casos, procedimientos y diligencias que no admitan demora.

8.6- EL SISTEMA RECURSIVO

Respecto de las decisiones penales se establecen varias vías de recurso para impugnarlas: el de apelación, el de reconsideración, el de casación y el de revisión.

La apelación está abierta a las decisiones del juez de la Instrucción, exclusivamente respecto de aquellas que pongan termino al procedimiento, o suspendan su prosecución o cuando admitan las excepciones de la cosa juzgada y extinción de la acción pública. El recurso se interpone ante el juez presidente de la corte de apelación que de comprobar la existencia de una de las causales indicadas, comisionará a un juez de la corte para conocer del mismo, a cuyo efecto éste celebrará una audiencia en los mismos términos y alcance de la audiencia intermedia.

La apelación está originalmente abierta para todas las decisiones de la Cámara de lo Criminal debiendo invocarse una de las causales planteadas en el Código.  El presidente de la corte, luego de verificar en una audiencia pública, la existencia de la causa justificativa, procederá a fijar una nueva audiencia con el pleno de la Corte para conocer del fondo del recurso.

El recurso de reconsideración está abierto a las decisiones de la Cámara de lo correccional, se conoce ante la Cámara de lo criminal.

El recurso de casación lo conoce la Suprema Corte de Justicia, igualmente  el Recurso de revisión, por las causales que se enumeran en ambos casos en el Código.

LAS AUDIENCIAS DE INSTRUCCIÓN Y LAS AUDIENCIAS DE JUICIO DE FONDO

En el Código se crea una sala de la instrucción en la que el Juez de la Instrucción celebra todas las audiencias de los asuntos de su competencia. La misma está concebida para que funcione bajo un formato que posibilite un desenvolvimiento ágil y directo entre las partes, facilitándose así la adopción de cualquier medida o decisión que resulte conveniente.

En el juicio de Fondo el Código rediseña la ubicación especial de las partes. El acusado y su defensor, por un lado, y el Ministerio Público y la parte civil, por otro, estarán sentados frente al Juez en mesas de trabajo dispuestas al efecto.

Todo aquel que preste declaración lo hará sentado frente al juez y las partes.  Éstos  podrán ser interrogados directamente.

Es importantes consignar que en todos los casos en que se disponga la libertad o se descargue el inculpado o acusado, aun ejerza las vías de recursos, la libertad deberá ejecutarse desde el mismo tribunal, y cualquier medida administrativa se verificará sin perjuicio de la libertad ordenada.
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8.7- EL RÉGIMEN DE LAS ACCIONES

El régimen de las acciones ha sido enriquecido. En la acción pública se distingue la acción pública previa instancia particular, reservada a determinadas infracciones en las cuales el Ministerio Público no puede hacer inculpación o acusación, si previamente la víctima o su representante no formula la denuncia. Ésta presenta su acusación ante el Juez de la Instrucción y Juez de Juicio de fondo, sin la presencia del Ministerio Público, pudiendo en estos casos la víctima requerir el auxilio del Ministerio Público para practicar determinadas medidas de investigación.

Es importante consignar que la prescripción de la acción y la pena en materia criminal fue aumentada a 20 años, a menos que la pena máxima de la infracción fuera mayor, en cuyo caso se aumentaría por el periodo del máximo de la pena.

RÉGIMEN DE LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD

Tratándose de una de las cuestiones más sensibles de todo proceso penal, en el Código se precisan y reglamentan de modo claro las situaciones en que una persona pueda ser privada de su libertad:

1. En crímenes flagrantes, debiendo formalizarse la instrucción o ponerse en libertad en las 48 horas siguientes; (93) (Ver Anexo).

2. En caso de no comparecencia, luego de ser citado, pudiendo detenérsele y ser conducido ante la autoridad que emitió la citación;

3. En los casos en que el Juez de Instrucción, ordena la prisión preventiva del inculpado;

4. Cuando la persona sea condenada de modo irrevocable.
La prisión preventiva es objeto de una reglamentación muy precisa.  Se parte del principio de que la  libertad  es la  regla y  la prisión preventiva  una medida cautelar excepcional, cuya procedencia se justifica sólo cuando otras medidas resulten insuficientes para asegurar los fines del proceso penal.

La prisión preventiva puede ser ordenada por el Juez de la Instrucción y siempre que se verifique los requisitos que de modo preciso se establecen el Código.  Asimismo, se especifican varias situaciones en las que no es posible ordenar la prisión preventiva.  Igual, el juez está facultado para reemplazar la prisión preventiva por la prestación de una garantía económica adecuada.

Durante la Instrucción el que guarda prisión preventiva puede fijar periódicamente una audiencia para que se verifique si se mantienen las causales que motivaron la prisión preventiva o ésta puede ser sustituida por una garantía real u otra medida.

El Juez puede, conforme el caso, disponer de otras medidas cautelares personales distintas a la prisión preventiva como el arresto domiciliario, la sujeción a la vigilancia, la presentación periódica, la prohibición de salir del país, entre otras.

LA LIBERTAD PROVISIONAL BAJO FIANZA

Su otorgamiento es obligatorio en materia correccional.  En los crímenes, y en caso de reincidencia correccional, su otorgamiento es facultativo para el Juez apoderado de la Instrucción o del enjuiciamiento.  Sin embargo, la posibilidad de concesión de la fianza se extiende a todas las infracciones y su solicitud puede intentarse en las distintas jurisdicciones.

EL RÉGIMEN DE LAS NULIDADES

Sólo pueden anularse aquellas actuaciones o diligencias del procedimiento que por omisiones o incumplimiento limiten, obstruyan o imposibiliten el ejercicio del derecho de defensa o impidan el pleno ejercicio de las garantías y derechos. Declarada la nulidad, corresponderá el Juez o tribunal subsanarla, en los casos en que es posible.

LAS MEDIDAS ALTERNATIVAS A LA PRISIÓN

Son múltiples las medidas alternas a la prisión que las autoridades judiciales pueden adoptar en las distintas etapas judiciales pueden adoptar en la distintas etapas del proceso penal.

El Ministerio Público durante la investigación preliminar, conforme a criterios fundamentados, y en determinadas categorías de infracciones, puede aplicar criterios de oportunidad; o desestimar la denuncia o querella o disponer su archivo provisional.

Puede el Ministerio Público solicitar al Juez de la Instrucción la suspensión condicional del procedimiento en varias hipótesis que se plantean en el Código, y si el juez la acepta, fijar el cumplimiento de determinadas condiciones por parte del inculpado. (94)  (Ver Anexo).

También se contempla, en determinadas infracciones la posibilidad de que la víctima y el victimario alcancen un acuerdo reparatorio que pondría termino al proceso, si es aprobado por el juez.

El Ministerio Público tiene además la facultad, en la audiencia de formalización de la instrucción, de solicitar el juicio inmediato, en la medida en que se encuentre en condiciones de presentar acusación inmediata, sin tener que agotar el plazo de la instrucción, fijándose a seguidas la audiencia intermedia.

Asimismo el Ministerio Público puede plantear en la audiencia intermedia el procedimiento abreviado, en aquellos casos en que el acusado manifiesta aceptación de los hechos que fundamentan la acusación, de la evidencia de instrucción que le respalda y del procedimiento. Está restringido a infracciones en las cuales el Ministerio Público solicite una condena no superior a cinco años de privación de libertad. El Juez de la instrucción es el competente para decidir por vía del procedimiento abreviado sobre el fondo del expediente.
(94)  Ver Resolución No. 14786/2003  del 20 de Noviembre del 2003,  Procuraduría General de la 

      República
EL HABEAS CORPUS

El nuevo Código, inspirado en las disposiciones de nuestra Constitución, organiza el recurso de Habeas Corpus facultando al Juez apoderado a decidir sobre la legalidad de la privación de la libertad que padece una persona, siendo igualmente para temer su extrañamiento del país sin el cumplimiento de las reglas de extradición o cuando un dominicano se le impida entrar al país.  Se contemplan serias sanciones para los casos de autoridades que incumplan la presentación del inculpado o acusado luego del mandamiento o que desacaten su puesta en libertad, luego de sentencia que  la disponga. (95)  

LA EXTRADICIÓN

El Código organiza el régimen de la extradición activa, respecto de un dominicano o extranjero requerido por las autoridades dominicanos, y de la extradición pasiva respecto de un dominicano o extranjero requerido por un Estado extranjero.

Decidir la extradición pasiva es atribución de la Suprema Corte de Justicia, reglamentándose el procedimiento, el plazo y procedimiento de la prisión preventiva y las causales que justificarían.
(95)  Ley No. 5353 sobre Habeas Corpus, Art. 1 “Todo  aquel  que por  cualquier  causa  haya  sido privado de  su

      libertad  en  la  Rep. Dom.  tiene  derecho  sea  a  petición suya o de cualquier otra persona, excepto cuando  

      haya  sido detenido por sentencia de Juez o tribunal  competente, a un  mandamiento deHabeas Corpus con

     el fin de averiguar cuales son las causas de la privación de la libertad, y para que en los casos previstos  por

     la Ley se le devuelva ésta. 
8.8- VENTAJAS DEL NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL

a) El nuevo Código protegerá efectivamente los derechos del imputado y de la víctima.

b) Los tribunales, al aplicar la ley, garantizarán el respeto de los derechos legales y constitucionales de los imputados y las víctimas.  De esta forma, éstos van a ser el centro del juicio y no el  expediente.  

c) Garantizará la ejecución penal.

d) Cuando una persona sea condenada tiene que cumplir la pena que se le impone. Ni un días más ni un día menos.  El nuevo Código Procesal Penal hará que los jueces verifiquen que esto sea así.

e) La justicia será más rápida. (96)
f) Justicia retardada es justicia denegada. El nuevo Código Procesal Penal establece que todo proceso tendrá una duración de tres años como máximo, contados a partir del inicio de la investigación. Este plazo sólo se alargará para permitir apelaciones.

g) El Código facilitará que los usuarios del nuevo sistema procesal penal viabilicen la solución de sus problemas.

h) Cuando el delito no es grave, el nuevo Código permite la conciliación o arreglos entre las partes. De esta forma le dé la oportunidad a las partes en conflicto de lograr acabar con su problema respetando los derechos de la víctima.

i) El juicio oral y continuo acabará con la burocracia escrita.

j) El papel no es un medio aceptable para decidir lo que pasa en un juicio. Todas las pruebas tienen que ser presentadas de cara a la comunidad, así se legitimará la justicia.

DEROGACIONES

El presente Código Procesal Penal deroga el vigente Código de Procedimiento Criminal Dominicano y todas sus modificaciones, las leyes especiales sobre libertad provisional bajo fianza, la  Ley Hábeas Corpus, la Ley de Casación en cuanto reglamenta este recurso en materia penal, la Ley de extradición, así como toda disposición que le fuere contraria. (97)
ENTRADA EN VIGENCIA

Este Código Procesal penal entrará en vigencia plena veinticuatro meses después de su aprobación y promulgación y se aplicará a todos los casos que se inicien a partir del vencimiento de este plazo.  En el caso específico de este código el plazo se comienza a computar a partir del 19 de julio del 2002 fecha en que ha sido promulgado. (98)  Al momento de escribir esta tesis de grado la Suprema Corte de Justicia había establecido que el Nuevo Código Procesal Penal entrará en vigencia en el mes de Septiembre  del 2004 y a su vez emitió la Resolución No. 1920-2003 donde establece los principios fundamentales del debido proceso de Ley, para de ésta manera allanar el camino para la aplicación del nuevo código.

8.9- MEDIDAS DE COERCIÓN

PRINCIPIO GENERAL

Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Las medidas de coerción tienen carácter excepcional y sólo pueden ser impuestas mediante resolución judicial motivada y escrita, por el tiempo absolutamente indispensable y a los fines de asegurar la presencia de imputado en el procedimiento.

La resolución judicial que impone una medida de coerción o la rechace es revocable o reformable en cualquier estado del procedimiento. En todo caso, el juez puede proceder de oficio cuando favorezca la libertad del imputado.

CITACIÓN

En los casos en que es necesaria la presencia del imputado para realizar un acto, el ministerio público o el juez, según corresponde, lo cita a comparecer con indicación precisa del hecho atribuido y del objeto del acto.
(98) Comisionado de apoyo a la Reforma y modernización de la justicia, Nuevo Código 

      Procesal Penal de la Rep. Dom. Pág. XLVIII

     Art. 222 y 223 del Nuevo Código Procesal Penal de la Rep. Dom.
ORDEN DE ARRESTO

El juez, a solicitud del ministerio público, puede ordenar el arresto de una persona cuando:

1. Es necesaria su presencia y existen elementos suficientes para sostener, razonablemente, que es autor o cómplice de una infracción, que puede ocultarse, fugarse o ausentarse del lugar;

2. Después de ser citada a comparecer no lo hace y es necesaria su presencia durante la investigación o conocimiento de una infracción. 

3. El arresto no puede prolongarse más allá del agotamiento de la diligencia o actuación que lo motiva. Si el ministerio público estima que la persona debe quedar sujeta a otra medida de coerción, así lo solicita al juez en un plazo máximo de veinticuatro horas, quien resuelve en una audiencia. En caso contrario, dispone su libertad inmediata. (99)
MEDIDAS

El juez, a solicitud del ministerio público o del querellante, puede imponer al imputado, después de escuchar sus razones las siguientes medidas de coerción:

1. La presentación de una garantía económica suficiente;

2. La prohibición de salir sin autorización del país, de la localidad en la cual reside o del ámbito territorial que fije el juez;

3. La obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona o institución determinada, que informa regularmente al juez;

4. La obligación de presentarse periódicamente ante el juez o ante la autoridad que él designe;

5. La colocación de localizadores electrónicos, sin que pueda mediar violencia o lesión a la dignidad o integridad física del imputado;

6. El arresto domiciliario, en su propio domicilio o en custodia de otra persona, sin vigilancia alguna o con la que el juez disponga;

7. La prisión preventiva.

8. En las infracciones de acción privada no se puede ordenar la prisión preventiva ni el arresto domiciliario ni la colocación de localizadores electrónicos.

9. En cualquier caso, el juez puede prescindir de toda medida de coerción, cuando la promesa del imputado de someterse al procedimiento sea  suficiente para descartar el  peligro  de fuga. (100)
10. El juez, a solicitud del ministerio público, puede ordenar el internamiento del imputado en un centro de salud mental, previa comprobación, por dictamen pericial, de que sufre una grave alteración o insuficiencia de sus facultades mentales que lo tornan peligroso para sí o para terceros, siempre que medien las mismas condiciones que para aplicar la prisión preventiva.

PRISIÓN PREVENTIVA

Además de las circunstancias generales exigibles para la imposición de las medidas de coerción, la prisión preventiva sólo es aplicable cuando no pueda evitarse razonablemente la fuga del imputado mediante la imposición de una o varias de aquellas que resulten menos gravosas para su persona.

No puede ordenarse la prisión preventiva de una persona mayor de setenta años, si se estima que, en caso de condena, no le es imponible una pena mayor a cinco años de privación de libertad. Tampoco procede ordenarla en perjuicio de mujeres embarazadas, de madres durante la lactancia o de personas afectadas por una enfermedad grave y terminal. (101)
(100) Art. 226 del Nuevo Código Procesal Penal de la Rep. Dom.

(101) Art. 234 del Nuevo Código Procesal Penal de la Rep. Dom.

REVISIÓN 

Salvo lo dispuesto especialmente para la prisión preventiva, el juez, en cualquier estado del procedimiento, a solicitud de parte, o de oficio en beneficio del imputado, revisa, sustituye, modifica o hace cesar las medidas de coerción por resolución motivada, cuando así lo determine la variación de las condiciones que en su momento las justificaron.

Según el Nuevo Código Procesal Penal Dominicano la prisión preventiva finaliza cuando:

1) Nuevos elementos demuestren que no concurren las razones que la motivaron o tornen conveniente su sustitución por otra medida;

2) Su duración supere o equivalga a la cuantía mínima de la pena imponible, considerándose incluso la aplicación de las reglas relativas al perdón judicial o a la libertad condicional;

3) Se agraven las condiciones carcelarias de modo que la prisión preventiva se concierta en una forma de castigo anticipado o trato cruel, inhumano o degradante. 


[image: image13.png]PRIVACION DE LA LIBERTAD
Casos en que es
Privada la Libertad
Crimenes Flagrantes
(Formalizar en 48 horas)

No Comparecencia, luego
de ser Citado

Puede Cambiar fa Medidas Cautelares

Prision Proventiva

hor garantia E1 Juez de la Instruccion
ol Ordena Ia prisin

Preventiva

Condenado de Manera
Irrevocable

Periddica,
Impedimento de
Salida del Pais





[image: image14.png]DISPOSICION FISICA TRIBUNAL NUEVO
PROCESO PENAL

sitl2
interrogatorio

- [j @
Abogads
ernan
oy
parss Chit

SEGUN RESOLUCION NO. 1920/2003 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA

Secrataria






CAPÍTULO IX

EL RECURSO DE AMPARO

9.1- CONCEPTO

El amparo es una institución jurídica destinada a la defensa de la Constitución y de los derechos de la persona humana que ella consagrada expresa o implícitamente. Es puesta en obra por el lesionado por una acción o recurso principal contra los actos de la autoridad pública o de los particulares que violen sus derechos, tendiente a anular el acto y a la restitución de la situación anterior. (102)
La acción o recurso de amparo es consagrada por el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, del 22 de noviembre de 1969, que es norma de derecho interno dominicano, el cual reza así:   

 “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces y tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aún cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones”.
(102)  Castillo, Pellerano, Herrera, Derecho Procesal Penal, Tomo II, Volumen I, Tercera

      edición, Pág. 259.

9.2- RELACIÓN CON EL HÁBEAS CORPUS

EL AMPARO Y EL HABEAS CORPUS

Ambos son instrumentos jurídicos de protección de los derechos individuales que reconoce la ley sustantiva de los dominicanos.  Mientras que el primero tiende a la defensa de la Constitución misma y de los derechos de las personas, el segundo sólo se refiere a su seguridad individual, aún cuando ambos son semejantes, no son iguales.

En efecto, mientras que el hábeas corpus versa sobre las causas de la detención y la competencia de la autoridad que la ha ordenado, el amparo obliga al examen de la legitimidad de los actos de la autoridad pública que lesionan un derecho constitucionalmente reconocido.

En una sentencia del 17 de agosto de 1973, la Suprema Corte de Justicia expresó “el recurso extraordinario instituido por el artículo 8 de la Constitución de la República y con más detalle en la Ley de hábeas Corpus de 1914 es de lugar exclusivamente en los casos en que la persona que utilice, o en cuyo provecho se utilice, esté privada de su libertad, agregando más adelante, que “los medios del recurso que se examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados en cuanto esos medios tratan de hacer reconocer a la institución de  hábeas corpus un alcance que excede su objeto específico y determinado, y de extenderla a la protección de la libertad de tránsito y de otros derechos humanos, cuya protección, por los tribunales, no es tan directa como el caso de la Seguridad Individual, y requiere de otros cauces...”

Por  último, apoderado el más alto tribunal del primer recurso de amparo fundamental en el citado artículo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en ordenanza dictada el 18 de junio de 1991, la Suprema Corte de Justicia expresó que conforme se advierte de la simple lectura del texto de dicho artículo 25, “se trata de una disposición que tiene por objeto la protección judicial de los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la misma Convención contra actos, cometidos por personas que actúen o no en el ejercicio de funciones oficiales”, lo que vale tanto reconocer la existencia jurídica de la acción o recurso de amparo como medio de protección contra las lesiones a los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución como admitir que tales vulneraciones puedan provenir tanto de personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales como de simples particulares. (103)   
(103) Castillo, Pellerano, Herrera, Derecho Procesal Penal, Tomo II, Volumen I, Tercera

       edición, Pág. 262.

9.3- DERECHO FUNDAMENTAL Y DE PROTECCIÓN

El derecho de amparo como medio procesal para la protección de los derechos fundamentales frente a lesiones causadas por los representantes o agentes de los poderes públicos o por particulares es, en síntesis, el derecho de que disfruta cualquier individuo para reclamar la intervención efectiva de los tribunales del orden judicial o del orden administrativo a fin de ser amparados en el disfrute y ejercicio de los derechos y garantías que le son reconocidos constitucionalmente por cualquiera de las vías ordinarias de procedimiento, que es el amparo judicial, o por medio del recurso sencillo y rápido previsto en el artículo 25.1 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, que es el amparo constitucional. En ambas hipótesis se desdobla el deber de los tribunales apoderados de otorgar la protección que le es reclamada.

Ya se trate del empleo de las formas procesales del amparo judicial o de las del amparo constitucional, del ejercicio de la acción se derivan las consecuencias siguientes:

a) Se trata del ejercicio de un derecho fundamental de la persona que se hace velar ante la llamada “jurisdicción de la libertad” no de una acción o recurso o previsto en la ley que se ventila ante un tribunal determinado. Rige en todos los mecanismos procesales establecidos en la ley que en cualquier forma permitan alcanzar su objetivo.

b) El ejercicio del derecho de amparo impone al tribunal apoderado, la obligación de amparar al demandante contar los actos constitutivos de las violaciones a los derechos y garantías en que se basa el apoderamiento, ya sea cuando su materialización se hace a través de acciones o recursos establecidos en la ley (amparo judicial) al igual que cuando es apoderado por la acción autónoma de amparo (amparo constitucional), que es interpuesta mediante un recurso sencillo y rápido o judicialmente efectivo tendiente a obtener el amparo de los derechos fundamentales y a la vez a restablecer de inmediato la situación jurídica violada.

c) Dicho en otras palabras, el derecho de amparo (judicial) puede ser ejercitado mediante las acciones, recursos y excepciones establecidos en la ley, tales como: por el planteamiento de un medio de defensa, o por la excepción de la inconstitucionalidad   en el curso de un proceso en el que se plantea la lesión a un derecho fundamental, o mediante una acción principal a un derecho fundamental, o mediante una acción principal ante un juez tendiente a anular un acto ilícito que provenga de un funcionario o agente de los poderes públicos ya sea por un recurso por exceso de poder, o a consecuencia de su apoderamiento por vía principal de una excepción de ilegalidad del acto en cuestión o contra la ejecución de ese acto, o bien por una demanda contra el autor de un daño por la que se pretenda hacer cesar una vía de hecho. También el derecho de amparo puede ser ejercido por medio de la acción autónoma (amparo constitucional).

d) El derecho de amparo protege el goce y el ejercicio de los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución así como los demás derechos y garantías, por las leyes reglamentarias de esos derechos y garantías, por lo que puede ser ejercitado para hacer cesar las perturbaciones a los derechos individuales enumerados por la Constitución o reconocidos como tales en virtud del artículo 10, lo mismo que cuando existen lesiones a los derechos sociales, económicos y políticos de la persona.

La posibilidad de su ejercicio corresponde a todos, sin distingo alguno, correspondiéndose a las personas físicas y a las personas morales.

e) Una vez que el derecho de amparo tiende a proteger el goce y el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales contra cualquier turbación, es indiferente quien la haya causado, ya sea cualquier autoridad pública o particular. En los casos de turbaciones causadas por funcionarios o agentes de los poderes públicos, el derecho de amparo procede contar los actos legislativos, los actos administrativos y contra los actos judiciales mediante el ejercicio de los recursos y acciones previstos en la ley (acción principal en declaratoria de la inconstitucionalidad de acto legislativo, excepción de inconstitucionalidad, acciones ante los tribunales judiciales, vías de recurso, recurso contencioso-administrativo de anulación) siempre y cuando sea  susceptible de restablecer la situación jurídica violada.

f) Como el derecho de amparo busca asegurar el goce y ejercicio de todos los derechos fundamentales y la garantías de éstos, su  ejercicio es admisible tanto cuando exista una violación directa de lo previsto en un texto constitucional o a uno de los principios que ella consagra como a los otros derechos constitucionales implícitos que se cobijan bajo las provisiones de su artículo 10, al igual que las normas legales que han sido dictadas por mandato de la propia Constitución, por ejemplo, las previsiones de la Ley número 5353 del año 1914 y sus modificaciones, sobre hábeas corpus.

g) La sentencia que dicte el juez apoderado sobre el ejercicio del derecho de amparo debe disponer cuando se refiera a la procedencia de medidas cautelares o preventivas, al igual que resolver lo concerniente al fondo de la contestación, estatuyendo sobre la legalidad o no de la turbación denunciada o de la garantía constitucional violada.  

9.4- COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO

Como el derecho de amparo puede ser ejercido conforme a las normas de los distintos procedimientos ordinarios con los que sea posible alcanzar el objeto perseguido (amparo judicial), los tribunales, penales, civiles, comerciales o laborales, y los del orden administrativo, deben reconocer su aptitud para entender de los derechos cuya protección se demande con su competencia natural. Así habría que admitir que cuando el amparo podría culminar con la nulidad de un acto administrativo, deberá ser introducido y resuelto ante y por la jurisdicción contenciosa administrativa; que cuando una acción de amparo nace de actos violatorio al derecho de trabajo cometidos por una empresa, por esa afinidad de la competencia, debe ser introducida ante la jurisdicción laboral.

El artículo 25.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos reconoce a toda persona el derecho a “un recurso sencillo y rápido”, ante los jueces o tribunales que la ampare contra los actos que violen sus derechos fundamentales. Las formas simples del procedimiento sumario satisfacen el requisito de la sencillez y la noción de urgencia en el derecho procesal suple los elementos necesarios para satisfacer la rapidez requerida. Ese artículo también prevé otra hipótesis, la existencia de cualquier otro recurso efectivo que le permita alcanzar los mismos fines.

Como la acción de amparo puede ser ejercida ante cualquier jurisdicción en base a la afinidad que tengan los derechos cuya protección se demanda con su competencia natural del procedimiento a emplear es el corresponda a la afinidad que tenga el derecho vulnerado con las formas de apoderamiento de la jurisdicción. Así, siempre será posible recurrir a las formas simples y rápidas del referimiento cuando el caso haga posible su empleo, una vez que el referimiento rige para todas las materias, conforme como lo dispone el artículo 111 de la Ley 834 del año 1978. las formas sencillas del procedimiento de hábeas corpus pueden ser empleadas en los casos en que proceda el apoderamiento de un juez de lo penal, o mediante el uso de las reglas de apoderamiento en materia correccional. El caso decidido por la Suprema Corte de Justicia por su ordenanza del 18 de junio de 1991 fue introducido bajo las formas en que se solicita el libramiento de un mandamiento de hábeas corpus.

9.5- PODERES DEL JUEZ DE AMPARO

Al establecer el artículo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos que el recurso ante los jueces y tribunales competentes amparará contra los actos que violen los derechos fundamentales y que la autoridad competente decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga el recurso, resulta que el juez dispone de los más amplios poderes para ordenar medidas precautorias y disponer lo que estime procedente para hacer efectivo el amparo de los derechos fundamentales. Igualmente puede dictar órdenes o imponer prohibiciones a quien ha violado el derecho y a la vez disponer el restablecimiento de la situación jurídica infringida, cuando fuere posible.

RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA.

La inexistencia de una ley que regule la acción o recurso de amparo unido a la escasa creatividad de los abogados que hacen de la práctica judicial su medio de vida, ha provocado su ausencia total en la jurisprudencia en los primeros veinte años de su vigencia en derecho dominicano.  La labor de la doctrina ha sido también escasa.

Apoderada la Suprema Corte de Justicia de una petición de parte interesada para que, en virtud de los poderes que le otorga el artículo 29 de la Ley de Organización Judicial, trace el procedimiento a seguir para el apoderamiento de los tribunales de una acción o recurso de amparo, dictó el 24 de febrero de 1999, una Resolución en que hace precisiones en torno a cuestiones relativas al procedimiento que debe regir.  Las cuestiones más resaltantes tratadas en esa resolución son las siguientes.

VIGENCIA DEL AMPARO.

El ordinal Primero de la resolución ratifica formalmente la vigencia en derecho dominicano del recurso de amparo,  que ya había sido reconocida implícitamente por Resolución de la Suprema Corte de Justicia del 18 de junio de 1991, en los términos siguientes:

Primero:  Declarar que el derecho de amparo previsto en el artículo 25.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, de San José, Costa Rica, del 22 de noviembre de 1969, es una institución de derecho positivo dominicano, por haber sido adoptada y aprobada por el Congreso Nacional, mediante Resolución No.739 del 25 de diciembre de 1977, de conformidad con el artículo 3 de la constitución de la Republica”.

Lo expresado zanja la controversia sobre la vigencia de la acción o recurso de amparo en derecho dominicano.  Los demás asuntos que resuelve esa decisión corresponden a cuestiones que facilitan la implementación del recurso.

CUESTIONES RESUELTAS.

La Resolución del más alto tribunal determina claramente cuales son los asuntos objeto de la acción o recursos de amparo, cuales no, la cuestión de la competencia y, del procedimiento a ser empleado.

OBJETO DE LA ACCIÓN DE AMPARO.

La Resolución expresa en los motivos que  la fundamentan que de la lectura de los textos que transcribe, que son el artículo 25.1 de la Convención Americana de sobre Derechos Humanos, el párrafo final del artículo 3 y el inicio j del ordinal 2 del artículo 8, ambos de la Constitución, se puede advertir que “se trata de disposiciones que tienen por objeto la protección judicial de los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley y la misma convención, contra los actos violatorios de esos derechos, cometidos por personas que actúen o no en el ejercicio de funciones oficiales o por particulares”, precisamente más adelante que el amparo es un “mecanismo protector de la libertad individual en sus diversos aspectos’’.

La acción de amparo, según los términos de la Resolución, “queda abierta contra todo acto u omisión de los particulares o de los órganos o agentes de la Administración Pública, incluido la omisión o el acto administrativo, no jurisdiccional, del poder judicial, si lleva cualquiera de ellos una lesión, restricción o alteración, a un derecho constitucionalmente protegido’’.

Las expresiones de la Resolución que acaban de ser transcritas delimitan claramente el objeto del amparo.

ACTOS Y OMISIONES EXCLUIDOS.

Las especies sometidas a la Suprema Corte de Justicia que dieron lugar a sus resoluciones del 18 de junio de 1991, arriba citada y, del 24 de febrero de 1999, que ahora comentamos, lo fueron contra actos del poder judicial, por lo que la última resolución, reexaminando el objeto del amparo, reconoce que el texto del artículo 25.1 de la Convención, comprende las violaciones que puedan ser cometidas por personas que ejercen funciones judiciales, sobre lo cual precisa, que “”si bien esto es así, no es posible, en cambio, que los jueces puedan acoger el amparo para revocar por la vía sumaria de esta acción lo ya resuelto por otros magistrados en el ejercicio de  la competencia que le atribuye la ley, sin que se produzca la anarquía y una profunda perturbación en el proceso judicial”.  Este argumento de gran peso, que revela una grande prudencia en el más alto tribunal, corresponde a una corriente de opinión fuertemente enraizada en países donde existe una regulación legal del amparo, lo que la lleva a excluir el ejercicio de la acción contra los actos u omisiones jurisdiccionales del poder judicial, siendo sólo posible accionar cuando se trata de actos y omisiones de carácter administrativo, no jurisdiccional, del poder judicial.

LA COMPETENCIA.

a) En razón de la materia.

La Suprema Corte de Justicia no atribuye competencia a un tribunal determinado, lo que hace es, razonar sobre la competencia que corresponde a los jueces de primera instancia como jueces de derecho común con plenitud de jurisdicción en todo el distrito judicial dentro del cual ejercen sus funciones para entender de los asuntos que la ley atribuye en términos generales a los cual reconoce que ese juez de primera instancia de derecho común es el competente para conocer del recurso de amparo.

b) En razón del lugar.

Como se trata de una acción o recurso que tiene su fuente en un acto o en una omisión que lesiona un derecho constitucionalmente protegido por cuya ilicitud e ilegalidad se pide protección, el más alto tribunal expresa, que tiene competencia para conocer de la acción de amparo el juez de primera instancia con jurisdicción en el lugar en que se haya producido el acto u omisión atacado.

PROCEDIMIENTO.

Como el texto de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, citado, expresa que “Toda persona tiene derecho a un procedimiento sencillo y rápido...”, la Suprema Corte de Justicia descartando la posibilidad de que fuese utilizado el procedimiento de hábeas corpus que sugerimos precedentemente en este capítulo, entendió, que el procedimiento que deberá observarse en materia de amparo es el instituido para el referimiento, reglamentado por los artículos 101 y siguientes de la Ley 834 de 1978.  Es la solución chilena.

Esa atribución trae implícita la solución de una cuestión de competencia para los casos en que el juzgado de primera instancia se encuentre dividido en Cámaras. Como la jurisdicción de referimiento corresponde al Presidente de la Cámara civil y comercial, es ante ella que debe ser llevada toda acción o recurso de amparo.  

PLAZO PARA DEMANDAR EL AMPARO.

El dispositivo de la Resolución del 24 de febrero de 1999, expresa: “c) el impetrante deberá interponer la acción de amparo contra el acto arbitrario u omisión, dentro de los quince  (15) días en que se haya producido el acto u omisión de que se trate”.

La imposición de un plazo para el ejercicio de la acción plantea, entre otras, dos cuestiones de mucha importancia práctica: su punto de partida y sus efectos sobre la acción.

a) Punto de partida del plazo.

Para los actos instantáneos, esto es, aquellos que se cometen en una unidad de tiempo, no existe dificultad alguna, el plazo comenzará a partir de su comisión, por ejemplo, el no dictar un acto o no dar cumplimiento a un formalismo que la ley pone a cargo de una autoridad, por tratarse de una situación jurídica susceptible de prolongarse en el tiempo, salvo el caso en que la ley predetermina el tiempo en que el acto omitido deberá ser dictado.

La cuestión cambia cuando se trata de una lesión permanente a un derecho constitucionalmente protegido, que se caracteriza por una situación arbitraria que se prolonga en el tiempo y que se renueva cada día.  En esos casos el plazo para el ejercicio de la acción renace una y otra vez mientras no cesa la lesión ilegítima e ilegal, por lo que el término de quince días nunca se agota, siempre estará abierto.

b) Efectos del plazo.

La fijación de un plazo dentro del cual debe ser ejercida la acción de amparo puede dar lugar a la opinión de que trae implícita la idea de que su agotamiento produce la caducidad del derecho a ejercerla.  Tal interpretación la consideramos errónea, una vez que toda caducidad implica la pérdida de un derecho y esto sólo puede acontecer por disposición expresa  de la ley. La ausencia de sanción en la resolución de marras, lo confirma.

c) Apoderamiento del Tribunal.

La parte agraviada debe elevar una solicitud de audiencia al juez de primera instancia de acuerdo a la forma de los referimientos, la cual deberá contener una exposición sumaria de los hechos y de los fundamentos jurídicos del amparo que se solicita, la cual deberá estar acompañada por los documentos que la justifican, si existen.   

Lo  bien articulado de la solicitud de audiencia y la necesidad de apoyarla en medios de prueba que a lo menos hagan verosímil la acción, es necesario, porque “cuando la acción fuera ostensiblemente improcedente al juicio del magistrado apoderado, así lo hará constar en auto y ordenará el archivo del expediente.  Este auto no será susceptible de ningún recurso”, regla que obliga al impetrante a cuidar de que su pedimiento pueda ser calificado de ser ostensiblemente improcedente.

La audiencia para el conocimiento de la acción, deberá ser fijada para que tenga lugar dentro del tercer día de recibida la instancia correspondiente.  Como el juez apoderado será el juez de primera instancia bajo la forma de los referimientos, podrá fijar la audiencia para que tenga lugar a un día franco de la citación, de día a día o aún de hora a hora.

d) Citación del Demandado.

Será demandado el autor del acto o de la omisión que lesiona el derecho constitucionalmente protegido que motiva el ejercicio de la acción, es la consecuencia de la responsabilidad personal que se contrae con la comisión o la omisión de cualquier acto ilícito.  Toda persona que puede ser demandada, sin limitación alguna, lo que comprende todas las personas físicas, todas las personas morales, ya sean de derecho público o de derecho privado, el Estado, los municipios, los sindicatos, los colegios de profesionales, etcétera.

Cuando el autor del acto o de la omisión es una autoridad, agente o dependiente de una persona moral o del Estado o de sus instituciones autónomas es conveniente la citación de la persona a quien presta servicios.

e) Fallo, Recursos y Costas.

De acuerdo a la Resolución mencionada, el juez deberá dictar su sentencia dentro de los cinco días que sigan al momento en que asunto quede en estado; el recurso de apelación, que conocerá la corte de apelación correspondiente, deberá interponerse dentro de los tres días hábiles de notificada la sentencia, el cual se sustanciará en la misma forma y plazos que se indican para la primera instancia, incluida el plazo de que se dispone para dictar sentencia.  Los procedimientos del recurso de amparo se harán libres de costas.

CUESTIONES NO RESUELTAS POR LA RESOLUCIÓN.

Quedan múltiples cuestiones no resueltas por la Resolución del 24 de febrero de 1999.  no podía ser de otro modo pues su misión queda cumplida al trazar normas mínimas.  Lo demás será labor de la jurisprudencia.

El juez de primera instancia que juzgue de acuerdo a las reglas del referimiento podrá ordenar todas las medidas de instrucción que considere oportunas, además, de la cautelares a pedido de parte o aún de oficio, que faciliten la restitución integral del derecho constitucional lesionado y eviten la consolidación de una situación injusta o la perpetración de un daño inminente o irreparable.

En la doctrina y la jurisprudencia se reconoce al juez de amparo la facultad de ordenar la “medida de no innovar”, que tiene por fin mantener la situación de hecho o de derecho al momento en que es dictada esa orden.  La obligación de no innovar es una consecuencia de la litispendencia que se genera con la acción de amparo que a la vez se conjuga con la necesidad de mantener el estatus quo y, evitar que alguna de las partes innove la situación imperante al momento del ejercicio de la acción.

Tal como expresa Lazzarini, “la medida de no innovar, que nace con la litis, paraliza los hechos que, no obstante la demanda, podrían seguir causando lesiones durante la sumarísima sustanciación del juicio y perjudicar la reparación integral del derecho constitucional afectado.  Esta medida, como todas las precautorias, tiende a asegurar el éxito de la providencia definitiva con que terminará el amparo y hacer que la sentencia tenga la misma eficacia que si se hubiera dictado al momento de la demanda”. 

CAPÍTULO X

EL DEFENSOR DEL PUEBLO (LEY 19-01)

10.1- ANTECEDENTES HISTÓRICOS

La figura del Defensor del Pueblo se viene construyendo a partir de antecedentes históricos sucedidos en Esparta (Atenas), China y el Imperio Persa, que, con miras a controlar, supervisar y dar seguimiento a los funcionarios de la administración pública, mecanismos especiales de vigilancia y contratos con la ciudadanía.

En el siglo XVI, el Gran Senescal de Suecia, como verdadero inspector de los tribunales de justicia, exponía ante el rey las anormalidades que advertía en la administración de justicia, constituyéndose así en el predecesor del control administrativo que ejercería el Ombudsman.

En efecto, fue en Suecia donde nació la figura del Ombudsman con sus actuales características, institucionalizándola en el año 1809 luego de una disputa entre el Rey y el Parlamento.

Cuando el régimen autoritario cedió paso a una monarquía parlamentaria, se delimitaron las atribuciones de las tres funciones del Estado, creando  un Ombudsman representante del parlamento, al que se denominó como Justitie Ombudsman.

Se le encargó el control de la observancia de las leyes por parte de los tribunales y funcionarios, facultándolo para demandar ante la Justicia, a quienes en el ejercicio de su función hubieren, por parcialidad, favor o cualquier otro motivo, cometido ilegalidades o descuidado el correcto desempeño de los deberes propios de su cargo.

La institución, elevada al rango Constitucional por el país nórdico, prontamente dio innumerables muestra de eficiencia siendo entonces adoptada por otros países.

La innegable evolución que ya se avizoraba de esta figura, se retrasó hasta el fin de la Segunda Guerra Mundial, aunque, pese a ello y demostrando que la institución podía adaptarse a diversos sistemas jurídicos, Finlandia lo incluyó en su Carta Magna en 1919 y Dinamarca de 1953.

Luego de que Dinamarca abriera las puertas del interés internacional por esta figura, sobrevino un período en el que se vio nacer gran cantidad de representantes de tan novedoso medio de control, a lo largo de todo el planeta y con distintos nombres:

	    NOMBRE
	      PAIS

	Ombudsman
	Suecia

	El Contralor del Estado
	Israel

	Proveedor de Justicia
	Portugal

	Mediador
	Francia

	Defensor Cívico
	Italia

	Comisionado Parlamentario
	Gran Bretaña

	Defensor del Pueblo
	España, Argentina, entre otros


La presidencia del OMBUDSMAN se extendería a Noruega y Nueva Zelanda en 1962, Reino Unido y Canadá en 1967, Tanzania 1968, Israel en 1971, Francia 1973, Portugal 1975, Puerto Rico, Australia y Austria en 1977, así como España en 1978 y los Países Bajos en el 1981.

En este proceso de construcción del Ombudsman resalta la intención de vigilar y controlar la administración pública, partiendo de los intereses de los diferentes Poderes del Estado y los reclamos de la ciudadanía.

LAS NECESIDADES DEL OMBUDSMAN EN AMERICA LATINA 

Durante las décadas de los sesenta y setenta la democracia fue encarcelada en América Latina, gobiernos civiles constitucionalmente elegidos fueron destituidos, dando paso a regímenes militares que se sucedieron uno tras otro sin ningún tipo de legitimidad.

 Se impuso el Sistema de Seguridad Nacional, desaparecieron los derechos y garantías constitucionales imponiéndose “las ordenes a las leyes y la fuerza a la razón”.

 Las instancias estatales perdieron su fragilidad institucionalidad, las Constituciones se manejaron sometidas a la voluntad del militarismo y las farsas electorales pasaron a ser instrumentos de justificación de gobiernos anti populares.

Una muestra de tan dolorosa realidad se verifica en la existencia de 33 gobiernos de coroneles, generales y civiles, (con actuaciones dictatoriales) en sólo 12 países latinoamericanos, algunos de los cuales permanecieron entre 16 y 35 años en el poder.

Los militares redujeron a su mínima expresión a los partidos políticos, movimientos obreros y gremios profesionales, así como a los medios de comunicación.

EL REGRESO DE LA DEMOCRACIA 

Las dictaduras militares dejaron pocos espacios para la organización social y política de nuestros países, refugiándose las luchas por la democracia en las iglesias, los Comités para la Defensa de los Derechos humanos, las acciones internacionales de los exiliados y las organizaciones solidarias.

La presión internacional, la posición de gobiernos democráticos, la poca, pero persistente resistencia interna, la aplicación de la Política de derechos humanos de la Administración Carter en 1977 y la recesión económica, marcaron el inicio del fin de las dictaduras y el reencuentro con la democracia en América Latina.

El regreso de la democracia ha sido lento y difícil, se viene cumpliendo por etapas, y a principios de los ochenta muchos de los militares golpistas pasaron a ser políticos, congresistas, empresarios y banqueros, otros se quedaron en los cuarteles, registrándose cambios en los gobiernos, pero no necesariamente en el poder.

LA DEMOCRACIA TRAJO CONSIGO LO SIGUIENTE:

1- Devolver y garantizar las libertades públicas.

2- Restablecer la libertad de prensa.

3- Permitir la libre asociación de los (as) ciudadanos (as).

4- Facilitar las actividades políticas y el crecimiento de los partidos políticos.

5- La libertad de los presos y regreso de los exiliados políticos.

6-  La investigación y sometimiento a la justicia de gobiernos militares responsables de las miles de muertes, desapariciones, tortura y prisiones ilegales.

7- Poner fin al Sistema de Seguridad Nacional, a través del cual la ciudadanía no estaba segura en la casa, la calle y el trabajo.

8- Organizar, realizar y hacer creíble los procesos electorales.

9- Desmilitarizar las instituciones y Poderes del Estado.

10- Poner fin a la cultura del miedo y el silencio impuesta desde el Estado.

11- Enfrentar la creciente recesión económica.

12- Devolver a la ciudadanía la confianza en la democracia y su capacidad para superar lo vivido.

La década de los ochenta fue un periodo de fortalecimiento de los procesos electorales, considerándose éstos como la puerta de entrada a la democracia.

Una década de ensayos electorales dificultados por las acciones de los dictadores, ahora ubicados desde diferentes espacios de poder, con el fin de cuidar sus intereses económicos y mantener la impunidad que les mantenían intocables.

A pesar de ello los procesos electorales se desarrollaron, unas veces fraudulentos y otras válidos y defendidos por la población.

En algunos países de Centro América, las elecciones fueron, entre otras cosas, garantías de los acuerdos de paz que dieron fin a largos años de guerras.

En esta primera etapa de la democracia se realizaron elecciones en unos doce países de América Latina, iniciándose con ellas una mejoría en las libertades públicas y un reforzamiento de los comités e instituciones que trabajaron por el respecto e implementación de los derechos humanos.

La inmensa necesidad de proteger los derechos humanos, el trabajo de los comités organizados para esos fines en América Latina, y el impulso de la política Norteamericana en relación a los mismos, sentaron las bases para que la conformación de la Defensoría del Pueblo en nuestro continente naciera en función de la protección de los Derechos Humanos. (104)  
Es por ello que en Guatemala se le denomina como Procurador de los Derechos Humanos, en México, Comisión Nacional de los Derechos Humanos y en El Salvador, Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos.

Los años noventa vieron fortalecer los procesos electorales, no así la situación económica generadora de grandes pobrezas, y mucho menos el esperado fortalecimiento de la administración pública, la independencia de la justicia y la descentralización del poder municipal.

Nos llegó la presión del pago de la deuda externa, el proceso de reajuste económico, las privatizaciones y más pobreza.

Los partidos políticos, representantes de la población y la democracia, sustitutos de las dictaduras, han visto desarrollar en sus manos el lento fortalecimiento de las instituciones del Estado, el crecimiento de la corrupción, la crisis de los servicios sociales y el clientelismo político, de igual manera que las violaciones a los derechos humanos han permanecido en sus diferentes formas.

En el transcurso de este período, presidentes como Fernando Collor de Mello en Brasil, debieron dejar la presidencia por actos de corrupción, mientras que otros presidentes de América Latina han llegado a la justicia por la misma causa.

Sin embargo, funcionarios y ex presidentes acusados de corrupción no han sido condenados en procesos judiciales, manteniéndose la impunidad que se arrastra desde la época de las dictaduras.

La población latinoamericana percibe que muchos de los políticos en que depositó su confianza para fortalecer la democracia y lograr el progreso se encuentran más cerca del dinero que de la ciudadanía.

La desconfianza cobra fuerza de nuevo, y la ciudadanía, en una acción democrática, busca fórmulas para encontrar la equidad y la gobernabilidad.

La desconfianza, ahora en los políticos, han incrementado la necesidad de la presencia del Defensor (a) del Pueblo en nuestros países, entendiéndose éste como necesario en el proceso.

(104) Jorge Blanco, Salvador, Derechos Humanos y Libertades Públicas, 1era. Edición, Editora 

      Corripio, Capeldon, Santo Domingo, Rep. Dom. año 2002, Pág. 368
LA  LLEGADA DEL OMBUDSMAN A AMERICA LATINA 

Para lograr estos propósitos se introduce la figura del OMBUDSMAN, o Defensoría del Pueblo, como mejor se conoce en nuestros países. (105)  
Se toma como modelo el Defensor del Pueblo de España y, en 1985, nos llega el primer Defensor del Pueblo por Guatemala con el nombre de “Procurador de los Derechos Humanos”.

La realidad latinoamericana ha cambiado en los últimos diecisiete años y en la actualidad, además de los derechos humanos, la acción del Defensor del pueblo toca elementos fundamentales de nuestros países.

El Defensor del Pueblo es instrumentos de la ciudadanía que, dotado de facultades especiales, le acompaña en sus procesos de reconocimientos y participación en la gestión pública.
(105) Fundación Institucionalidad y Justicia, El Defensor del Pueblo, Boletín Educativo, Pag. 24, 

       año 2003, Ilustrado por Edgar Hernández. 
CARACTERÍSTICAS DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO EN AMÉRICA LATINA  

Con el interés de que las acciones del Defensor del Pueblo alcancen la eficacia esperada, y que la ciudadanía eleve la confianza en este instrumento de la democracia, se le han ido estableciendo características como las siguientes:

· Tener rango constitucional.

· Elegido (a) por el congreso.

· Ser absolutamente independiente de grupos de poder político, económico, social, los gobiernos municipales, de los funcionarios públicos y las empresas que prestan servicios públicos, transnacionales o no.

· Actuar  apegado (a) a la ley.

· Hacer que las administraciones que fiscalizan actúen como establece la ley. 

· Ser un canal de la ciudadanía ante la administración pública.

· Accesible al ciudadano común.

· Impulsa proceso de construcción de ciudadanía.

· Es un (a) servidor (a) de la ciudadanía.

· Ser confiable y transparente en sus acciones.

MISIÓN DE LA DEFENSORIA DEL PUEBLO: 

· Accionar para el fortalecimiento del Estado de Derecho y la gobernabilidad.

· Defender las garantías constitucionales.

· Investigar y canalizar las denuncias y peticiones ciudadanas.

· Constituirse en vehículo y enlace de la ciudadanía ante la administración pública y las que administran servicios públicos.

· Ser mediador (a) y generador (a) de diálogos.

· Impulsar procesos de construcción de ciudadanía a través de la educación ciudadana, la vigilancia y las auditorias sociales.

· Impulsar la participación ciudadana en la gestión pública.

· Promover y defender los derechos humanos.

· Impulsar la creación de la cultura democrática.

· Fortalecer las instituciones del Estado.

· Dar seguimiento a los funcionarios públicos para que sus acciones administrativas no excluyan o perjudiquen a la ciudadanía.

LA DEFENSORA DEL PUEBLO EN LA REPÚBLICA  DOMINICANA

Como resultado de un largo proceso de solicitudes y reclamos realizados por diferentes sectores del país, se logró la aprobación de la ley No.19-01 del 1ro. De febrero del 2001, que instituye la Defensoría del Pueblo en la República Dominicana.

Aunque todavía no alcanza rango constitucional, la existencia de esta ley significa un avance que facilita un nuevo espacio para la protección de los derechos ciudadanos e el fortalecimiento de la democracia.

10.2- DEFINICIÓN Y OBJETIVO

El Defensor del Pueblo es una autoridad independiente, un ejecutor que no se encuentra sujeto a ninguna limitante más que la del apego a la ley. Su característica es la neutralidad. El Defensor del Pueblo tendrá autonomía funcional, administrativa y presupuestaria.

El objetivo del Defensor del Pueblo es salvaguardar las prerrogativas personales y colectivas de los ciudadanos, plasmadas en nuestra Constitución, en caso de que sean violadas por funcionarios de la administración pública. Asimismo deberá velar por el correcto funcionamiento de la administración Pública, a fin de que ésta se ajuste a la moral, a las leyes, convenios, tratados, pactos y principios generales del derecho.

10.3- FUNCIONES Y FACULTADES

El Defensor del Pueblo está facultado para vigilar y supervisar la actividad de la administración pública y las privadas prestadoras de servicios públicos, requiriendo un funcionamiento de parte de éstas.

En caso de que un funcionario de la administración pública o de entidades prestadoras de servicios públicos realice un acto de exceso, ilegal o arbitrario, que afecte a un particular o a una colectividad, éstos podrán dirigirse ante el Defensor del Pueblo y plantear la queja o reclamación correspondiente. Esta actuación apodera al Defensor del Pueblo, quien deberá realizar las investigaciones que considere necesarias. (106)  
Sin embargo, el Defensor del Pueblo no tiene la facultad de modificar o anular actos de la administración, pero puede sugerir cambios en los criterios que han servido de base para crearlos o aplicarlos.

El Defensor del Pueblo tendrá, además, dentro de sus facultades prioritarias, la difusión y educación desde la perspectiva de los derechos humanos y otras prerrogativas establecida en la Constitución de la República y las leyes, pactos internacionales y otras normas. Al respecto, podrá servir de mediador en demandas colectivas bien fundadas y desplazarse a lugares donde se precisen importantes labores humanitarias y entidades que presten servicios públicos.

Si en las investigaciones que el Defensor del Pueblo realiza, resulta comprometida la responsabilidad del funcionario implicado, el Defensor del  Pueblo  tendrá  la  potestad  de amonestarlo con la finalidad de que enmiende su error. Las autoridades y funcionarios deberán contestarles por escrito en un plazo no mayor de treinta (30) días hábiles.

Si el Defensor del Pueblo precisa de alguna actuación o información urgente o de emergencia, podrá pedir que la persona o funcionario requerido conteste por escrito en un plazo de tres hasta quince días; asimismo podrá citarlo para que responda inmediatamente.

Si una vez transcurrido el plazo señalado, la autoridad o funcionario público no contestare, o si modifica su actuación, el Defensor del Pueblo podrá dirigirse al superior jerárquico para que lo sancione, incluso puede hacer pública la falta del funcionario público a los medios de comunicación.

Si en el curso de sus investigaciones el Defensor del Pueblo verifica la ocurrencia de violaciones a la ley que constituyan delito, lo comunicará al ministerio público para que éste inicie las pesquisas de lugar. Será responsabilidad entonces del ministerio público informar al  Defensor del Pueblo del curso que toman las investigaciones.

10.4- COMPETENCIA Y DESIGNACIÓN

En el ejercicio de su ministerio, el Defensor del Pueblo estará investido de plenos poderes y facultades a fin de iniciar, de oficio o a petición de parte, cualquier investigación que conduzca al esclarecimiento de actos u decisiones del sector público y de las entidades no públicas que presentan servicios públicos.

El Defensor del Pueblo o sus adjuntos podrán inspeccionar las oficinas públicas y aquellas entidades prestadoras de servicios públicos, sin previo aviso, y requerir de ellas todos los documentos e informaciones necesarias para materializar su labor, los cuales les serán suministrados de forma gratuita.

La Cámara de Diputados someterá una terna de candidatos al cargo de Defensor del Pueblo, de la cual el Senado hará la selección de uno de ellos. El Defensor del Pueblo durará un período de seis (6) años; será escogido con el voto favorable de las dos terceras (2/3) partes de la matrícula de senadores, y podrá ser elegido solamente para un nuevo período. La integración de la terna de la Cámara de Diputados se hará con el voto favorable de las dos terceras (2/3) partes de la totalidad de sus miembros.

Los requisitos para ser Defensor del Pueblo son los siguientes:

a) Ser dominicano de nacimiento u origen.

b) Mayor de 30 años de edad.

c) Hallarse en pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos.

d) No haber sido condenado a penas aflictivas e infamantes mediante sentencia que haya adquirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada.

e) Tener una reconocida solvencia moral y profesional.

f) Poseer amplios conocimientos de la administración pública y de la gestión gubernamental.

De igual forma se nombrarán, en adición al Defensor del Pueblo, dos (2) suplentes y cinco (5) adjuntos, los cuales tendrán que cumplir los mismo requisitos y tendrán prerrogativas y obligaciones idénticas a las del Defensor del Pueblo.

Los suplentes y adjuntos cesarán en sus funciones tan pronto se designe un nuevo Defensor del Pueblo.

10.5- JURISDICCIÓN, PRIVILEGIOS Y LIMITANTES

El Defensor del Pueblo no estará sometido a ninguna autoridad proveniente del Estado.

Desde el momento que asuma sus funciones, el Defensor del Pueblo gozará de inmunidad, por lo que no podrá ser detenido, perseguido o condenado excepto en caso de flagrante delito.

El Defensor del Pueblo no podrá pertenecer a partido político alguno, ni participar en actividades de carácter político partidario. Asimismo deberá renunciar a cualquier actividad remunerativa, excepto la docencia.

El Defensor del Pueblo tiene jurisdicción en todo el territorio de la República Dominicana y su sede central estará en la capital de la República Dominicana, pudiendo establecer delegaciones en el interior del país mediante reglamento dictado a tales fines.

10.6- PRESUPUESTO

Los fondos del Defensor del Pueblo provendrá del Presupuesto de Ingresos y ley de Gastos Públicos.

El Defensor del Pueblo elaborará un anteproyecto del Presupuesto correspondiente a la oficina y lo someterá a la consideración de la autoridad correspondiente, actualmente la Oficina Nacional de Planificación (ONAPLAN).

A partir del segundo año no podrá reducirse el presupuesto de la Defensoría del Pueblo.

En adición a los fondos del presupuesto, el Defensor del Pueblo puede ampliar su patrimonio de:

a) Recursos provenientes de préstamos, donaciones y convenios de cooperación de parte de agencias y organismos internacionales.

b) De ayudas y cooperaciones provenientes de países amigos.

c) De testamentos, donaciones o cualquier legado que sean concedidos para los fines de la Defensoría del Pueblo.

Los recursos financieros de la Defensoría del Pueblo pueden ser depositados en cualquier institución bancaria del país, preferiblemente en el Banco de Reservas de la República Dominicana.  

10.7- FORMAS DE LA INVESTIGACIÓN, QUEJAS Y RECLAMOS 

El Defensor del Pueblo podrá investigar los siguientes casos:

a) Actos administrativos opuestos a la ley o reglamento.

b) Acciones u omisiones arbitrarias, injustas, irrazonables, ofensivas, discriminatorias por parte de entes de la administración pública o de personas físicas o morales que presten servicios públicos.

c) Lo realizado de forma errónea.

Toda vez que el Defensor del Pueblo está facultado para supervigilar la actuaciones de la administración pública, los casos antes citados deberán ser considerados meramente enunciativos y no limitados.

El Defensor del Pueblo se abstendrá de actuar en los siguientes casos:

a) Si la ley prevé sanción para reparar el agravio que dio origen a la queja.

b) Si ha transcurrido más de un año desde que el querellante tuvo conocimiento del acto irregular, salvo que la naturaleza del caso así lo amerite.

c) Quejas interpuestas de mala fe.

d) Cuando el afectado no demuestre real interés.

Las reclamaciones o quejas presentadas al Defensor del Pueblo podrá ser formuladas por escrito, verbalmente o por cualquier medio, las cuales en los dos primeros casos deben contener las generales del interesado y una exposición de los hechos que motivan, y estarán libres de tributos.

Las mismas deberán ser firmadas o en caso de no saber firmar, colocar las impresiones digitales en presencia de un testigos. A falta de cédula suplirá cualquier documento o en su defecto la presencia de un testigo con su debido documento o en su debido documento de identidad y electoral que declare conocer al reclamante.

El reclamante deberá tener todas las facilidades y orientaciones de parte de la oficina del Defensor del Pueblo y no se expondrán impedimentos por razones de nacionalidad, edad, sexo, residencia, condición de imputado, penado o internado en centro psiquiátrico. En caso de incapacidad podrán quejarse sus familiares o cualquier persona que tenga interés.

Los ciudadanos podrán interponer sus quejas y reclamaciones dentro del año posterior al momento en que hayan tenido conocimiento de una anomalía. Sin embargo, el Defensor del Pueblo tendrá discrecionalidad de aceptar quejas o reclamos vencido ese plazo.

El Defensor del Pueblo registrará las quejas que les sean formuladas: en caso de rechazo de una reclamación o queja, comunicará su decisión por escrito al ciudadano y podrá, si el caso lo amerita, señalar las vías legales que deberán usar para hacer valer sus derechos.

Si acepta la queja o reclamo, el Defensor del Pueblo realizará las investigaciones de lugar para aclarar el hecho. Estas diligencias son sumarias e informales.

Asimismo, el Defensor del Pueblo deberá notificar el acto que admite a la dependencia administrativa correspondiente para que el funcionario de más alto rango responda en un plazo no mayor de quince (15) días hábiles. El funcionario podrá presentarse voluntariamente ante el Defensor del Pueblo y ofrecer explicaciones sobre la actuación realizada en su dependencia.

En caso de no obtemperar en el plazo entes señalado, se considera que se está retardando y obstruyendo las funciones del Defensor del Pueblo.

El Defensor del Pueblo decidirá los asuntos sometidos a su consideración en un plazo no mayor de sesenta (60) días hábiles, luego de haber recibido la queja.

Toda dependencia deberá colaborar con el Defensor del Pueblo en sus investigaciones y, en general, brindarle todas las facilidades para el cabal desempeño de sus funciones.

No se podrá interferir las correspondencias y comunicaciones dirigidas al Defensor del Pueblo, especialmente de cárceles o cualquier otro lugar de detención.

El caso de que el funcionario se niegue a colaborar con el Defensor del Pueblo o no le suministre la documentación o informes requeridos, el Defensor del Pueblo informará el superior inmediato del funcionario investigado; también al ministerio público, a fin de que someta al funcionario a la acción de la justicia bajo cargos de violación al artículo 234 del Código Penal Dominicano.

Si la conducta de un funcionario se ve comprometida, se le notificará a éste y a su superior jerárquico, el cual dispondrá de quince (15) días hábiles no prorrogables.

En caso de que las pruebas aportadas por el funcionario no se consideren válidas, ni justifiquen su conducta, se le citará para que comparezca personalmente y amplíe sus motivos. Si no compareciere, se tomará esta ausencia como una evidencia en su contra.

Las informaciones que sirvieren un funcionario público o funcionarios de entidades prestadoras de servicios públicos al Defensor del Pueblo podrá tener el carácter de secreto, si así lo solicita o si el Defensor del Pueblo así lo considera.

Si el superior jerárquico prohíbe al funcionario contestar al Defensor del Pueblo, debe exponerle sus razones por escrito. En caso de no considerarlas válidas, el Defensor del Pueblo dirigirá su acción hacia el superior.

CONSIDERACIONES

En todo el proceso de investigación pudimos observar que el rol que juega el Juez en el Nuevo Proceso Penal Dominicano es diferente al Procedimiento Criminal vigente, ya que en el nuevo proceso en todas las fases, es decir en al fase de investigación, instrucción y en el juicio el Juez es el centro, quien controla el proceso penal; diferente al Procedimiento Criminal vigente en la cual el expediente era el centro del juicio y los imputados y las victimas pasaban a un segundo plano. En el Nuevo Proceso Penal el juez al aplicar la ley garantizará el respecto de los derechos legales y constitucionales de los imputados y las víctimas.  

Hemos querido dejar establecidos los conceptos de independencia e imparcialidad que están íntimamente ligados al Juez en todo el proceso penal, ya que estamos convencidos de que éste debe juzgar sin evasión ni quebramiento de la doctrina manteniendo inviolable la potestad de la justicia y el imperio de la ley para conservar de manera inmaculada su sagrada investidura.

Hemos podido apreciar las funciones tanto del Juez de Fondo como la del Ministerio Público, dejando claramente establecido el rol de uno y del otro tomando en consideración los criterios emanados de manera separada, tanto así que el juez no podrá realizar ningún acto de persecución al imputado y el Ministerio Público no podrá de ninguna manera participar en actos jurisdiccionales que sólo le competirán al juez.

En este nuevo proceso las sentencias emanadas deberán ser expuestas de manera clara, precisa y detallada, llevando consigo las razones objetivas de las cuales se ha valido el juez para llegar a dicha decisión, es decir el juez debe tener presente el principio de motivación de las decisiones, ya que con esto garantizará a los ciudadanos que la ley ha sido aplicada de manera justa y con equidad de ninguna manera del modo arbitrario.

Este nuevo código establece que todo proceso tendrá una duración máxima de tres años, contado a partir del inicio de la investigación y estará sujeto a la habilidad, inteligencia, capacidad, independencia, objetividad del juez  en la administración de justicia.

El juez es el verdadero guardián de nuestra constitución, de los derechos humanos y de las leyes, el más fiel custodio de la normativa jurídica de nuestra nación, el personero por excelencia de la paz social y sobre sus hombros descansa la mejor convivencia ciudadana y la mejor administración de justicia. Tanto así, que las últimas Resoluciones dictadas por la Suprema Corte de Justicia y la Procuraduría General de la República han revolucionado de manera significativa el Derecho  Procesal Penal, ya que con esto han creado medidas de Derecho que van en beneficio del imputado con relación a su libertad y los Principios Fundamentales  que como ciudadanos le asisten.  

RECOMENDACIONES

Analizadas las funciones que deberá desempeñar el Juez de Fondo en este Nuevo Proceso Penal Dominicano, las medidas innovadoras establecidas en las últimas Resoluciones dictadas por la Suprema Corte de Justicia y la Procuraduría General de la República, hemos querido dejar establecidas en este Libro las siguientes recomendaciones:

1. Lograr con este trabajo elaborar acciones preventivas que nos ayuden a implementar una mejor administración de justicia.

2. Tipificar las problemáticas para el manejo inadecuado de los expedientes y ver como parte de un problema social y que debemos enfrentar para que sea reconocido de manera grupal o individual, llevarlo a nivel institucional con el propósito de impulsar políticas y líneas de acción con relación a ésta problemática.

3. Crear en los profesionales del derecho el ánimo de organizar dentro de su área de trabajo programas multidisciplinario de sensibilización, orientación, atención e investigación, que permitan proporcionar la información necesaria tanto a la población en general como a aquellas personas que administran justicia.

4. Crear campaña para la prevención de la corrupción en la justicia con el objeto de establecer Políticas Públicas donde el compromiso y la responsabilidad social aumenten, contribuyendo así al cambio de creencias que llevaría a la transformación de actitudes y comportamientos tanto a nivel individual como social.

5. Implementar nuevas formas judiciales de concientización a los ciudadanos y comunidades implicadas en el desarrollo del sistema de justicia dominicano, así como reforzar el valor instrumental de la familia como medio para promover jóvenes más honestos, más serios y más honrados para tener en la medida de lo posible una justicia más diáfana y más sana.

6. Contribuir con las Universidades del País para que vayan creando la base necesaria dentro de sus programas educativos para la implementación del Nuevo Código Procesal Penal Dominicano, de tal manera que los estudiantes de la Carrera de Derecho vayan familiarizándose con el mismo.
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GÉNESIS DEL PROCESO PENAL

I. DINÁMICA DEL DERECHO PENAL

a)       Realización del orden jurídico.

El orden jurídico del Estado se complementa e inte​gra unitariamente en función de un haz  normativo que atañe a su constitución y a su realización(1).  Nos refer​imos a dos manifestaciones de un mismo fenómeno cultural circunscrito en el tiempo (vigencia) y en el espacio (territorialidad), consistente en la regulación externa de las conductas cumplidas entre los integrantes del grupo social(2).  
EI derecho positivo vigente de un Estado cumple su función  constitutiva del orden mediante el establec​imiento de conductas (acciones u omisiones) exhibidas como hipótesis en su existencia de futuro. Se trata de configuraciones recontadas de la realidad que se ha vivido o que se vive en su permanencia y en sus cambios, con las que se persigue encauzar las relaciones humanas por una senda de juridicidad. Es un camino demarcado por permisiones y prohibiciones con respecto al hacer y al no hacer, pero de carácter abstracto y general. Para ​la vigencia de esta normativa se requiere imperatividad, y ante su inobservancia se impone la coerción(3).  
La garantía de observancia con respecto al orden establecido se manifiesta en forma de responsabilidad. En realidad esta normación  aparece  como  contrapartida     frente    al     quebramiento     del    orden     establecido     en    su proyección subjetiva, por cuanto la responsabilidad recae sobre  quien resulte incumplidor(4). Este debe o puede ser compelido a la satisfacción jurídica de lo causado con el incumplimiento, por lo cual el imperio del derecho exige la conminación, mostrada en normas de sancionabilidad. 


La sancionabilidad jurídica está prevista también en normas de carácter abstracto y general como elemento de la misma conducta que se persigue imponer o Impedir, lo que debe ajustarse a un criterio de igualdad. No cabe duda de que esas normas de sancionabiIidad primero cumplen una función preventiva en cuanto a compulsión de respeto al orden jurídico establecido. Pero su verdadera función conminatoria se proyecta a la represión del incumplimiento a la orden alterado como consecuencia de la violación del dere​cho, haciendo efectiva la responsabilidad asumida por la inobservancia una vez que ésta haya sido jurisdiccionalmente declarada.


Con respecto al derecho privado, no siempre aparece adosada la sanción a aquellas específicas configuraciones de conductas. Es frecuente encontrar normas generalizantes de responsabilidad, amoldables en función del sistema ordenatorio a conjuntos institucionalizados o a complejos de convivencia jurídica. Atento al carácter sancionador del derecho penal, en cambio, la punición se escinde en las diversas figuras a manera de ingrediente inseparable de su particular tipificación. Pero cualquiera que fuere el método, permitido o impuesto, para regular este as​pecto de la constitución del orden jurídico, lo cierto es que la sanción se aplicará a quien resultare individual​izado como trasgresor de la norma jurídica y que haya sido declarado responsable en el debido proceso jurisdicci​onal.

(1) Hemos iniciado el estudio de la  consideración penal del orden jurídico en la Introducción al Tratado de derecho procesal penal, t. I, p. 3.
(2) Esta concepción unitaria mostrada en su doble faz viene siendo percibida desde antiguo en la doctrina jurídica, y en ella encontraron primeramente su fundamento las concepciones sustantivistas de la acción y las privatistas del proceso judicial.
(3) No se puede imponer lo que la ley no manda; no se puede privar de lo que la ley no prohíbe. La ley no puede conminar conductas que en nada ofendan la moral, el orden público o la situación de terceros. En estos postulados constitucionales se contiene el más sólido reducto de la libertad frente al legislador, el que viene a integrar también el orden jurídico en la constitución de la zona de licitud. 

(4) Véase la voz Responsabilidad, de Luis M. Bofia Boggero, en Enciclopedia jurídica  Ameba, t. 24, p. 790.

b)
Indispensabilidad del proceso penal.

En consecuencia, para llegar a esa declaración de responsabilidad, y conforme a ella satisfacer la exigencia de reconstrucción del orden alterado, se requiere el desenvolvimiento de una actividad estatal que corresponde cumplir con arreglo a las normas realizadoras del orden jurídico unitario. Todo esto su  perjuicio de que los vinculados con las consecuencias del incumplimiento real o supuesto, estén autorizados a disponer de sus intereses jurídicos sustanciales, eliminando por disposición unilateral o bilateral la alteración exhibida. Con ello se podrá evitar el proceso jurisdiccional, o si se quiere la declaración de responsabilidad o la ejecución  de la condena si se hubiere iniciado el proceso y aun dictado el pronunciamiento de culpabilidad(5).


Aun dentro  de la esfera leí derecho privado, esa disponibilidad del derecho subjetivo tiene limitaciones cuando por encima de los intereses de los particulares las normas sustanciales captan en si protección un inte​rés público(6). Cuanto más ha de ocurrir esto si la sustancia regulada legalmente es de derecho penal. La inobservancia de las normas penales compromete el público interés de la colectividad, el que solo en espacialísimos casos se satisface cuando aparezca consentido por voluntad del particular interesado(7).



De esto resulta que la actuación del derecho, en su enfoque penal, como regla daba resolverse con la intervención inevitable del órgano jurisdiccional, sin más sal​vedades que las resultantes de las escasas presiones de las escasas previsiones por las cuales se autoriza la discriminación particular u oficial. Esa desincriminación será particular cuando de​penda de la voluntaria disposición de uno de los indi​viduos directamente vinculados con la inobservancia de la norma como agresores o perjudicados(8), será oficial, en cambio, cuando surja de normas penales genéricas de realización(9), o de actos específicos del legislador o del ejecutor legalmente autorizados(10).



Esa intervención del órgano jurisdiccional se desenvuelve por medio de un proceso que tiene su radicación en el Poder Judicial del Estado, el que está regulado por normas de realización de contenido procesal. La sanción  penal no puede ponerse en práctica sino en virtud de ese proceso constitucionalmente impuesto, en virtud del cual se declarará la responsabilidad del imputado como infractor, previa acreditación del hecho atribuído y de su subsunción en un esquema legal, con exclusión de toda  circunstancia que pueda desincriminarlo  o evitar la punibilidad. En ese proceso deberán conjugarse los tres característicos poderes de realización jurídica: jurisdicción, acción y defensa(11).

El hecho penalmente incriminado produce un daño público, por lo cual también ha de ser pública su perse​cución. La persona a quien se atribuya esa conducta punible no podrá someterse voluntariamente a soportar la pena, porque la aplicación y el cumplimiento de ésta sólo puede ser obra del Estado   por intermedio de los órganos competentes(11 bis). Para llegar a la aplicación llegar a la aplicación jurisdiccional de la pena se requiere la declaración de culpabilidad, la que sólo puede ser obra del órgano  judicial competente (de los jueces) en un proceso de conocimiento impulsado por la actividad persecutoria, e  indefectiblemente integrado por la defensa del perseguido.

(5)  Véase Niceto Alcalá Zamora y Castillo, El allanamiento en el proceso penal.

(6)  Se trata del caso de instituciones jurídicas que el Estado tiene interés directo en proteger con las relaciones de familia, con la tutela de incapaces y ausentes, etc.

(7)   Es el caso del reducido reducto de los delitos sólo perseguibles por acción de ejercicio privado.

(8)  Casos de renuncia o de perdón del ofendido; de la retractación por  el querellado; de la oblación  voluntaria de la multa, y del casamiento con la ofendida.

(9)   Casos de prescripción de la acción y de la pena.

(10)  Casos de amnistía y de indulto.
II. PERSECUCIÓN PENAL

a)
Fundamento de la perseguibilidad penal.
La conducta sancionable por la norma penal obje​tivamente es una violación del orden jurídico establecido para la salvaguarda de los intereses fundamentales de la colectividad(12). Por ello -como se ha dicho-  su comisión produce un daño público,    y    su    autor    debe     ser     reprimido,     una    vez     declarada su responsabilidad(13), con la sanción específicamente conminada por la ley conforme a los criterios regulatorios que ajustan la punición.

(11)  Hemos afirmado que estos tres poderes de realización del orden jurídico tienen naturaleza material, aun cuando su ejercicio deba ser regulado por normas del derecho procesal. La Constitución del Estado les da vida, ciertamente, en cuanto garantías fundamentales, como lo hace con la propiedad, el trabajo o la educación; pero su exigencia prácticas fluye de la posibilidad de incumplimiento al orden establecido como consecuencia de preverse la sanción. Es la posición adoptada ya en nuestro Tratado ... cit., t. I, ps. 269 y 270, especialmente en el no. 197.

(11 bis) Por la Ley 23.077 ha sido restablecido  el originario art. 64 del Código Penal.

(12)   Se trata del elemento sustancial contenido en la clásica definición del delito formulada por Carrara: Infracción a la Ley del Estado promulgada para seguridad de los ciudadanos, resultante de un acto externo del hombre, positivo o negativo, moralmente imputable y políticamente dañoso (Programa,   21).
Ese  daño público o político se muestra como una alternativa del orden establecido, cuya manifestación subjetiva consiste en que las ciudadanos consideran disminuida la garantía de su propia seguridad. Ello conduce  a la necesidad de la represión en virtud de haberse concretado, a lo menos como  conceptualización fáctico-juridica, uno de los abstractos esquemas de la ley penal.

A su vez esa concertación resultante del daño público advertido requiere ser estimada con abstracción de la existencia actual del hecho hipotizado en la norma. De aquí que la afirmación de su existencia en cuanto hecho objetivamente descrito como adecuado a un esquema  pechado a un esquema penal, sólo implique formular una pretensión (imputación) con fundamento en la posible existencia de ese hecho estimado jurídicamente relevante(14).

Esa pretensión formulada implica, pues, una posibilidad, (existencia de futuro) que tiene apoyo en el con​cepto de apariencia delictiva(15), y es para provocar la persecución penal. Así la pretensión aparece como el nervio de la perseguibilidad; no se podrá perseguir penalmente sino sobre la base de una pretensión fundada en un hecho afirmado con relevancia jurídico-penal, la que habrá de constituir el contenido de la acción ejercida.

Insistimos en que el fundamento de esa pretensión ha de ser fáctico-jurídico en cuanto afirmación de un daño público causado por el hecho objetivamente delictuoso. Ese hecho constituirá el objeto del proceso du​rante toda su marcha hacia la sentencia, incluida ésta. Su desarrollo se muestra en la actividad   persecutoria     impulsada  por  el ejercicio de la acción, que  es el resultado de la voluntad jurídica(16). Su finalidad es la satis​facción del interés público de eliminación del daño po​lítico mediante el restablecimiento del orden jurídico alterado.

(13) Esto es, una vez establecidos en firme todos los elementos objetivos y subjetivos del delito y dadas las condiciones de punibilidad: Núñez, Derecho penal argentino, t. I, p. 209.

(14) El concepto de pretensión jurídica no ha adquirido estabilidad en la doctrina ni ha penetrado con significación unívoca  en la legislación. 

(15) Alcalá Zamora y Castillo y Levene (h), Derecho Procesal Penal, t. 2, p. 60, y Goldschmidt. Problemas Jurídicos y políticos del proceso penal, p. 33, Carnelitti, Lecciones sobre el proceso penal, t. I, p. 191.

b) Dirección subjetiva de la persecución.


Pero la pretensión penal carecería de. todo interés práctico si no está referida a una persona con respecto a la cual deba actuarse el derecho. Así acontece en todo el ámbito especifico de la jurisdicción aun cuando en algunos supuestos de relaciones jurídicas sustanciales pri​vadas no aparezca con toda claridad. Esto es lo que ocurre, por ejemplo, en los llamados procesos voluntarios(17). En ellos, el particular que se presenta ante el órgano jurisdiccional pretende un pronunciamiento por el cual se le reconozca eficacia  a determinada situación jurídica, se la integre o se la constituya, en cuanto afirma como posible, sin exhibir, en cuanto frente de la petición, una contención entre partes. Considerada como contenido de la acción, en el proceso voluntario la pretensión capta para su dirección el sometimiento de terceros a la situación jurídica del pretensor mostrada en el acto de demanda, manteniéndose insita la posibilidad de un contradictorio, aun después de acogida la petición(18).


En la actuación de la ley penal no advierten, ciertamente, las referidas dificultades, pero puede ocurrir que la pretensión originaria no concrete la persona cuyo interés se quiere subordinar. Dícese que en esos casos la pretensión penal se dirige in incertam personae, lo que no equivale  sostener que carece de dirección subjetiva. En efecto, la incertidumbre con respecto a la persona cuya libertad individual queda amenazada, orienta la pretensión en el sentido de hacerla cierta: descubri​miento de, los partícipes en el hecho incriminado(19).

Lo expuesto conduce necesariamente a concluir que la pretensión penal requiere en forma indispensable que se le dé una dirección subjetiva. Esto en el sentido de que la jurisdicción establezca las condiciones para poder acusar al considerado autor del hecho, y en su caso, lo condene y le haga sufrir las penas. Con esa dirección debe captar a un posible partícipe responsable del hecho incriminado, lo que implica integrar la imputación con sus elementos objetivo y subjetivo(20).

Esta integración no se destruye ante la circunstancia de que en los primeros momentos del proceso esté ausente la concreta indicación de la persona del perseguido, por cuanto ello ha de ser uno de los resultados prácticos del inicio de la investigación(21). 

No obstante esa necesaria dirección subjetiva, lo expuesto nos permite advertir que en la génesis misma de la persecución penal lo que trasciende es lo objetivo: el daña público producido por un hecho que reviste los caracteres de un delito. Reviste importancia tener esto en cuenta para delimitar mejor el contenido de los actos persecutorios iniciales que enseguida serán objeto de nuestro examen.

(16) Los El poder de punir del Estado aparece condicionado por el éxito de la pretensión. Este éxito se obtiene cuando la jurisdicción declara la fundabilidad de esa pretensión. Perseguir dicha declaración del órgano jurisdiccional implica ejercer incriminadoradamente el  poder de acción en la fase cognoscitiva, sin perjuicio de que este poder de acción se ejerza previamente para que la jurisdicción obtenga los elementos idóneos que permitan concretar la pretensión: obra de la acusación.  

(17)  Los códigos procesales civiles más antiguos del país hablan de “actos de jurisdicción voluntaria”. 

 (18)  Hemos esbozado esta cuestión, ubicados desde el punto de vista jurisdiccional, en ‘La Ley”. t. 130,   p.850: El ejercicio de la jurisdicción conforme al nuevo Código Procesal Civil de la Nación. 

(19)  Es lo que se suele conocer por pretensión penal genérica: Carnelutti, Lecciones sobre el proceso penal, t. 1, p. 191.

c)
Desenvolvimiento de la actividad persecutoria

Corresponde ahora que nos ocupemos en concreto de la serie de actos de procedimiento que se ubican en la génesis misma del proceso penal para darle vida con el ejercicio de la jurisdicción. Pero una razón de método impone que nos extendamos algo más sobre algunos con​ceptos generales, explicando someramente el  integral desarrollo de la actividad persecutoria.

Esta actividad se pone en práctica antes de que el proceso penal tome su inicio. Después se despliega a lo largo de las dos etapas de conocimiento de éste (instruc​ción y juicio), y aun se mantiene durante la ejecución de la condena.   A   lo  largo  del citado  transcurso puede frustrarse, extinguirse, agotarse o paralizarse, conforme a las contingencias jurídicas de la penalidad y a las alter​nativas del procedimiento. Puede también reducirse o ampliarse la actividad en sus proyecciones objetivas o subjetivas, pero esto sólo será el resultado de la posible o necesaria acumulación procesal(22).


En su desarrollo, la persecución debe adaptarse a los específicos fines de los diversos momentos que van sucediéndose hasta agotar la punición. Primero tendrá como orientación provocar la iniciación del proceso me​diante actos procedimentales que conduzcan a la excita​ción de la actividad jurisdiccional o se resuelvan en la imposibilidad de provocarla, generalmente con respecto al avocamiento instructorio, y excepcionalmente para el comienzo del juicio propiamente dicho. Esto sin per​juicio de que, también por excepción, se pueda investigar con alcance preparatorio por el propio órgano de la acusación: ministerio fiscal(23).


Si el proceso penal adquiere vida en su  fase investigativa, la actividad persecutoria tenderá al aseguramiento de la persona del perseguido y a la reunión de los elementos probatorios indispensables para fundamentar una acusación sobre la cual deba basarse indefectiblemente el desarrollo del juicio. No reunidos esos elementos, se debe sobreseer al perseguido, con lo cual la persecución quedará truncada definitivamente o provisionalmente.


Si la acusación fuere jurisdiccionalmente admitida, la actividad persecutoria se dirigirá a obtener una sentencia que resuelva sobre el fundamento de la pretensión penal hecha valer, ya objetiva y subjetivamente concretada, mediante el pronunciamiento de una condena o de una absolución. 


Pero si el pronunciamiento fuere de condena que deba ser cumplida y queda firme una vez agotadas las instancias o grados, la persecución se orientará en pos del cumplimiento de la pena impuesta.

(22) Es lo que comúnmente se conoce por conexión objetiva de causas penales, generalmente regulada en los códigos entre las normas dedicadas a la competencia, por constituir algunas veces derogaciones a las reglas de determinación de la competencia territorial o material.
(23)  En la investigación fiscal preparatoria legislada por algunos de los códigos procesales penales modernos de la Argentina (Córdoba y Mendoza), se da el caso de la exigencia de persecución sin jurisdicción. Por tanto  ejerce la acción penal mientras el órgano del ministerio fiscal no requiera la citación a juicio, el sobreseimiento o la transformación del procedimiento preparatorio.

PRINCIPIOS RECTORES DEL NUEVO PROCESO PENAL:


Con la finalidad de garantizar el equilibrio en  materia de administración de justicia penal, se crearon  28 principios que regirán el serán el soporte de todo el proceso penal. Principios  estos que van desde la creación de la solución alternativa de los conflictos, el Juicio Previo, el Juez Natural, el Estatuto de  libertad, limites razonable de los procedimientos, derecho a  indemnización y ejecución de la pena, entre otros.


Hay que señalar que el nuevo Código no solo va a permitir la solución de los conflictos, según su Art. 2, si no además promueve la conciliación como mecanismo dc equilibrio social y de descongestionamiento de los tribunales.

JUICIO PREVIO


Como ha de saberse, el actual proceso panel dominicano es un híbrido o mixura entre el sistema inquisitorio (sector escrito y ligeramente no contradictorio) propio en la actualidad de la Jurisdicción de Instrucción y el sistema acusatorio, (oral y contradictorio), propio de la jurisdicción de juicio.


El Legislador se revelo contra la fase inquisitoria de la Jurisdicción de Introducción, por  entender que dicha jurisdicción al ser clandestina y realizarse sin la presencia del Abogado del imputado, le violenta al mismo el sagrado y universal derecho de defensa, previsto en nuestra constitución en el Art. 8 numeral 2, literal j.  Es por esta razón que fue eliminada la Jurisdicción dc  Instrucción y por ende pasó el papel de elaborar la sumaria a manos del Ministerio Público, quien será el funcionario encargado de  investigar, perseguir e instruir los procesos penales. En cambio, se creo un Juez de garantía o dcl debido proceso llamado Juez de la Instrucción, al cual deberá recurrir el  Ministerio Público, en el curso de su sumaría, cuando requiera alguna medida, tales como un allanamiento, un mandamiento o prisión preventiva o provisional. interceptar una llamada telefónica o una comunicación, entre otras. Critico que el legislador no le llamara mejor a este juez, Juez de la garantía, para que no se confunda con la figura del actual Juez de Instrucción.


Para garantizar el debido proceso, en su Art. 4, el Código establece que nadie podrá ser sancionado a una pena o medida de seguridad sin la pre-existencia de un juicio. Juicio este que debe reunir los siguientes sub-principios:

ORALIDAD:  Es decir el juicio procurara la oralidad tanto para la administración de la prueba corno para cualquier persona que intervenga en el procedimiento. Si el interrogado no habla Español se le aplica un interprete.

PUBLICIDAD: El juicio será publico, salvo la facultad del Tribunal para, de Oficio, en casos de que peligre un delicado secreto Oficial, particular, comercial o industrial, mediante resolución motivada ordene que el mismo se realice total o parcialmente a puerta cerrada. Una vez que desaparece la restricción se continua con la publicidad del juicio.

CONTRARIEDAD: Implica  los derechos a replicas y contra replicas de todas las partes envueltas en cl proceso incluyendo la parte publica o  acusadora.

INMEDIATIVIDAD: Las pruebas deberán, en la medida de lo posible, ser reproducidas de  manera inmediata al Juez o jueces durante el juicio, de modo tal que  él o los jueces aprecien los medios probatorios de manera directa y jerarquicen cl valor de las mismas.

CONCENTRATIVIDAD :  Para lo cual el juez deberá concentrar todos los medios de prueba en régimen de libertad de  las mismas.

CELERIDAD: Se ha acordado un sistema que permita celeridad total tanto, durante la investigación dcl ministerio publico, dc la Policía Nacional, de los Jueces dc Fondo y de la ejecución de la pena.  Debemos recordar aquello de que justicia retardada es justicia  denegada y que justicia denegada es un crimen.


Se ha establecido un tope para la elaboración de la sumaria, para la prisión preventiva y  para la conclusión del juicio en todos sus grados de jurisdicción.

JUEZ NATURAL: Mediante los Arts. 4 y 57 cl Código competencia de las  Jurisdicciones y Tribunales policiales y militares para el sometimiento, juicio y condena de cualquier violación a la ley penal o leyes especiales cometidas por sus miembros.  Y a partir de la entrada en vigencia del nuevo código, las infracciones penales cometidas por policías y militares serán juzgadas por la jurisdicción ordinaria (Los tribunales penales), quedando así los tribunales excepcionales de policía y consejo de guerra con la competencia material única para someter,  juzgar y condenar exclusivamente en los casos de faltas disciplinarias o policiales o militares cometidas por su membresía.

EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL:


A partir de la entrada en vigencia del nuevo Código la acción penal será pública o privada. Teniendo entonces 3 tipos de acciones:

1-
LA ACCIÓN PÚBLICA PROPIAMENTE DICHA: esta acción es puesta en movimiento por cl Ministerio Público, aún de oficio siempre que pueda ser comprobada la ocurrencia dc una  infracción  pública.  Podríamos  citar  el  caso  de  Homicidio Voluntario, envenenamiento, robos agravados, etc. En este tipo de acción el Ministerio Público no requiere querella ni denuncia, el actúa de oficio frente a la ocurrencia de una infracción de acción pública:

2-
LA ACCIÓN PÚBLICA A INSTANCIA PRIVADA: en este tipo de acción, el Ministerio Público solamente actúa si existe una querella o denuncia previa, y durante el periodo en que esta se mantenga. Puede ser ejercida directamente por el Ministerio Público, cuando la infracción es cometida en perjuicio de un incapaz que no tenga quien lo represente o cuando sea cometida por el padre o tutor de un menor: con el nuevo código existen 9 infracciones que van a exigir querella o denuncia previa para poder poner en movimiento la acción público:

a)
Las Vías de hecho,

b)
Golpes y heridas que no causen lesión permanente.

c)
Amenazas, con excepción de las cometidas contra funcionarios públicos en el ejercicio dc sus funciones.

d)
Robo sin violencia y sin armas.

e)  Estafa

f)
Abuso dc confianza

g)
Trabajo pagado y no realizado

h)
Revelación de secretos

i)
Falsedad en escritura privada.

3-
ACCIÓN PRIVADA: En este tipo de acción la víctima puede presentar su  querella tanto de manera directa, como a través de un representante o apoderado especial. El Ministerio Público no puede accionar de oficio. Presentada la acusación, si esta es aceptada, se convoca a una audiencia dc conciliación dentro de los 10 días, conservando las partes la facultad dc designar a un mediador para que dirija la misma, pero si no se concilia el Juez convoca la audiencia con forme al Derecho común.

DEL  PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD:


Es indudable que en la actualidad el ministerio público recurre a la práctica de conocer el principio de oportunidad a favor de determinado investigado, 1o cual lo ha hecho con la finalidad de evitar el congestionamiento dc los tribunales, sin embargo no existía en nuestro país un soporte legal en que se fundamentara este principio, el cual en muchas ocasiones se aplico de manera irracional e indiscriminada. Con el nuevo proceso, se crean la base y las reglas para la aplicación del criterio de oportunidad. A si las cosas, el Ministerio Público no podría exponerse el justiciable supere los 2 años de privación de libertad, tampoco podrán permitirse tal beneficio a los funcionarios públicos que en ocasión del ejercicio de su pública cometa una infracción penal.

DE  LA PRESCRIPCIÓN:


En el Nuevo proceso penal el régimen de la prescripción cambió, pues la acción penal prescribe para infracciones castigadas con penas privativas de libertad, en un periodo igual al máximo aplicable en calidad de pena a la infracción que se castiga. Es decir, que si por ejemplo una infracción conlleva como  pena máxima 2 años dc reclusión menor, la prescripción será igual a esa misma. Es decir, 2 años, pues es el máximo. Sin embargo, en ningún caso la prescripción, para casos sancionados con pena privativa de libertad, puede superar los 10 años ni ser menor de 3 años,  mientras que para los casos castigados con pena no privativa de libertad o penas de arresto la prescripción será de 1 año. Este nuevo régimen de u (le prescripción se ajusta a la realidad, pues rompe el inadecuado sistema actual.


La prescripción corre las infracciones consumadas desde el día de su  materialización. En caso de tentativa empieza desde el día que se realizó el ultimo acto de ejecución y para los delitos o crímenes continuos, comienza desde el día en que ceso su permanecía o continuación.


En casos de asociación de malhechores o de delitos cometidos con pluralidad de agentes, la prescripción por separado para cada coautor según su participación. Una vez producida la prescripción el plazo se inicia como si la infracción estuviese recién cometida. Es decir, por  igual periodo  al que le tocaba inicialmente.


Sin embargo, los casos de genocidio, de crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad son imprescriptibles.


Se interrumpe la prescripción por:

1.
La presentación de la acusación

2.
El pronunciamiento de la sentencia

3.
La rebeldía


Frente a un daño o agravio generado por una infracción penal, la víctima presenta una doble acción para el requerimiento de su acción civil accesoria a la acción penal. Puede llevarle de manera accesoria a la acción penal o puede hacerlo de manera separada por ante la jurisdicción civil, caso en el cual se suspende su ejercicio hasta tanto la jurisdicción penal decida de manera irrevocable en torno a la acción penal. Es aquello de que lo civil mantiene lo penal en estado. Se permite además, como una forma de facilitar la situación del imputado, que la víctima retire su acción civil accesoria a la acción penal una vez iniciada, pero se le impide que una vez iniciada por ante la Jurisdicción civil, pueda desistir de la misma para llevarla accesoria a la acción penal, pues esto desgraciaría la situación del imputado.


En los casos en que el imputado sea descargado en el aspecto penal, esto no constituye un  obstáculo para que el tribunal se pronuncie sobre la acción civil.


Se permite además la acción civil colectiva o difusa, mediante la cual en los casos que afecten intereses colectivos o difusos el  ministerio público o cualquier organización gubernamental especializada puede ejercerla.

DE LA COMPETENCIA


Históricamente en nuestro sistema de derecho ha existido una triple competencia en razón de la territorialidad, en virtud de las disposiciones de los Arts. 20 y 63 dcl Código de Procedimiento Criminal, los cuales crean una triple competencia en razón del lugar en donde se cometió la infracción, la del lugar donde reside el procesado y la del lugar en donde pueda ser apresado el imputado. En nuevo Código, elimina 2 de esta competencia en razón de la territorialidad y solo retuvo la competencia en razón del lugar en donde se comete la infracción.


Pienso que el nuevo código se adapta a lo que debe ser la realidad social, pues  lógicamente el lugar en donde ocurre la infracción es el preferido para ser juzgado el infractor, pues lógicamente, la pena tiene un efecto ejemplarizador, por lo cual el lugar en donde se ha trastornado el orden público la sociedad que ha sido herida por el crimen, es la única que debe presenciar y ser testigo de la ejemplarizadora pena que se le imponga al condenado, con la finalidad de que los demás munícipes no imiten el ejemplo del delito.

EL PROCEDIMIENTO PREPARATORIO


Como dijimos en la parte inicial, corresponde al Ministerio Público la elaboración de la sumaria, para lo cual dicho funcionario tendrá un plazo dc 3 meses para la elaboración de la misma si el imputado se encuentra en prisión, y de 6 meses si la persona se encuentra en libertad. En casos excepcionales, si el ministerio público justifica una prorroga, el juez, luego de escuchar al imputado, podría concederle la misma por periodo extra de 2 meses.


Durante el curso de la investigación el Ministerio Público puede realizar todas las medidas de comprobación inmediata tales como:   la inspección del lugar de los hechos, levantamiento e identificación de cadáveres, registro de cosas, personas y lugares, etc.

CONCLUSIÓN DEL PROCEDIMIENTO PREPARATORIO:


Una vez que el Ministerio Público concluye su investigación  puede requerir del Juez de manera escrita, entre varias opciones, para lo cual debe enviarle los elementos probatorios que soportan su requerimiento:

1. La apertura a juicio mediante la acusación, persiguiendo así un posible auto de envío a juicio criminal. Puede el ministerio público presentar además acusación alternativa o subsidiaria para los casos en que no prospere la acusación principal.

2.
La aplicación de la regla del procedimiento abreviado.

3
La suspensión condicional del procedimiento.


El Ministerio Público una vez concluida la investigación debe notificar la acusación a la victima que tenga domicilio conocido para que el mismo exprese su opinión en torno a si se une a la acusación  del fiscal o si desea presentar acusación distinta a la presentada por  dicho funcionario, caso en el cual debe comunicarlo por escrito en un plazo no mayor de 3 días. Si el querellante decide presentar su acusación se presenta ante el Juez en el plazo de los 10 días subsiguientes al plazo anterior.

DEL JUICIO:


En caso de que  ordene la apertura a juicio, dado que dicha medida no es susceptible de apelación, el expediente debe ser remitido en un plazo de 48 horas la Jurisdicción de juicio, la cual a su vez debe en un  plazo no mayor de 48 horas proceder a la fijación de la audiencia, fijando la misma dentro de un periodo no menor de 15 ni mayor de 45 días. Todas las cuestiones o incidentes que deseen presentarse se realizan en un periodo no mayor de 5 días a partir de la notificación de la fecha de la audiencia y son resueltas todas por el Juez en un periodo no mayor de 5 días, salvo que el juez decida reservarse la solución de algún incidente para fallarlo  junto al fondo del proceso.


El juicio debe respetar el principio de inmediación, para lo cual se requiere la presencia sin interrupción de los jueces, y de todas las partes del proceso, incluyendo el Ministerio Público. Para lograr los fines anteriores, si el Ministerio Público no comparece a la audiencia o se retira de la misma. el o los jueces notifican al superior jerárquico a los fines de que de manera inmediata presente su reemplazo, con la advertencia de que si no procede a su urgente sustitución se tendrá la acusación como retirada.


Si es el Abogado del imputado es el que no comparece se considera a la defensa.

           En caso de que 1a parte civil o el querellante no comparezca se consideran que han renunciado a sus pretensiones.


Con la finalidad de evitar posibles presiones sicológicas se prohíbe la presencia de militares o policías uniformados y armados  dentro del tribunal, salvo que los mismos laboren al  servicio del tribunal.


Los medios de comunicación pueden estar presentes y tomar sus notas de prensa, sin embargo en los casos excepcionales mediante el cual pueda ser lesionado algún derecho, él o los medios de comunicación.



Para facilitar el proceso el juez puede dividir el juicio en dos fases: 

1-  La fase de producción de prueba.

2.-
 La fase de los debates.


En la fase de producción de prueba las partes se limitan a discutir la mismas, sin tocar el derecho. En los debates se realizan los argumentos de hecho y de derecho que fuesen necesario. Sin embargo la solución del conflicto debe resolverse mediante una sentencia única.

EN LA CAUSA:


El día de la audiencia de juicio, el tribunal, concede la palabra  al Ministerio Público, al querellante y a la parte civil  si la hubiere a los fines de los mismos de lectura a su acusación y la demanda según el caso  y exponga de manera oral el fundamento de sus pretensiones.


Declarada la apertura a juicio, la presencia la tiene el imputado, quien  si estima conveniente a su defensa puede declarar, luego de la declaración del imputado el mismo es interrogado por el Ministerio Público, por el querellante, por la parte civil y finalmente por los miembros del Tribunal en ese orden. Es de interés señalar que este orden de interrogatorio se ajusta más al papel del Juez, toda vez que siendo el mismo un arbitro imparcial que no conoce del expediente hasta el día de la audiencia, el mismo debe esperar la intervención de las demás partes del proceso, a los fines de ser edificado sobre el expediente.


Para garantizar el derecho de defensa, mediante la comunicación entre el imputado y su abogado, teniendo el imputado y su defensor el derecho a comunicarse en todo momento.


Una vez concluida la declaración del imputado el tribunal ordena la presentación de los medios probatorios, por parte del Ministerio Público, del querellante, de la parte civil, de los terceros civilmente responsable y finalmente de la defensa, el cual debe ser el ultimo en la palabra, en este orden se presenta las pruebas.


Durante el curso del proceso se procede además al interrogatorio de peritos y de testigos, la parte que  lo propuso procede directamente al cuestionamiento de los mismos.


Cuando ha concluido el aporte de la prueba el presidente concede la palabra en el orden siguiente: al Fiscal, al querellante, a la parte civil, al tercero civil mente responsable y al defensor, luego finalmente permite 1a palabra al Ministerio Público y a la defensa para posibles replicas.


Ya de manera final se le concede la palabra al imputado, procediendo de manera inmediata el tribunal al cierre de los debates.

DEFINICIÓN:


Según lo establece el articulo 6 de la Ley 78-03, (El Estatuto del Ministerio Público). El Ministerio Público, es un órgano del sistema de justicia, garante del estado de derecho, funcionalmente independiente en sus actuaciones. Es el  encargado de dirigir las investigaciones de los hechos de carácter penal en representación de la sociedad, de la puesta en movimiento y del ejercicio de la acción pública; proteger a la víctima y testigos en el ámbito de las actuaciones que realice, ejercer cumplir todas las demás atribuciones que les confiere las leyes.


El Ministerio Público dirige la investigación y ordena o practica las diligencias pertinentes y útiles para comprobar la ocurrencia del hecho  punible y sus responsables.

PRINCIPIOS RECTORES DEL MINISTERIO PÚBLICO.


En virtud de los Arts. 7 al 15 de la ley 78-03 (Estatutos del Ministerio Público).  El Ministerio Público se rige por principios, los cuales son:

1)
PRINCIPIO DE LEGALIDAD: Este principio forza al Ministerio Público a sujetar sus actuaciones a las leyes adjetivas, a la constitución de la República y a los tratados Internacionales.

2)
PRINCIPIO DE UNIDAD: El Ministerio Público es un solo para todo el país y debe estar subordinado a la dirección del Procurador General de la República.

3)
PRINCIPIO DE INDIVISIBILIDAD: Establece que el Ministerio Público es un indivisible y por tanto debe llevar los casos de modo tal que exista colaboración entre todos sus miembros y de tal que el uno pueda sustituir al otro.

4)
PRINCIPIO DE JERARQUÍA: el Ministerio Público es el Superior Jerárquico de la Policía Judicial y las órdenes que les imparta no pueden ser objeto de cuestionamiento por parte de la misma.

5)
PRINCIPIO DE OBJETIVIDAD: el Ministerio Público debe sustentar su acusación sobre criterios objetivos, presentando no solo los elementos probatorios capaces de justificar una condena, sino además aquellos que pudiesen servir para un posible descargo o mitigación de la pena.

6)  PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD: el Ministerio Público ahora es posible de 3 tipos y con Responsabilidad: Penal, Civil y Disciplinaria.

7)  PRINCIPIO DE PROBIDAD: obliga al  Ministerio  Público  a actuar  de  manera transparente y con elevada moral, evitando los actos que puedan empañar su eficacia.

8) PRINCIPIO DE IDENPENDENCIA: el Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones es independiente de los poderes del Estado.

9)
PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD: el Ministerio Público debe procurar, como alta política del estado, solucionar los conflictos penales, que se susciten aplicando criterios de oportunidad, pero sin violentar el principio de legalidad.

EL JUICIO


Una vez recibido el expediente de parte del Juez de la Instrucción, el Juez de fondo dispone de un plazo de 48 horas para proceder a fijar la audiencia la cual fijar entre los 15 y los 45 días.


Las excepciones y los incidentes que se funden en los hechos nuevos, así como posible Recusación se interponen en el plazo de 5 días a partir de la convocatoria a juicio y son resueltas en un plazo de 5 días, a menos que el Juez decida reservar la solución de algunos para hacerlo al junto de la sentencia. En el mismo plazo de 5 días las partes comunican al Secretario la presentación de sus pruebas. Es el Secretario quien requiere citar a las parte, testigos y peritos que disponen la organización total de la audiencia.


Si el día de la audiencia el Ministerio Público no comparece, el Juez requiere del Superior inmediato la presentación de un sustituto, bajo advertencia de que de no obtemperar se considera como una renuncia a la acusación pública.


Si es la parte Civil la que no comparece se considera que ha desistido de sus pretensiones civiles.


En cambio, si es la defensa que no comparece se considera que ha abandonado la misma y se procede a su reemplazo.


Se permite en el juicio penal la participación plena de los medios de comunicación, aunque en casos excepcionales el Juez puede prohibir la participación en el juicio de los medios de comunicación.


Los menores de 12 años solamente pueden penetrar a la sala de audiencia si se encuentran acompañados de sus padres.


No se permite el acceso a la sala de audiencia de militares uniformados, salvo que laboren al servicio del Tribunal. Puede además el Tribunal limitar el numero de personas que han de penetrar a la sala de audiencia, tomando en cuenta el espacio y el orden.


El debate se realiza en un solo  día y de ser posible continúan en los días subsiguientes, pudiendo recesarse en una sola coacción y por un  periodo máximo de 10 días y solamente cuando exista necesidad de resolver una situación que sea posible en la sala de audiencia.


La deliberación no puede exceder de 3 días y en casos de votos disidentes o salvados debe hacerse constar.

RECURSOS DEL MINISTERIO PÚBLICO


El Ministerio Público solo puede interponer recursos en contra de las decisiones que le sean contrarias a sus conclusiones, sin embargo puede interponer los para beneficiar al imputado.


El Recurso debe precisar que se recurre y motivar el por que,  salvo disposición en contraria a la interposición del recurso, así como el plazo para interponer el mismo, suspende la ejecución de la decisión.


El recurso interpuesto por cualquiera de la parte puede beneficiar al imputado.

DE LA OPOSICIÓN


Procede la oposición solamente contra las decisiones que resuelvan  unos trámites o incidentes y es el único recurso a interponer en el curso de la audiencia. La oposición se presenta verbalmente y se resuelve de inmediato sin suspenderse la audiencia, por parte del mismo Juez que dicto la decisión impugnada.


Fuera de la audiencia, la oposición procede contra las decisiones que no sean susceptibles  del recurso de apelación. Se presenta por escrito motivado en un plazo de 3 días a partir de la notificación.  El Tribunal decide dentro de los 3 días subsiguientes mediante una decisión ejecutoría no obstante recurso alguno.

DE LA APELACIÓN


La apelación contra decisiones de juicio se interpone en un plazo de 5 días a partir de la notificación, si la sentencia del Juez de Paz o del Juez de la instrucción. Esta apelación es conocida por la Corte de Apelación


Presentado el Recurso, el Secretario Notifica el mismo a las partes para que en el plazo de 3 días contesten por escrito, 24 horas el secretario remite el expediente de la Corte.


El Recurso de apelación es admisible fuera de los casos anteriormente previstos, procede en contra de las sentencias condenatorias o absolutorias y se formaliza mediante escrito motivado depositado en la Secretaría en el término de 10 días a partir de su notificación, expresando en el mismo cada motivo con su fundamento. El secretario notifica a las partes para que en un plazo de 5 días depositen su escrito y presenten pruebas.

CASACIÓN


La casación es admisible contra las sentencias de la Corte de Apelación, las decisiones que ponen fin al procedimiento, o deniegan la extinción o suspensión de la pena y es decidida por el pleno de la Suprema Corte de Justicia.


El recurso de Casación procede exclusivamente por la inobservancia o errónea aplicación de disposiciones de orden legal.

MOTIVOS

a) 
Cuando en la sentencia de condena se impone una pena privativa de libertad mayor a 10 años.

b)
Cuando la sentencia de la Corte de Apelación sea contradictoria con un fallo anterior de ese mismo tribunal o de la Suprema Corte de Justicia.

c) 
Cuando la sentencia sea manifestantemente infundada.

d)
Cuando estén presentes los motivos del recurso de revisión.

PLAZO


Para interponer el recurso de Casación de extiende hasta un máximo de un mes en todos los casos.

EL HABEAS CORPUS

De fecha 22 de octubre de 1914, ley 5353.


El Habeas Corpus nace con la finalidad de que todo el ciudadano tiene derecho a solicitar un recurso de Habeas Corpus, con la finalidad de investigar la causa jurídica de su detención. Esta ley da garantía al ciudadano de que su derecho no sean dejado, de ahí la importancia de esta ley, que solamente ha sido modificada por la ley 10-78, con el único propósito de liberar los presos políticos de ese entonces, esta ley ahora sufre una gran ventaja con el nuevo Código de Procedimiento Penal y las resoluciones 1920 de la Suprema Corte de Justicia y la 14786 de la Procuraduría General de la República, por ejemplo en Inglaterra se aplicaba en los años 1600, ya entrando a la Ley de Fianza todo conocemos hoy día que esta se puede solicitar en todo los casos, excepto que no haya una sentencia definitiva, de igual modo la Conciliación que hace tiempo se estaba aplicando y que ya hoy tenemos los medios para su puesta en vigencia. Lo mismo ocurre con las Medidas de Coerción, la Suspensión Condicional del Procedimiento y el Pronto Despacho.
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Suprema Corte de Justicia
Resolución No. 1920-2003 del 13 de Noviembre del 2003
Dios, Patria y Libertad
República Dominicana 
En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Jorge A. Subero Isa, Presidente; Rafael Luciano Pichardo, Primer Sustituto de Presidente; Eglys Margarita Esmurdoc, Segundo Sustituto de Presidente; Hugo Álvarez Valencia, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Enilda Reyes Pérez, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía y Pedro Romero Confesor, miembros, asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 13 de noviembre del 2003, años 160? de la Independencia y 141? de la Restauración, dicta en Cámara de Consejo, la siguiente Resolución:

Vistos, los artículos 3, 4, 8, 9, 10, 47, 67, 100 y 102 de la Constitución de la República;

Visto, el artículo 29, inciso 2 de la Ley 821 sobre Organización Judicial, del 1927;

Vista, la Ley Orgánica No. 25/91, de la Suprema Corte de Justicia, del 15 de octubre del 1991, modificada por la Ley No. 156-97, del 10 de julio del 1997;

Vista, la Ley 1014, del 1935; Visto; el artículo 24 de la Ley No. 3726, del año 1953;

Visto, el artículo 4 del Código Civil de la República Dominicana;

Visto, el artículo 141 del Código de Procedimiento Civil de la República Dominicana;
Vista, La Declaración Universal de los Derechos Humanos, del 1948;

Vista, La Declaración Americana de los Derechos Humanos, del 1948;

Vistos, los artículos 1.1, 1.2, 7.1, 7.2, 8.1, 8.2, 8.2.b, 8.2.h, 8.4, 9, 11, 24, 25, 33 y 62 de la Convención Americana de Derechos Humanos, o Pacto de San José, de fecha 22 de noviembre de 1969, debidamente aprobada por el Congreso Nacional mediante Resolución No. 739 de fecha 25 de Diciembre de 1977 y publicada en la Gaceta Oficial No. 9460 del 11 de Febrero de 1978;

Vistos, los artículos 8, 9, 10, 14, 14.1, 14.2, 14.3.a, 14.3.c, 14.5, 14.7 y 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, del 16 de diciembre de 1966, debidamente aprobado por el Congreso Nacional mediante Resolución No. 684 de fecha 27 de Octubre de 1977 y publicado en la Gaceta Oficial No. 9451 del 12 de Noviembre de 1977;

Visto, el artículo 1 de la Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, de fecha 18 de diciembre de 1979, debidamente aprobada mediante Resolución No. 582 de fecha 25 de Junio de 1982 y publicada en la Gaceta Oficial No. 9588 del 25 de Junio de 1982;

Visto, el instrumento de aceptación de la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de fecha 19 de Febrero del 1999.

Vista, la Resolución sobre Defensa Judicial, No. 512-2000, dictada por la Suprema Corte de Justicia en fecha Diecinueve (19) de Abril del 2002.

 Atendido, que en un Estado constitucional y democrático de derecho, el reconocimiento y tutela de los derechos fundamentales, constituye la dimensión sustancial de la democracia; 

Atendido, que estos derechos tienen como fundamento los atributos de la persona humana que emanan de su dignidad inherente y son reconocidos por el sistema constitucional;

Atendido, que la Constitución asume esta dimensión, al establecer en su Artículo 8 que: “Se reconoce como finalidad principal del Estado la protección efectiva de los derechos de la persona humana y el mantenimiento de los medios que le permitan perfeccionarse progresivamente dentro de un orden de libertad individual y de justicia social, compatible con el orden público, el bienestar general, y los derechos de todos”;

Atendido, que en el artículo 8, precitado, se encuentra enunciado el conjunto de garantías mínimas que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquellos cuyos derechos y obligaciones están bajo consideración judicial;

Atendido, que estas garantías procuran asegurar que ninguna persona pueda ser privada de defender su derecho vulnerado y reclamar su reparación ante los tribunales de justicia; ni que pueda ser sometida por el Estado, por sus autoridades y órganos jurisdiccionales a una pena, procedimiento o tratamiento arbitrario e irrazonable;

Atendido, que la razón por la que el Estado debe perseguir las infracciones es la necesidad de dar cumplimiento a su obligación de garantizar el orden público así como el derecho a la justicia de las víctimas, a las que se les reconoce la potestad de reclamarla ante los tribunales, que no es más que el derecho a la tutela judicial efectiva, contenido en los artículos 1.1, 8.1 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos; 

Atendido, que forman parte de nuestro derecho interno el conjunto de garantías mínimas reconocidas en nuestra Constitución, así como la normativa supranacional conformada por los Tratados y Convenciones internacionales que reconocen derechos fundamentales, tal como ha sido reconocido por esta Suprema Corte de Justicia, mediante resolución que instituye el procedimiento para ejercer el recurso de amparo, de fecha 24 de Febrero del 1999;

Atendido, que la Constitución dominicana ha previsto un mecanismo de recepción del Derecho Internacional que se comprueba si se toma en cuenta el contenido del artículo 3 que dispone: “...La República Dominicana reconoce y aplica las normas de derecho internacional general y americano en la medida de que sus poderes públicos la hayan adoptado...” y del artículo 10 que establece que: “La enunciación contenida en los artículos 8 y 9 de la Constitución no es limitativa y por consiguiente no excluye otros derechos y deberes de igual naturaleza”;

Atendido,  a que la República Dominicana, tiene sistema constitucional integrado por disposiciones de igual jerarquía que emanan de dos fuentes normativas esenciales: a) la nacional, formada por la Constitución y la jurisprudencia constitucional local tanto la dictada, mediante el control difuso como por el concentrado, y b) la internacional, compuesta por los pactos y convenciones internacionales, las opiniones consultivas y las decisiones emanadas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; fuentes normativas que en su conjunto, conforme a la mejor doctrina, integran lo que se ha denominado, el bloque de constitucionalidad, al cual está sujeta la validez formal y material de toda legislación adjetiva o secundaria;

Atendido,  que mediante instrumento de aceptación de la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, del 19 de febrero del 1999, el Estado dominicano acepta y declara que reconoce como obligatorio de pleno derecho y sin convención especial, conforme al artículo 62 de la Convención Americana de Derechos Humanos, del 22 de noviembre de 1969, la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de dicha Convención;

Atendido, que, en consecuencia, es de carácter vinculante para el Estado dominicano, y, por ende, para el Poder Judicial, no sólo la normativa de la Convención Americana sobre Derechos Humanos sino sus interpretaciones dadas por los órganos jurisdiccionales, creados como medios de protección, conforme el artículo 33 de ésta, que le atribuye competencia para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los compromisos contraídos por los Estados partes;

Atendido,  que los jueces están obligados a aplicar las disposiciones contenidas en el bloque de constitucionalidad como fuente primaria de sus decisiones, realizando, aún de oficio, la determinación de la validez constitucional de los actos y de las reglas sometidas a su consideración y decisión, a fin de asegurar la supremacía de los principios y normas que conforman el debido proceso de ley;

Atendido,  que el bloque de constitucionalidad, encierra entre sus principios y normas una serie de valores como el orden, la paz, la seguridad, la igualdad, la justicia, la libertad y otros que, al ser asumidos por nuestro ordenamiento jurídico, se configuran como patrones de razonabilidad, principio establecido en el artículo 8 numeral 5 de nuestra Constitución;

Atendido,  que una norma o acto, público o privado, sólo es válido cuando, además de su conformidad formal con la Constitución, esté razonablemente fundado y justificado dentro de los principios constitucionales;

Atendido,  que la validez formal de las leyes y, en general, de las normas y de los actos de autoridad está determinada por el hecho de que las mismas se hayan adoptado siguiendo el mecanismo establecido en la Constitución y conforme a los principios, normas y valores considerados supremos por hallarse en la Constitución o por tener su rango dentro del bloque de constitucionalidad; 

Atendido, que de esta manera se procura no sólo evitar que la ley sea irracional, arbitraria o caprichosa, sino además, que los medios seleccionados tengan una relación real y sustancial con su objeto;

Atendido,  que el bloque de constitucionalidad encierra garantías orgánicas sobre cuestiones tales como la independencia del Juez, del juez natural y otras, lo mismo que garantías de carácter procesal que tutelan los derechos en la forma, tiempo y oportunidad para celebrar los actos del juicio en las instancias procésales; 
Atendido,  que a fin de asegurar un debido proceso de ley, la observancia de estos principios y normas es imprescindible en toda materia, para que las personas puedan defenderse adecuadamente y hacer valer sus pretensiones del mismo modo ante todas las instancias del proceso. Que estas garantías son reglas mínimas que deben ser observadas no sólo en los procesos penales, sino, además, en los que conciernen a la determinación de los derechos u obligaciones de orden civil, laboral, administrativo, fiscal, disciplinario o de cualquier otro carácter siempre que estas sean compatibles con la materia de que se trata;

Atendido,  que en virtud de los artículos 3 y 10 de la Constitución de la República, toda la normativa sobre derechos humanos contenida en las declaraciones, pactos, convenios y tratados internacionales, es de aplicación directa e inmediata; que por lo tanto, reconocido el bloque de constitucionalidad en nuestro ordenamiento jurídico, se impone su aplicación, armonizando los significados de la ley adjetiva que no le fueren contradictorios, con los principios, normas y valores que lo integran, asegurando de este modo la constitucionalización del proceso judicial;

Atendido,  que un estudio de los límites y de los alcances de los principios básicos o fundamentales contenidos en la Constitución y la normativa supranacional vigente revela que el debido proceso de ley en nuestro país, está conformado, entre otros, por los siguientes principios fundamentales: 1. El principio del juicio previo; 2. El principio del juez natural o regular; 3. La imparcialidad y la independencia: 4. La legalidad de la sanción, condena y del proceso; 5. El plazo razonable; 6. El principio de única persecución o “non bis in idem”; 7. Garantía de respeto a la dignidad de la persona; 8. Igualdad ante la ley; 9. Igualdad entre las partes en el proceso; 10. Derecho a no declarar en contra de sí mismo o de no auto incriminación; 11. La presunción de inocencia; 12. Estatuto de libertad; 13. Personalidad de la persecución; 14. El derecho a la defensa; 15. Formulación precisa de cargos; 16. El derecho al recurso efectivo; 17. La separación de funciones; 18. La obligación de decidir; 19. Motivación de decisiones; 20. Legalidad de la prueba; y, 21. Derecho a la defensa o asistencia técnica.

1. EL PRINCIPIO DEL JUICIO PREVIO.
Es una garantía consagrada por la Constitución en su artículo 8 numeral 2 letra j) que establece que: “Nadie podrá ser juzgado sin haber sido oído o debidamente citado, ni sin observancia de los procedimientos que establezca la ley para asegurar un juicio imparcial y el ejercicio del derecho de defensa. Las audiencias serán públicas, con las excepciones que establezca la ley, en los casos en que la publicidad resulte perjudicial al orden público o a las buenas costumbres.”

 En igual sentido disponen los artículos 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos y el 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

Este principio implica no tan sólo que nadie podrá ser condenado sin la previa celebración de un juicio revestido de todas las formalidades y garantías acordadas por la ley, sino que vincula prerrogativas fundamentales como la libertad, la intimidad, las comunicaciones telegráficas y cablegráficas y muchas otras de igual rango y naturaleza que sólo podrán ser limitadas, mediante la debida autorización judicial. 

 El principio de juicio previo exige contradicción en la actividad probatoria; que haya claramente oralidad, publicidad, acusación, defensa, inmediación, verificación y comprobación jurisdiccional de todos los elementos del conflicto. Implica que la sentencia judicial alcanzada en el juicio debido, es el único medio para legitimar la intervención del poder punitivo del Estado.

La oralidad, publicidad y contradicción son reglas técnicas procesales inseparables del juicio. La limitación de la oralidad y la publicidad sólo es admitida por el ordenamiento jurídico vigente, en supuestos legales específicos y mediante resolución escrita y fundada.

La publicidad se erige como garantía de quien es parte en el proceso, de que el mismo será llevado a cabo de manera transparente. 

La contradicción consiste en la posibilidad de que cada una de las partes intervinientes pueda contradecir de modo eficiente y oportuno las pruebas y afirmaciones presentadas en su contra. 

Y por último, la inmediatividad, que comporta la exigencia de que, salvo excepción expresa y válida de las normas vigentes, las pruebas sean recibidas y apreciadas directamente por el juzgador al mismo tiempo y delante de todas las partes o, con éstas debidamente citadas para ello.

2. EL PRINCIPIO DEL JUEZ NATURAL O REGULAR.
El derecho a ser juzgado por un juez natural o regular y pre-constituido está expresamente consagrado en el Artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos y el 14.1 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. 

Tal garantía implica que, el órgano judicial ha de preexistir al acto punible, ha de tener un carácter permanente, dependiente del Poder Judicial, y creado mediante ley, con competencia exclusiva, indelegable y universal para juzgar el hecho en cuestión.

Supone también, una implícita prohibición de crear organismos ad-hoc o post-facto; tribunales o comisiones especiales para juzgar los actos punibles, sin atender a la naturaleza del acto ni al tipo de persona que lo cometa. El juez natural ha de tener un carácter previo y permanente.

Este principio funciona como un instrumento necesario de la imparcialidad y como una garantía frente a la posible arbitrariedad de la actuación de los poderes del Estado en perjuicio de los ciudadanos.

3. LA IMPARCIALIDAD Y LA INDEPENDENCIA.

La imparcialidad y la independencia, como garantías del debido proceso, se encuentran contenidas en el artículo 8 numeral 2 letra j de la Constitución de la República que dispone: “Nadie podrá ser juzgado sin haber sido oído o debidamente citado, ni sin observancia de los procedimientos que establezca la ley para asegurar un juicio imparcial...”, del mismo modo, por el artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y por el artículo 14.1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

La independencia y la imparcialidad del juzgador constituyen conceptos íntimamente relacionados entre sí. Por su independencia, el juez sólo se encuentra sometido a la Constitución y a la ley, encierra un aspecto externo y orgánico referido al Poder Judicial frente a los demás poderes del Estado y frente a los denominados grupos de presión y a los poderes de hecho de carácter público o privado y, un aspecto interno como garantía de los ciudadanos, para tutela del derecho a un juez sobre quien no sea posible la injerencia o influencia de sus pares de igual o superior categoría para adoptar decisiones jurisdiccionales. 

La imparcialidad le impide al juez hacer actuaciones propias de las partes, como proponer, obtener o aportar pruebas, desacreditar en audiencia a un testigo u otros medios de prueba sometidos por las partes; no puede asumir los roles del fiscal ni de la defensa, y armoniza con las labores de orden y dirección del proceso judicial y no se afecta por el control disciplinario de la conducta del juez, cuando este control es ejercido según las reglas del debido proceso en torno a las faltas cometidas en la función o en ocasión de estas, sin tocar a las cuestiones jurisdiccionales que atienden a los asuntos decididos o por decidir.

La imparcialidad e independencia son reflejadas por los convenios que las prescriben como un derecho subjetivo del ciudadano frente a sus jueces y un deber de los jueces frente a los ciudadanos. Según su presupuesto, los jueces no pueden dejarse influenciar por ningún otro interés que no sean los significados de las normas vigentes y la verdad de las pruebas aportadas y no representa un interés a favor o en contra de las partes. 

4. LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN, CONDENA Y DEL PROCESO.
El derecho a un proceso legal deriva del principio de legalidad, consagrado en el artículo 8 numeral 5 de la Constitución, que dispone “A nadie se le puede obligar a hacer lo que la ley no manda ni impedírsele lo que la ley no prohíbe”. Del mismo modo consagrado por el artículo 9 de la Convención Americana de Derechos Humanos y por el artículo 15 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. 

Consiste este principio en el aseguramiento de que nadie será objeto de persecución, ni sujeto de proceso sin la existencia de una ley previa que confiera fundamento legal a la intervención de las autoridades. 

En el ámbito del derecho penal se traduce en que nadie puede ser procesado ni sancionado sino como consecuencia de una ley existente previamente al hecho imputado (nullium delito sine lege previa). Principio que se extiende hasta la ejecución de la pena (nulla poena). 

Si bien la garantía de legalidad es, en la práctica, aplicable comúnmente a la materia penal, no menos cierto es que la misma es aplicable “mutatis mutandi” a las demás ramas del derecho, salvo las excepciones de lugar.

5. EL PLAZO RAZONABLE.
El derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable está contenido en el artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, que dispone: “Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable...”. Del mismo modo está consagrado en el Artículo 14.3.c del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, que establece el derecho “a ser juzgado sin dilaciones indebidas”.

Esta garantía implica que nadie puede ser sometido a proceso alguno de modo indefinido y que se impone al Estado la obligación de establecer normas claras y precisas que garanticen que nadie estará indefinidamente sometido a proceso. 

Para determinar si ha habido violación al plazo razonable deben tomarse en cuenta los siguientes criterios: a) complejidad del caso, b) gravedad de la pena imponible, c) gravedad del bien jurídicamente tutelado, d) la conducta del imputado frente al proceso, e) la negligencia o efectividad de las autoridades en llevar adelante el proceso, f) el análisis global del procedimiento. 

6. EL PRINCIPIO DE UNICA PERSECUCIÓN O “NON BIS IN IDEM”.
La garantía o derecho a no ser juzgado dos veces por un mismo hecho se encuentra expresamente consagrada en la Constitución de la República, en el artículo 8 numeral 2 letra h) que establece que: “Nadie podrá ser juzgado dos veces por una misma causa”. Del mismo modo, se encuentra establecido por la Convención Americana de Derechos Humanos, la que en su artículo 8.4 y por el Artículo 14.7 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Este derecho, integrante del debido proceso, no es solo una garantía procesal sino un principio político de seguridad individual que prohíbe la doble persecución por un mismo hecho. 

La prohibición que impide el doble procesamiento, persecución, juzgamiento y pronunciamiento frente a un mismo hecho, integra en su contenido dos principios fundamentales: 1) El de la cosa juzgada y el de la litispendencia. 

7. GARANTÍA DE RESPETO A LA DIGNIDAD DE LA PERSONA.
La dignidad de la persona humana está contenida en los preámbulos de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en la Convención Americana de Derechos Humanos, así como en otros instrumentos reconocidos por el Estado en materia de derechos humanos. 

La Convención Americana de Derechos Humanos en su Artículo 5.1 dispone: “Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral; del mismo modo el Artículo 5.2 prevé que “nadie puede ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos y degradantes. Toda persona privada de su libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”.

Como se puede observar su protección ante los tribunales de la República tiene su fundamento en las normas constitucionales que prohíben la pena de muerte y empleo de torturas y de tratamientos vejatorios o que impliquen la perdida o disminución de la salud o de la integridad física de las personas.

La protección de este derecho ha sido desarrollada en la legislación adjetiva dominicana, incriminando los actos de torturas y otros tratos o penas crueles inhumanos y degradantes, lo mismo que los actos de discriminación. Por lo cual, tal como prevén los acuerdos internacionales sobre protección de las personas antes estos actos, no pueden ser validamente admitidos por los tribunales los elementos de prueba obtenidos con empleo de torturas y otros tratos o penas crueles inhumanos y degradantes, y más aún, constituyen un acto delictuoso. 

8. IGUALDAD ANTE LA LEY.
El artículo 8 numeral 5 de la Constitución dispone: “… La ley es igual para todos: no puede ordenar más que lo que es justo y útil para la comunidad ni puede prohibir más que lo que le perjudica”. El Artículo 100 consagra: “La República condena todo privilegio y toda situación que tienda a quebrantar la igualdad de todos los dominicanos, entre los cuales no deben contar otras diferencias que las que resulten de los talentos o de las virtudes...” En igual sentido, se encuentra consagrado este principio de igualdad, por el Artículo 1.1 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos del 10 de diciembre de 1948. 

En este sentido, una interpretación de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha señalado que: “este principio de igualdad de las partes ante la ley contiene la prohibición explícita de todo tratamiento desigual y discriminatorio, de origen legal, y, en consecuencia, a no introducir en el ordenamiento jurídico, regulaciones discriminatorias, referentes a la protección de los derechos reconocidos...”; lo que implica que el Poder Judicial debe interpretar y aplicar la ley, con estricto respeto al principio de igualdad en todas las fases del proceso judicial de cualquier naturaleza.

Igualmente la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, de fecha 18 de diciembre de 1979, debidamente aprobada por el Congreso Nacional mediante Resolución No. 582 de fecha 25 de Junio de 1982 y publicada en la Gaceta Oficial No. 9588 del 25 de Junio de 1982, consagra, en su artículo 1, el principio de igualdad y de no discriminación desde la perspectiva de género, en el sentido de que a los efectos de la presente Convención, la expresión discriminación contra la mujer denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social , cultural y civil o en cualquier otra esfera.

9. IGUALDAD ENTRE LAS PARTES EN EL PROCESO.
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, se refiere de manera específica a la igualdad de todos ante los tribunales, en su artículo 14.1 que consagra: “Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de Justicia”, por lo que debe acordarse tanto a la víctima o demandante que reclama investigación, juicio o indemnización, como al imputado o justiciable, un trato igualitario, cual que sea su condición personal.

Tanto el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su Artículo 14.3, como la Convención Americana de Derechos Humanos, en su Artículo 8.2, establecen las condiciones materiales en que se fundamenta esta igualdad al establecer, con estos fines, como garantías mínimas las siguientes: a) ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella; b) disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección; c) ser juzgada sin dilaciones indebidas; d) hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor del derecho que la asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la Justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo; e) interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y que estos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo; f) ser asistida gratuitamente por un interprete, si no comprende o no habla el idioma empleado en el tribunal; g) no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable. y h) derecho de recurrir el fallo ante el juez o tribunal superior. 

El derecho al debido proceso implica la observancia estricta al principio de la igualdad de las personas ante la ley, traducido éste en el ámbito procesal como la igualdad de las partes o igualdad de armas y el principio de no-discriminación. 

La presencia de condiciones de desigualdad real obliga a adoptar medidas de compensación que contribuyan a reducir o eliminar los obstáculos y deficiencias que impidan o reduzcan la defensa eficaz de los propios intereses.

10. DERECHO A NO DECLARAR EN CONTRA DE SÍ MISMO O DE NO AUTOINCRIMINACIÓN.
El artículo 8 numeral 2 literal i), de la Constitución dispone: “Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo”; en igual sentido se pronuncia el artículo 8.2 y 3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el 14.3 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos.

Durante el proceso, el imputado goza de un estatuto jurídico de presunción de inocencia. La Constitución prohíbe los actos de torturas y consagra que nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo. Por lo que éste no está llamado a probar nada frente a una acusación judicial; nadie puede obligar ni intentar obligar a un imputado a colaborar con la investigación del delito que se le atribuye ni a confesarse o declararse culpable. En consecuencia, el imputado no podrá ser inducido, engañado o violentado a declarar o producir prueba en contra de su voluntad, lo que se conoce como exclusión de coacción de cualquier naturaleza. Por tanto, la declaración del imputado debe ser considerada un medio para su defensa y no un medio de prueba, por lo que se proscribe, en este sentido, imponerle su intervención activa como órgano de prueba. De su negativa a declarar o actuar no pueden derivarse consecuencias que le perjudiquen.

 11. LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA.
El artículo 11.1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, del 10 de diciembre del 1948, expresa: “Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.” En el mismo sentido el artículo 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 8.2 de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos.

Este principio de presunción de inocencia pone a cargo de la acusación, ya sea el ministerio público, el querellante o parte civilmente constituida, la obligación de destruir esa presunción de inocencia, y, en consecuencia, el imputado o justiciable tiene derecho a ser considerado y tratado como tal en el proceso, y mientras este dure y culmine en sentencia condenatoria irrevocable.

En este orden de ideas, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, mediante sentencia, de fecha 12 de noviembre de 1997, expresa que el propósito de las garantías judiciales, es el de afirmar la idea de que una persona es inocente hasta que su culpabilidad sea demostrada; igualmente ha juzgado, mediante sentencia del 18 de agosto del 2000, que: “el principio de la presunción de inocencia, tal y como se desprende del Artículo 8.2 de la Convención, exige que una persona no pueda ser condenada, mientras no exista prueba plena de su responsabilidad penal. Si obra contra ella prueba incompleta o insuficiente, no es procedente condenarla, sino absolverla”.

12. ESTATUTO DE LIBERTAD.
El estatuto de la libertad está contenido en el artículo 8 numeral 2 literal b) de la Constitución de la República que consagra: “Nadie podrá ser reducido a prisión ni cohibido en su libertad sin orden motivada y escrita de funcionario judicial competente, salvo el caso de flagrante delito.” En el mismo tenor se establece en los artículos 7.1 y 7.2 de la Convención Americana de los Derechos Humanos y en los artículos 8, 9 y 10 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

El estado de libertad está consagrado como un derecho inherente y fundamental a todo ser humano, contenido en estatutos legales, y es una consecuencia del amparo constitucional expresado bajo la forma de que nadie puede ser reducido a prisión ni cohibido en su libertad sin orden motivada y escrita de funcionario judicial competente; permitiéndose el estado restrictivo de la libertad como medida cautelar, temporal y dentro del plazo razonable, no como una sanción anticipada capaz de lesionar el principio de inocencia; sino, como una medida cautelar excepcionalmente admitida cuando concurran razones suficientes para acordar la prisión preventiva. Estas razones deben fundarse, entre otros elementos, en la presunción de fuga o más bien en la certeza de que el individuo se sustraerá a los actos del procedimiento o al juicio.

13. PERSONALIDAD DE LA PERSECUCIÓN.

El principio o garantía de personalidad de la persecución está contenido en el artículo 102, parte in fine, de la Constitución de la República que dispone: “Nadie podrá ser penalmente responsable por el hecho de otro ni en estos casos ni en cualquier otro.” 

Esto se traduce en cuanto a la persecución en la obligación del Estado, a través del órgano acusador, es decir del ministerio público, de individualizar al acusado de manera que exista certeza de que efectivamente se juzgará a quien se le pretende imputar la materialización de un hecho, sobre todo, que no existan dudas razonables sobre la identidad del perseguido o acusado; declarando y describiendo, de manera clara y precisa los fundamentos de la acusación que justificaren la pretensión punitiva, de manera que no sea sometida a los rigores de un proceso judicial otra persona; todo lo anterior se contrae a la aplicación del principio de que nadie puede ser responsable, en el ámbito del derecho penal, por el hecho de otro. 

14. EL DERECHO A LA DEFENSA.

El marco de referencia del derecho de defensa se encuentra contenido en el artículo 8 numeral 2 letra j), de la Constitución que dispone lo siguiente: “Nadie podrá ser juzgado sin haber sido oído o debidamente citado, ni sin observancia de los procedimientos que establezca la ley para asegurar un juicio imparcial y el ejercicio del derecho de defensa...” Del mismo modo en el artículo 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos así como en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

El derecho de defensa está conformado por un conjunto de garantías esenciales, mediante las cuales los ciudadanos ejercen derechos y prerrogativas que le acuerdan la Constitución y las leyes, tendentes a salvaguardar su presunción de inocencia, no tan sólo en los casos de procedimientos judiciales, sino ante cualquier actuación contraria a un derecho consagrado, siendo el Estado compromisario de tutelar esas garantías, equiparándolas con el debido proceso. El derecho de defensa, en consecuencia, está integrado por cada una de las garantías que conforman el debido proceso.

15. FORMULACIÓN PRECISA DE CARGOS.
El derecho a conocer el contenido exacto de la acusación deriva de los artículos 8.1 y 8. 2. b de la Convención Americana de Derechos Humanos y el artículo 14.3.a del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En virtud de este principio, la autoridad persecutora está en la obligación procesal de individualizar, describir, detallar y concretizar el hecho constitutivo del acto infraccional del que se acusa al imputado, debiendo consignar la calificación legal y fundamentar la acusación, la que debe estar encaminada, esencialmente a una formulación de cargos por ante el juez o tribunal, que debe cumplir con la formalidad de motivación escrita, asegurando de esta forma la no violación del debido proceso y que el ciudadano sea juzgado sin previa información de los hechos puestos a su cargo; aun en los casos de que la acusación provenga de parte privada. 

Para satisfacer el voto de la Convención Americana de Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en torno a la garantía del procesado de conocer la imputación en su contra, es necesario que en los actos encaminados a imputar el hecho se consigne claramente: 1) el hecho, en su contexto histórico, es decir dejando claro la fecha, hora y lugar de su ocurrencia;. 2) Las circunstancias del mismo; 3) Los medios utilizados; 4) Los motivos; y 5) Los textos de ley que prohíben y sancionan la conducta descrita en la imputación. En fin, todo elemento que permita al imputado conocer exactamente de que se le acusa y, en consecuencia, ejercer satisfactoriamente el derecho a defenderse. Lo anterior revela que la acusación no puede fundarse en la enunciación de la denominación legal de la infracción y a la enunciación de los textos que se afirma violados. 

16. EL DERECHO AL RECURSO EFECTIVO.
El derecho a un recurso efectivo está contenido en el artículo 8.2.h de la Convención Americana de Derechos Humanos que establece el derecho del imputado a “...recurrir el fallo ante un juez o tribunal superior”. Del mismo modo ha sido previsto en el artículo 14.5 el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que consagra: “Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley”.

El recurso contra la sentencia se concibe como una garantía procesal conferida al condenado, a quien se le reconoce el derecho a que se examine, por un tribunal superior, la legalidad y razonabilidad de toda sentencia o resolución judicial que imponga a la persona un agravio irreparable o de difícil reparación, especialmente cuando ese gravamen incida sobre uno de sus derechos o libertades fundamentales, como es la libertad personal. 

Este derecho no está concebido como un medio de control de los órganos jurisdiccionales superiores sobre los inferiores. 

Mediante ese recurso, el condenado hace uso de su derecho a requerir del Estado un nuevo examen del caso como una forma de sentirse satisfecho o conforme con la decisión obtenida. Lo que conduce a la exigencia de que para poder ejecutar una pena contra una persona es necesario, siempre que lo exija el condenado, un doble juicio.

Del mismo modo es necesario concluir que no es admisible ningún mecanismo que tienda a evitar, minimizar o eventualmente poner en peligro el derecho conferido al condenado de obtener este doble juicio. El recurso, mediante el cual se examina la decisión, debe ser reglado por el ordenamiento interno de manera que, mediante él, pueda anularse o corregirse los rechazos indebidos de prueba, la lesión al derecho de defensa y los errores graves de hecho y de derecho en su apreciación. En fin, el recurso debe ser lo suficientemente efectivo como para garantizar los derechos del procesado o imputado.

17. LA SEPARACIÓN DE FUNCIONES.
El principio de separación de funciones se encuentra consagrado en el artículo 4 de la Constitución que establece que los poderes del Estado: “... son independientes en el ejercicio de sus respectivas funciones...”. Del mismo modo está contenido en los artículos 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

Este principio implica que, en el ámbito de cualquier proceso, las funciones jurisdiccionales deben estar separadas de aquellas encaminadas a la investigación y acusación, constituyendo las primeras, la tutelar de las garantías constitucionales y reservadas al juez o tribunal, y las segundas, a los funcionarios del ministerio público. Esta separación de funciones un estandarte del debido proceso que fortalece la independencia e imparcialidad del juzgador.

18. LA OBLIGACIÓN DE DECIDIR.

En el ámbito de la normativa supranacional, esta obligación se encuentra contenida en el artículo 25.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, según el cual es responsabilidad del Estado signatario la de: “...garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso...”. La obligación, de decidir impuesta al Juzgador está, igualmente, contenida en el artículo 4 del Código Civil dominicano que dispone: “El juez que rehusare juzgar pretextando silencio, oscuridad o insuficiencia de la ley, podrá ser perseguido como culpable de denegación de justicia”.

Esta garantía resulta una cuestión imperativa, en todo estado de derecho, que obliga a decidir de manera equitativa, efectiva y pronta, dentro de los plazos consagrados, la solución de los conflictos humanos, teniendo en cuenta que las normas procesales existen y deben ser interpretadas para facilitar la administración de la justicia y no como un obstáculo para que los ciudadanos accedan a ella, resultando obligatorio el principio de que los jueces y tribunales deben fallar los asuntos sometidos, aun en los casos de silencio, contradicción, deficiencia, oscuridad o ambigüedad en los términos de las leyes y sin demorar su decisión. 

 Resolución No. 1920-2003 del 13 de Noviembre 2003 de  la Suprema Corte de Justicia______ 

19. MOTIVACIÓN DE DECISIONES.

La obligación de motivar las decisiones está contenida, en la normativa supranacional, en el artículo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Igualmente, en nuestra normativa interna, en el artículo 15 de la Ley 1014, de 1935, en el artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y en el artículo 24 de la Ley No. 3726 del 1953.

 La motivación de la sentencia es la fuente de legitimación del juez y de su decisión. Permite que la decisión pueda ser objetivamente valorada y criticada, garantiza contra el prejuicio y la arbitrariedad, muestra los fundamentos de la decisión judicial, facilita el control jurisdiccional en ocasión de los recursos; en vista de que la conclusión de una controversia judicial se logra mediante la sentencia justa, para lo cual se impone a cada juez, incluso con opinión disidente, la obligación de justificar los medios de convicción en que la sustenta, constituyendo uno de los postulados del debido proceso, la que sólo puede ser lograda cuando se incluya una valoración adecuada de las pruebas conforme a las reglas de la sana crítica, lo que fortalece la seguridad jurídica a que aspiran disfrutar los ciudadanos de manera objetiva. Criterio que ha sido ampliamente tratado en múltiples decisiones de esta Suprema Corte de Justicia. (Entre otras, Sentencia No. 18 del 20 de octubre de 1998,).

20. LEGALIDAD DE LA PRUEBA.

El principio de la legalidad de la prueba es consustancial con las garantías judiciales, entendidas éstas como procedimientos o medios para asegurar la vigencia efectiva de los derechos fundamentales. Este principio de la legalidad de la prueba es parte del derecho al debido proceso de ley, por lo que los medios de prueba son los que pueden justificar la imputación de un hecho punible, y, en consecuencia, que se pueda determinar la restricción de la libertad personal del acusado.

 Las pruebas, y sólo las legalmente admitidas, son pertinentes en la acreditación de la verdad del hecho imputado, y justificantes de la motivación de la sentencia condenatoria o absolutoria. 

Este principio también es aplicable en la substanciación de cualquier otro proceso de carácter penal o determinación de derechos y obligaciones de carácter civil, laboral, disciplinario, administrativo u otros.

Pero es necesario enfatizar que el medio o instrumento de prueba sólo es válido si es adquirido y admitido de modo lícito, con respeto estricto a los derechos humanos, libertades y garantías constitucionales del imputado o justiciable y en apego a las reglas establecidas en las diferentes normas que regulan el mecanismo de la reconstrucción del hecho y de la recolección de las pruebas.

Resolución No. 1920-2003 del 13 de Noviembre 2003 de  la Suprema Corte de Justicia______ 

21. DERECHO A LA DEFENSA O ASISTENCIA TECNICA.

El derecho a la defensa o asistencia técnica está consagrado en el artículo 8.2.d y 8.2.e de la Convención Americana de Derechos Humanos. Igualmente, por el Artículo 14.3.d del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en la Resolución Sobre Defensa Judicial, No. 512-2000, dictada por esta Corte en fecha Diecinueve (19) de Abril del 2002.

Esta garantía consiste en el derecho irrenunciable que se le consagra al imputado de ser asistido por un abogado para ayudarle en sus medios de defensa. Es decir, por un abogado de su elección. El juez está obligado a permitir que el imputado sea asistido por su abogado y, en caso de que este no tenga o no quiera nombrar uno, debe velar por el nombramiento de uno a cargo del Estado, como son los abogados de la Defensoría Judicial o los de oficio. 

Implica, igualmente, este principio la posibilidad de que el justiciable se pueda comunicar con su abogado de forma permanente y efectiva durante la sustanciación del proceso en cualquier fase, desde el momento del arresto. Este principio es aplicable, por igual, en todos los ámbitos.

Atendido, que tomando como referencia el marco jurídico conformado por las garantías, principios y derechos fundamentales que se han descrito, procede fijar, mediante la presente Resolución, los criterios que armonicen el proceso y la práctica vigentes en nuestros tribunales, con el ordenamiento jurídico constitucional;
Atendido,  que la arquitectura y disposición física de los estrados en los tribunales de la República no se corresponde con las necesidades de la actuación de los procesos judiciales conforme a la idea del debido proceso; que su estructura impide la debida comunicación de las partes con sus abogados durante la vista de la causa, disminuyendo las posibilidades de la asistencia técnica y el libre ejercicio del derecho a la defensa, colocándole en un plano de desequilibrio con respecto al ministerio público; que esta realidad en torno a los estrados crea la necesidad de su transformación para adecuarlos a las exigencias del proceso concebido en la Constitución y en las leyes vigentes.

 Atendido,  que la práctica distorsionada en el manejo del proceso judicial, ha omitido el procedimiento directo y expedito, consagrado en la Ley No. 1014 de 1935, para la solución de los conflictos penales, en materia correccional, cuando dispone que la audiencia tendrá lugar el mismo día, o a más tardar al día siguiente, si el tribunal no celebrare audiencia en esta fecha; que tales omisiones acarrean retardos innecesarios en el despacho de asuntos judiciales y privan al procesado del derecho a ser oído y a contestar en un juicio público, dentro de un plazo razonable y sin dilaciones indebidas conforme lo ordena el artículo 14.3.c del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como el artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos; que la privación de libertad, a menudo, ordenada en esta materia en forma administrativa, por una autoridad sin poder jurisdiccional entraña una grave lesión al derecho de defensa, al derecho a la jurisdicción y al juicio previo, condiciones indispensables en un estado de derecho para conocer acerca de un acto tan grave y serio como la determinación de la libertad o la prisión de un ciudadano;

Atendido,  que en el interrogatorio a las partes, durante la fase de juicio, es pertinente que, no tan sólo el fiscal, sino la defensa y la parte civil, participen del mismo en forma directa, lo que contribuye a preservar el principio de igualdad de armas entre las partes, aspecto fundamental en el debido proceso, y que además, el cuestionamiento en forma directa a las partes, tiende a la agilización de la causa;

Atendido,  que en materia correccional la ley no admite otra limitación al derecho de la libertad, que la prestación de una fianza para asegurar su comparecencia a los actos del procedimiento y para la ejecución de la sentencia, siendo indispensable que cualquiera otra limitación sea ponderada en su conformidad con el bloque de constitucionalidad vigentes;

Atendido,  que previo a la decisión del Juzgado de Instrucción, en los casos en que proceda librar un mandamiento, y de solicitud de libertad bajo fianza, es necesario que el juez celebre vistas, en las cuales las partes puedan presentar alegatos, manteniendo incólumes los principios y garantías de ser oído, de publicidad y de contradicción, aun en los casos de decisiones provisionales;

Atendido,  que en un sistema garantista de los postulados del debido proceso, el procesado tiene derecho a la asistencia de abogado, para que le oriente y asista técnicamente sobre los cargos que se le imputan, haciéndose necesaria la presencia de dicho defensor durante los interrogatorios de la fase de instrucción. ;
Atendido, que de conformidad con el Párrafo 2 del Artículo 29 de la Ley de Organización Judicial No. 821 de 1927, entre las facultades de la Suprema Corte de Justicia se encuentra la de “determinar el procedimiento judicial que deberá observarse en los casos ocurrentes, cuando no esté establecido en la ley, o resolver cualquier punto que para tal procedimiento sea necesario”; que de acuerdo a lo dispuesto por el literal h) del artículo 14 de la Ley Orgánica No. 25 del 1991, de la Suprema Corte de Justicia, dispone la facultad de la Suprema Corte de Justicia para el “trazado del procedimiento a seguir en todos los casos en que la ley no lo establezca”;

Atendido,  que en vista de todo lo anterior, y con el fin de asegurar la buena marcha de la administración de justicia y hacer efectivo el cumplimiento de las garantías consagradas en nuestro ordenamiento jurídico, esta Corte adopta las normas prácticas de funcionamiento pertinentes, encaminadas a lograr que los procesos sean llevados a cabo conforme a los principios, normas y valores del bloque de constitucionalidad, al tiempo que, reconoce como un deber a su cargo, asegurar el cumplimiento efectivo del ordenamiento jurídico vigente;

Por tanto, la Suprema Corte de Justicia,

R E S U E L V E:

PRIMERO: Reconoce y asume los siguientes principios fundamentales: 1. El principio del juicio previo; 2. El principio del juez natural o regular; 3. La imparcialidad y la independencia: 4. La legalidad de la sanción, condena y del proceso; 5. El plazo razonable; 6. El principio de única persecución o “non bis in idem”; 7. Garantía de respeto a la dignidad de la persona; 8. Igualdad ante la ley; 9. Igualdad entre las partes en el proceso; 10. Derecho a no declarar en contra de si mismo o de no auto incriminación; 11. La presunción de inocencia; 12. Estatuto de libertad; 13. Personalidad de la persecución; 14. El derecho a la defensa; 15. Formulación precisa de cargos; 16. El derecho al recurso efectivo; 17. La separación de funciones; 18. La obligación de decidir; 19. Motivación de decisiones; 20. Legalidad de la prueba; y, 21. Derecho a la defensa o asistencia técnica, tal como se han descrito más arriba como parte integrante del debido proceso y dispone su aplicación inmediata en todos los tribunales del país. 

 SEGUNDO: Ordena la modificación de las áreas físicas en las salas de audiencias de todos los tribunales del orden judicial en atribuciones penales; en consecuencia, las áreas laterales de los estrados, destinadas hoy, de un lado a la Defensa y, del otro, al Ministerio Público y a la Parte Civil, serán separadas y colocadas de la siguiente manera: dos mesas al frente del asiento del o de los jueces, colocadas en un mismo plano, y a distancia razonable del estrado en donde tiene su asiento el juez, con la finalidad de que a la izquierda del o los jueces esté sentado el procesado junto a su defensor; a la derecha, el ministerio público y, la parte agraviada junto a su abogado, permitiendo la comunicación permanente de los abogados con la persona a quien asisten, resguardando así la igualdad de todos ante la ley y los tribunales.

Los estrados tendrán un espacio para el secretario (a). Otro para que se siente el testigo y declarante al momento de ser interrogado, dispuestos de tal manera, que permita el contacto visual permanente de éstos, con todos los actores del proceso durante su exposición.

TERCERO: Instruye a todos los jueces y tribunales para que en el conocimiento de los casos correccionales, incluyendo la solicitud de libertad provisional bajo fianza, y en virtud de la Ley 1014, decidan toda medida previa pertinente de forma oral y pública en el tribunal, una vez que las partes hayan presentado sus alegatos y pretensiones dentro de los plazos establecidos. 

CUARTO: Dispone que en la fase de juicio y en todos los tribunales, las partes interrogarán de modo directo a los deponentes, garantizando el derecho a la igualdad entre las partes. El juez que presida la audiencia, orientará a quien practique el interrogatorio acerca de la forma del mismo y, advirtiéndole, además que no les está permitido hacer preguntas de forma sugestiva, capciosa, impertinente o con respuestas inducidas. 

QUINTO: Dispone que durante la fase de instrucción y previo a la emisión o suspensión de mandamientos, el juez de instrucción celebrará una vista para que las partes y el ministerio público tengan la oportunidad de presentar alegatos sobre la decisión provisional que emitirá el juez instructor. Igual procedimiento se observará cuando se trate de solicitud de libertad provisional bajo fianza.

SEXTO: Dispone que durante el interrogatorio del procesado ante la jurisdicción de instrucción, se permita la presencia del abogado defensor a fin de asistirle sobre sus derechos fundamentales; si este no tuviere o no quisiere nombrar uno, el Juez solicitará la presencia de un defensor judicial, en caso de haberlo y, cuando no fuere posible, o ante la negativa del procesado a la asistencia del abogado designado, se hará constar que el acusado fue orientado sobre el derecho a ser interrogado en presencia de su defensor.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Enilda Reyes Pérez, Julio Aníbal Suárez, Víctor J. Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía y Pedro Romero Confesor. Grimilda Acosta. Secretaria General.

La presente resolución ha sido dada y firmada por los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, el mismo día, mes y año en ella expresados, lo que yo, secretaria general, certifico.
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Resolución No. 14786/2003

Nos, Dr. Víctor Manuel Céspedes Martínez, Procurador General de la República, en ejercicio de las atribuciones que me confieren la Ley 78-03, sobre el Estatuto del Ministerio Público, sin desmedro de las funciones conferidas por la Ley No. 485, del 10 de noviembre de 1964.

Por cuanto:  En fecha 19 de julio del año 2002, fue promulgado el Código Procesal Penal de la República Dominicana, mediante la Ley No. 76-02, cuya entrada en vigencia está prevista para el mes de septiembre del próximo año 2004;

Por cuanto:  El procurador General de la República forma parte de la Comisión Nacional de Ejecución de la Reforma Procesal Penal, creada mediante Decreto No. 420-02, del Honorable Señor Presidente de la República.

Por cuanto:  La Comisión Nacional de Ejecución de la Reforma Procesal Penal aprobó el pasado año 2002, el Plan Nacional de Implementación de la Reforma Procesal Penal, uno de cuyos componentes lo constituye la vigencia anticipada de algunas normas del nuevo Código Procesal Penal, en la medida en que su aplicación no requiere la promulgación de una ley.

Por cuanto:  Una correcta implementación del nuevo Código Procesal Penal requiere desde ahora un conjunto de adecuaciones en la organización y las prácticas de las instituciones del sistema de justicia penal de la República Dominicana, las cuales se pueden lograr con la tiempo constituyen una anticipación a su entrada en vigencia.
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Por cuanto: El proceso de cambios en el sistema de justicia penal, requiere un cuerpo normativo sistematizado que permita una transición, pausada pero decidida, hacia nuevos estadios de ejercicio de las funciones estatales y sociales de gestión de los conflictos penalmente relevantes, lo cual incluye esfuerzos complementarios en los ámbitos de investigación, persecución, acusación, defensa, juicio y ejecución de la pena.

Por cuanto: El Procurador General de la República tiene la disposición y compromiso institucional de apoyar todas las iniciativas promovidas por las demás instituciones que integran el sistema de justicia penal, así como las medidas coordinada por la Comisión Nacional de Ejecución de la Reforma Procesal Penal, bajo el entendido de que la exitosa implementación de la nueva legislación procesal penal constituye una prioridad de alto interés nacional.

Por cuanto: Es interés el Ministerio Público desplegar y convocar los esfuerzos necesarios para la puesta en vigencia de las medidas anticipadas, respondiendo a las expectativas de la sociedad en su rol de contribuir a la eficacia de la prevención del delito y la investigación de los crímenes, coordinar entre sí y con las demás instituciones del sistema de justicia penal, a fin de asegurar el ejercicio de la acción pública con criterios de objetividad, la justa aplicación de la Constitución, los convenios internacionales y las leyes, en sentido general.

Vistos: Los artículos 3, 4, 8, 9, 10, 47, 66, 70, 75, 100, 102, y 109 de la Constitución de la República.

Visto:  La Declaración Universal de los Derechos Humanos,

Vista:  La  Declaración Americana de los Derechos Humanos,

Vista:  La Ley No. 1014 del año de 1935.
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Vistos:  Los Artículos 1.1, 1.2, 7.1, 7.4, 8.1, 8.2.e, 8.5, 24, 25 de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos, promulgada por el Poder Ejecutivo en fecha 25 de diciembre de 1977 y publicada en la Gaceta Oficial No. 9460 del 11 de febrero de 1978.

Vistos: Los Artículos 9.2, 10.1, 14.3.a, 14.3.d, 14.3, 26, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, promulgado por el Poder Ejecutivo en fecha 27 de octubre de 1977, publicado en la Gaceta Oficial No. 9451 del 12 de noviembre de 1977.

Vistos:  Los Artículos 11 y 15 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, promulgada por el Poder Ejecutivo en fecha 9 de noviembre de 1986.

Vistos:  Los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de hacer cumplir la Ley, de las Naciones Unidas del año 1990.

Vistos: El conjunto de principios de cualquier persona sometida a cualquier forma de detención o prisión, de las Naciones Unidas de fecha 19 de diciembre de 1988.

Vistos:  Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad, de fecha 14 de diciembre de 1990.

Visto: La Ley que establece el Código de Conducta para funcionario encargados de hacer cumplir la ley.

Visto:  Los Artículos 11 y 20 sobre las directrices de las Naciones Unidas sobre la función de los Fiscales del año 1990.
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Vistos: Los Artículos 1, 2, y 3 de la Ley No. 6-96 que dispone toda persona privada de libertad por autoridad policial, militar o judicial, tiene derecho a comunicarse por la vía teléfono u otra vía, de fecha 24 de agosto de 1996, publicada en la Gaceta oficial No. 9933 del 31 de agosto de 1996;

Visto: El instrumento de aceptación del Estado dominicano de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en fecha 19 de febrero de 1999;

Visto:  El Artículo 6 de la Ley 78-03, Estatuto del Ministerio Público, que define al Ministerio Público como:

“Un órgano del sistema de justicia, garante del Estado de Derecho, funcionalmente independiente en sus actuaciones.  Es el encargado de dirigir la investigación de los hechos de carácter penal en representación de la sociedad; de la puesta en movimiento y del ejercicio de la acción pública; proteger a las víctimas y testigos en el ámbito de las actuaciones que realice y ejercer y cumplir todas las demás atribuciones que le confieren las leyes”. 

Visto:  El Artículo 7 de la Ley 78-03, Estatutos del Ministerio Público, que establece el Principio de Legalidad en los siguientes términos:

“El Ministerio Público deberá someter sus actuaciones a los dictados de la Constitución, de las leyes y a lo establecido en los tratados internacionales ratificados por la República Dominicana”.
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Visto: El Artículo 10 de la Ley 78-03, Estatutos del Ministerio Público, que establece el Principio de Jerarquía, cuyo texto es el siguiente: 

“Dentro del marco de sus competencias legales y constitucionales, las autoridades del Ministerio Público deben ejercer el control jerárquico de funcionamiento de la institución.  Este control comprende tanto la legalidad y oportunidad de las actuaciones procésales, como la eficiencia y administrativa del órgano.

“No obstante lo anterior, los representantes del Ministerio Público dirigirán las investigaciones, ejercerán la acción penal pública y sostendrán la pretensión penal en el juicio, con el grado de independencia y autonomía que esta ley establece”.

“En el marco de las investigaciones que realicen los representantes del Ministerio Público podrán impartir órdenes directas a los miembros de la Policía Judicial, la que debe cumplir las mismas sin poder calificar su fundamento, oportunidad o legalidad”.   

Visto: El Artículo 15 de la Ley 78-03, Estatuto del Ministerio Público, que establece el Principio de Oportunidad en los siguientes términos:

“El Ministerio Público buscará prioritariamente, dentro del marco de la legalidad, la solución del conflicto penal mediante la aplicación de los criterios de oportunidad y demás alternativas provistas en el Código Procesal Penal.  Asimismo, promoverá la paz social privilegiando la persecución de los hechos punibles que afecten el interés público”.
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Visto: El Artículo 47, numeral 6) de la Ley 78-03, Estatuto del Ministerio Público, que confiere al Procurador General de la República la atribución específica de:

“Dictar las instrucciones generales sobre la dirección de la investigación de los hechos punibles, en cuanto al ejercicio de la acción penal y su oportunidad y en cuanto a la protección de víctimas y testigos”.

          Dicto la siguiente:

RESOLUCIÓN

PRIMERO: Se ordena a todos los miembros del Ministerio Público y de la Policía Nacional o de cualquier otra institución en funciones de policía judicial, la aplicación a partir de la fecha, en todo el territorio nacional, de las siguientes medidas de adecuación de cara a la implementación de Código Procesal Penal: 

a) Se pone a cargo de los miembros del Ministerio Público, la Policía Nacional o cualquier otra institución que cumpla funciones de policía judicial, la lectura de derechos a todo detenido o imputado, al momento de su detención, así como la obligación de informarle sobre el derecho a la llamada, la causa de su detención, su prerrogativa de no declarar contra sí mismo o sin la presencia de su abogado.

b) Se ordena a los miembros del Ministerio Público facilitar la presencia del abogado del imputado en los interrogatorios en la fase de investigación, tanto en sede policial como en el Ministerio Público, en aquellos casos en que el interrogado lo solicite. A tales fines, previo al interrogatorio, es obligación de la Policía Nacional, y de toda otra agencia ejecutiva que cumple funciones de investigación, así como de los miembros del Ministerio Público, informar al imputado sobre el derecho a ser asistido por su abogado defensor durante el interrogatorio.
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c) Se ordena a los miembros del Ministerio Público, la Policía Nacional y demás agencias de seguridad, que cumplan funciones de investigación, establecer niveles eficaces de información que aseguren la planificación y coordinación previa entre los investigadores y los miembros del Ministerio Público sobre el objeto de los registros, allanamientos y cualquier otra iniciativa de investigación a ser desplegada, de modo que el Ministerio Público pueda ejercer adecuadamente la dirección funcional de la investigación.

d) Se ordena a los miembros del Ministerio Público promover la solución alternativa de los conflictos, a través de la conciliación y mediación en aquellos casos en que resulte conveniente para restaurar la armonía social, tomando en cuenta la naturaleza de los hechos punibles, de modo particular tomando como lineamientos generales lo dispuesto en el Artículo 37 de la Ley 76-02, que contiene el nuevo Código Procesal Penal.

e) Se ordena a los miembros del Ministerios Públicos que en aquellos casos en que hiciere uso del principio de oportunidad, en virtud de razones objetivas generales y no discriminatorias, que le reconoce el Estatuto del Ministerio Público, la emisión de un dictamen motivado para prescindir de la acción pública en cualquier de los siguientes casos:

1. Cuando se trate de un hecho que no afecte significativamente el bien jurídico protegido o no comprometa gravemente el interés público y la pena imponible sea inferior a dos años, siempre que no se trate de un funcionario público;

2. Cuando el imputado ha sufrido un daño físico o psíquico grave como consecuencia directa del hecho que vuelva desproporcionada la aplicación de una pena; o cuando tratándose de una infracción culposa haya sufrido un daño moral de difícil superación;
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3. Cuando por su calificación jurídica el hecho carece de importancia en relación a una pena ya impuesta o por otros hechos a lo que se impondría en otro procedimiento.

f) Se ordena a los miembros del Ministerio Público aplicar fielmente las disposiciones contenidas en la Ley 1014, que dispone la presentación directa a juicio del imputado en material correccional, para la fijación de la libertad provisional bajo fianza y el desarrollo del juicio. En consecuencia, los miembros del Ministerio Público descontinuarán la práctica de opinar administrativamente sobre la fianza, toda vez que dicho dictamen motivado se producirá en audiencia.

g) Se ordena a los miembros del Ministerio Público hacer uso de su facultad de ordenar la privación de libertad exclusivamente en los casos de flagrante delito, de conformidad con lo previsto en el artículo 8, numeral 2, literal b) de la Constitución de la República. En consecuencia, en aquellos casos en que no se verificara una situación de flagrancia, solicitará la correspondiente autorización al juez competente.

SEGUNDO: Se ordena a la Unidad Técnica de Ejecución del Ministerio Público para la Reforma Procesal Penal realizar todos los preparativos y desplegar todas las acciones tendentes a la aplicación y entrada en vigencia de las medidas contenidas en la presente Resolución.

TERCERO: Se incluye a todos los miembros del Ministerio Público, así como a todas sus instancias administrativas u operativas a brindar el apoyo requerido por la Unidad Técnica de Ejecución de la Reforma Procesal Penal del Ministerio Público, para el fiel cumplimiento de las medidas y disposiciones antes mencionadas.
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CUARTO: Se crea una Comisión Interinstitucional de alto nivel integrada por el Procurador General de la República y el Jefe de la Policía Nacional a los fines de definir los términos, elaborar y suscribir un Convenio tendente a facilitar la aplicación de aquellas medidas que conciernen a ambas instituciones.  Dicho acuerdo será suscrito a más tardar el 10 de diciembre del año 2003, fecha en que se conmemora el Día Internacional de la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

Dado en la ciudad Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, a los veinte (20) días del mes de noviembre del año dos mil tres (2003), año 160 de la Independencia y 140 de la Restauración.

AGRADECIMIENTOS

A Dios, Nuestro Señor Todopoderoso, por la vida y fortaleza en momentos adversos.

A nuestra Sociedad Dominicana, por albergarme en su seno y brindarnos el privilegio de ser Dominicano.

DEDICATORIA 

A mi esposa Manuela:

Ser extraordinario, quien ha llenado mi vida de felicidad y junto a mis hijos mi mayor razón para vivir.

A mis hijos:

Jomangelis, José Luis (Junior) y Jorayma, mis continuadores en la vida, mi fuente de inspiración, tesoros especiales que colman mi vida de felicidad.

Dr. Víctor Manuel Céspedes Martínez

Procurador General de la República
Enviado por: 

José Luis Fortunato 
fortunato200@hotmail.com
(2) Capitant, Henri, Vocabulario Jurídico, Pág. No. 334 Editora Depalma, Tacahuano 494, Buenos Aires 1977.


(3) Bonelly V.,  Manuel Ulises,   Breves  Comentarios  al Código Proc.  Penal,  Pág. VI,  Editora  


   Centenario, S. A. Santiago de Los Caballeros, Año 2002.















































(26) Carta Internacional de los Derechos de la Defensa, Unión  Internacional de Abogados.
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r (7) El Nuevo  Código Penal  contempla  la  fase   preparatoria,  y  este Trabajo  establece  que “Esta


    concluye con  la resolución dictada por el juez en  la auditoria preliminar, mediante  la cual  puede 


    admitir y fijar  los límites  de  la acusación, ordenar la suspensión condicional del  procedimiento o  


    aplicar un procedimiento abreviado, entre otras disposiciones”.  
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(20) Se trata de la formulación in integrum de la pretensión, y que debe concretarse en el acto de acusación.





(21)  Se apoyan en esta conclusión quienes afirman el caráter de indivisibilidad de la acción penal, asunto que consideramos conveniente plantear de otra manera. La dirección subjetiva de la pretensión contenida en la acción ejercida por el órgano público del Estado se extiende subjetivamente a todos los posibles partícipes en el hecho que se investiga.
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